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Introducción 

	

El sistema educativo michoacano atraviesa uno de 
los períodos más complejos de su historia. 
Mientras el discurso oficial celebra logros que no 
siempre se materializan en las aulas, más de un 
millón de estudiantes enfrentan cotidianamente la 
precariedad de una infraestructura educativa 
deficiente, la ausencia de condiciones dignas para 
el aprendizaje y la amenaza constante de truncar 
sus trayectorias educativas. Este libro documenta, 
con rigor y sin concesiones, la realidad.  

Durante el ciclo escolar 2024-2025, Michoacán se 
convirtió en laboratorio de contradicciones: se 
habló de ciclos escolares completos mientras 
escuelas cerraban por violencia delincuencial; se 
presumió de justicia laboral selectiva mientras 
miles de docentes esperaban resoluciones; se 
entregaron tenis y libros como si el abandono 
escolar se combatiera con dádivas y no con 
políticas integrales. La brecha entre lo planificado 
y lo ejecutado, entre el deber ser constitucional y 
la realidad cotidiana se ensanchó peligrosamente. 

Esta bitácora es un instrumento de rendición de 
cuentas, un espejo que refleja las inconsistencias 
entre planes de desarrollo sin indicadores 
coherentes, presupuestos que perpetúan 
inequidades estructurales y discursos que celebran 

normalidades como si fueran logros 
extraordinarios. Cuando pagar salarios a tiempo 
es indicador de éxito educativo, algo 
profundamente equivocado está ocurriendo en 
nuestra comprensión de lo que significa educar. 

Los análisis aquí reunidos demuestran que la 
transformación educativa sucede en cada aula 
rural sin servicios básicos, en cada estudiante que 
resiste a pesar del abandono institucional, en cada 
maestro que transforma precariedad en 
posibilidades. La educación michoacana necesita 
políticas basadas en evidencia; menos simulación 
y más transparencia; más centralidad en los 
derechos de las niñas, niños y jóvenes. 

Este documento aspira a convertirse en memoria 
histórica que impida la repetición de errores, en 
herramienta para la construcción de capacidades 
locales de análisis educativo y en testimonio de 
que otra educación es posible cuando se gobierna 
con visión de largo plazo y compromiso genuino 
con las generaciones en formación. 

Michoacán merece un sistema educativo que 
garantice que todos estén, aprendan y participen 
en escuelas dignas. Este libro es una contribución 
ciudadana para hacer realidad ese derecho 
fundamental.  
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25.07.2024 

La buena escuela mexicana 
	

 

Para las personas inmersas en el sistema 
educativo, como los maestros, directivos, personal 
de asistencia y apoyo a la educación, personal de 
estructura, estudiantes, académicos, padres de 
familia, sociedad civil organizada y medios de 
comunicación que cubren la fuente educativa,  los 
tiempos de transición y de receso escolar invitan 
doblemente a la reflexión, a hacer un balance de 
lo acontecido durante el sexenio que está por 
concluir, así como respecto al recién fenecido 
Ciclo Escolar 2023-2024, en lo particular, en aras 
de contar con una lectura situacional que permita 
delinear un mejor porvenir ante los retos 
venideros. 

Contar con una imagen clara de lo que advendrá 
para el sistema educativo exacerba su importancia 
en virtud de la inminente entrega de estafeta que 
sucederá al frente de la Secretaría de Educación 
Pública, donde todo indica que, Leticia Ramírez 
Amaya entregará la titularidad de la dependencia 
citada a Mario Delgado Carrillo, quien asumirá 
responsabilidades inmensas, ya que la Dra. 
Claudia Sheinbaum Pardo, quien será la próxima 
titular del poder ejecutivo federal para el sexenio 
2024-2030 mencionó con toda claridad durante 
su campaña electoral que ella desea ser recordada 

como “la presidenta de la educación” por las 
próximas generaciones. Lo anterior es sumamente 
relevante, por la anticipación de una visión de 
trascendencia que se infundirá al sistema 
educativo, en aras de cumplir con la palabra 
empeñada. 

Más allá de toda la polémica política que se pueda 
suscitar, como nunca en este siglo hay factores 
que, si se conjugan en torno a los derechos de la 
niñez y la juventud en nuestra nación pueden 
generar un sexenio extraordinario en materia 
educativa: una reforma constitucional que debe 
ser aplicada a plenitud, viene la segunda edición 
de los libros de texto gratuitos, los cuales deberán 
de estar ya corregidos y mejorados respecto a la 
entrega previa, perfiles políticos con vasta 
experiencia en construcción de mayorías y 
consensos, mayoría calificada en el congreso 
federal y muchos otros aspectos más que 
permitirían alcanzar resultados extraordinarios. 

Paralelamente, desde lo histórico, es importante 
no negar el inmenso legado que con muchos 
esfuerzos y sacrificios han construido los 
trabajadores de la educación, los estudiantes y sus 
familias para hacer realidad lo que parecían 
sueños inalcanzables e ilusiones fatuas. Debe 
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reconocerse la inconmensurable trascendencia 
que ha tenido la escuela mexicana en el desarrollo 
integral de nuestra nación y sus habitantes.  Por 
ello, en todos los sentidos, más que una nueva 
escuela mexicana, necesitamos una buena escuela 
mexicana: que recupere las mejores experiencias 
del pasado y lo que se innove sea verdaderamente 
para impactar favorablemente en el aprendizaje, la 
convivencia y la participación de los estudiantes 
en los planteles, deviniendo en un mejor ejercicio 
de sus derechos humanos en las escuelas de 
nuestra nación. 

En total consistencia con lo anteriormente 
mencionado, en Mexicanos Primero reconocemos 
plenamente que la verdadera mejora del sistema 
educativo nacional solo puede ocurrir partiendo 
de la valoración y admiración sinceras del 
inmenso trabajo que se realiza cotidianamente en 
las escuelas públicas de México, por parte de los 
agentes educativos y sus familias, con quienes 
estamos comprometidos en pro de sostener un 
diálogo constructivo continuo, siempre basado en 
evidencias, en la realización de propuestas y 
trabajo en equipo para mejorar nuestro sistema 
educativo nacional. Por ende, subrayamos que, a 
lo largo de su existencia, la escuela mexicana ha 
acumulado una inmensa cantidad de buenas 
prácticas, de grandes experiencias y de resultados 
heroicos construidos desde las aulas y en su 
contexto comunitario, beneficiando enormemente 
a millones de ciudadanos acrisolados en la 
escuela pública mexicana. Las gestas que se han 
desarrollado desde, a través, para y con la escuela 
pública nacional son incontables e invaluables. 

Las han liderado miles y miles de maestros, 
quienes han dejado su vida en las aulas han sido y 
son testimonio viviente de que el origen no es 
destino y que la precariedad no implica 
resignación, ni que tampoco el abandono 
histórico en que tiene sumido el gobierno 
mexicano a miles de planteles en el país implica 
una derrota total. Siempre se puede hacer algo; 
pero esto no es justo, no es lo óptimo, no debería 
de ser así. Gracias a ellos, miles de estudiantes 
han aprovechado al máximo las oportunidades 
que les brindó el sistema educativo nacional, 
escribiendo biografías ejemplares y que han roto 
el yugo de la inmovilidad social, que más allá de 
lo narrativo implicaron la modificación radical de 
lo que parecía un destino cantado para niñas y 
niños condenados a la miseria, a la marginación, a 
ser víctimas de los efectos de la delincuencia, la 
violencia y la migración, entre otros flagelos. Por 
ello, resulta invaluable recuperar esos saberes y 
las experiencias de la buena escuela mexicana, las 
cuales deben ser un pilar fundamental de la 
política educativa para el nuevo sexenio. 

Pensar en la buena escuela mexicana implica 
resaltar los históricos logros extraordinarios que ha 
tenido la escuela mexicana gracias a la inmensa 
vocación docente, el talento y el compromiso de 
millares de maestras y maestros ejemplares, 
quienes han convertido a su profesión en parte de 
su vida. Los docentes que se comprometen a 
fondo con el destino de los estudiantes los 
consideran parte de su familia, así los tratan y con 
ese esmero impulsan su derecho a la educación. 
Al respecto, como un testimonio de lo que hacen 
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las maestras y los maestros en nuestro país, 
expongo una experiencia personal:  mi primer 
nombre, Horacio, me fue legado a manera de 
herencia de mi padre, docente normalista, 
mientras que  Erik, lo recibí por transmisión de la 
vocación de mi madre, quien también es maestra 
normalista y en una de las primeras generaciones 
a las cuales formó tuvo un estudiante en su grupo, 
juzgue usted cuán entrañable le resultó, al grado 
de que tomó su nombre para imponérselo a su 
primogénito. Sin embargo, no es una situación 
rara o atípica, ya que he escuchado muchas 
historias parecidas entre los docentes y, 
seguramente, usted, amable lector, tendrá 
anécdotas en su memoria que atestiguan la 
inmensa vocación y compromiso que corren por 
las venas de los maestros mexicanos. 

Empero, no todo lo nuevo es bueno. Lo sabemos 
a la perfección. Si nos concentráramos en seguir 
las experiencias en materia de políticas públicas 
educativas que en su momento se presentaron con 
calidad de innovadoras, muchos esfuerzos fallidos 
encontraremos. Por ello, es mejor centrarse en el 
ideal, en el deber ser, en lo enunciado en la Carta 
Magna respecto a cómo debe ser la educación en 
nuestra nación. Hoy, a ciento tres años de la 
fundación de la SEP estamos ciertos de que una 
buena escuela mexicana es aquella en la que se 
garantizan los derechos de las niñas, niños y 
jóvenes. 

Incluso, cabe hacer notar que, el calificativo de 
“buena”, al que me refiero en esta entrega, 
resulta poco exigente, respecto al atributo de 

“excelente”, el cual se colocó en el Artículo 
Tercero a través de la reforma educativa 
constitucional vigente, la cual se realizó durante el 
actual sexenio, mismo que merece continuidad, 
por ser retador y tener altura de miras, ya que la 
excelencia se alcanza siendo una mejor versión de 
sí cada vez. 

Entonces, pensar que se realizará algo al respecto 
para que la herencia histórica y lo mejor de las 
políticas públicas nacionales en torno a la buena 
escuela mexicana llegue con toda su fuerza y vigor 
a cada aula de este país no es descabellado, ni 
tampoco mucho pedir.  Por ello, debe 
garantizarse que, cada paso que se dé, cada peso 
que sea invertido, que cada acción y política 
pública que se ejecute esté pensada y 
subordinada al interés superior de las 
generaciones en formación; es decir, que solo lo 
que realmente nutra la vivencia plena de derechos 
educativos de la niñez y la juventud en México se 
realice, retirando lo superfluo, lo adjetivo y lo 
inútil del gasto educativo nacional. 

Al respecto, la visión rumbo al 2030 de 
Mexicanos Primero en torno al éxito de nuestro 
sistema educativo nacional involucra criterios que 
están contenidos en los Objetivos para el 
Desarrollo Sostenible del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) de la 
ONU, así como en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que se aspira 
a que todas las niñas, niños y adolescentes entre 
tres y diecisiete años estén matriculados y 
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asistiendo regularmente a las escuelas de nuestro 
país; mientras que, en todas las aulas de la nación 
esté diariamente un docente, en tiempo y forma 
con el mejor perfil profesional posible para 
alcanzar los resultados esperados; que exista 
suficiente inversión pública educativa, 
suministrada a tiempo y bien gestionada, tanto a 
nivel municipal, como estatal y federal; que todas 
las niñas, niños y jóvenes de tercero de primaria 
cuenten con las competencias en materia de 
lectoescritura correspondientes a su grado escolar 
y edad, de acuerdo con los aprendizajes 
esperados en la materia; mientras que todas las 
niñas, niños y adolescentes de sexto grado de 
primaria cuenten con los aprendizajes 
fundamentales que les corresponde tener; así 
como todos los adolescentes de secundaria 
cuenten con los aprendizajes de acuerdo con su 
nivel de desarrollo; que se impulse la 
participación de las niñas, niños y jóvenes en la 
toma de decisiones en su comunidad escolar; que 
todos los adolescentes cuenten con trayectorias 
educativas completas, hasta lograr culminar la 
educación media superior y, que exista un acceso 

justo e igualitario a una educación superior 
relevante, que brinde oportunidades concretas de 
alcanzar a ser la mejor versión posible de sí 
mismos para todos los estudiantes que egresen de 
ella. 

Todas las acciones al interior de nuestro sistema 
educativo nacional deberán de buscar materializar 
esa visión, la cual simplemente frasea los 
principios normativos que deberían de ser 
realidad para todos los estudiantes en la nación, 
pero que cuentan con obstáculos como la 
simulación, la corrupción, la omisión, la 
indiferencia y la falta de sensibilidad para 
comprender la envergadura de las tareas por 
realizarse, por lo cual esperemos que este sexenio 
que iniciará sea el de la educación, partiendo del 
ciclo escolar 2024-2025. 

Merecemos un gobierno educador que genere 
resultados transformadores para cada niño, niña y 
joven en nuestro país, para quienes anhelamos 
una buena escuela, donde estén, aprendan y 
participen en las mejores condiciones posibles. 
¡Que así sea! 
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01.08.2024 

¡Por trayectorias educativas completas! 
	

	

Lograr que las niñas, niños y jóvenes en nuestro 
país se conviertan en estudiantes que logren 
trayectorias educativas completas es una alta 
misión del estado mexicano, obligado a 
cumplimentar los mandatos del Artículo Tercero 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y sus leyes reglamentarias. 

Sin embargo, la distancia entre el deber ser y la 
realidad es una brecha inmensa para la enorme 
mayoría de los mexicanos, quienes se ven 
obligados a abandonar el sistema educativo antes 
de alcanzar siquiera una licenciatura, dejándolos 
prácticamente indefensos ante los retos sociales, 
culturales, económicos y políticos de su existencia, 
obligándolos a enfrentar en condiciones 
desiguales e inferiores problemas como la 
resolución de sus necesidades más básicas de 
sustento, vivienda, alimentación y sostenimiento 
para sus familias. 

La situación en materia de la inmensa dificultad 
que tienen las niñas, niños y jóvenes de completar 
sus respectivas trayectorias en el sistema educativo 
estatal de Michoacán de Ocampo es gravísima y 
data de muchas décadas atrás. 

De acuerdo con la Secretaria de Educación en el 
Estado de Michoacán de Ocampo, en nuestra 
entidad existen 12 mil 870 planteles educativos, 
donde estudian un millón 267 mil 647 alumnos, 
atendidos por 84 mil 517 docentes, distribuidos 
en 59 mil 451 grupos, de los cuales 7 mil 002 son 
multigrado. Es decir, aún no se recupera siquiera 
la matrícula previa al confinamiento por COVID-
19, el cual impactó gravemente durante dos ciclos 
escolares, perdiéndose 80 mil estudiantes en 
nuestro sistema educativo estatal. 

Para comenzar, solamente el 86.6 por ciento de 
los planteles cuentan con electricidad, mientras 
que apenas el 75.9 por ciento tienen lavamanos, 
el 75.3 por ciento poseen agua potable, el 40 por 
ciento cuentan con computadoras, apenas el 15.1 
por ciento de los planteles tienen servicio de 
Internet, solo el 9.2 por ciento poseen 
infraestructura escolar adaptada y escasamente el 
7.1 por ciento tienen materiales adaptados.  Esto 
habla mucho acerca de las condiciones en las 
cuales se encuentran las niñas, niños y jóvenes 
que sí logran estar matriculados en las escuelas 
con la esperanza de poder ejercer sus derechos 
educativos. Bajo esa constante situación de 
precariedad resulta sumamente difícil pensar que 
los estudiantes tengan condiciones para ejercer 
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plenamente sus derechos a estar, aprender y 
participar en las escuelas michoacanas. 

Más aún, por si fuera poca la problemática en 
materia de infraestructura física educativa, se 
encuentran las situaciones socioeconómicas que 
agobian a por lo menos la mitad de los habitantes 
de nuestra entidad federativa, quienes viven en 
situación de pobreza y marginación, dado que 
Michoacán es uno de los estados más ricos en 
dotación de factores y en valor bruto de la 
producción del sector primario, pero cae por 
debajo de la media nacional en el valor agregado 
de la producción total. 

Los estudios sobre causales de abandono escolar 
suelen mostrar a la situación socioeconómica de 
los estudiantes y sus familias como la principal 
razón por la cual el sistema educativo no les 
genera las condiciones adecuadas para continuar 
ejerciendo sus derechos educativos, razón por la 
cual se explica por sí misma la posición de nuestra 
entidad federativa como uno de los estados más 
rezagados en cuanto a la permanencia de los 
estudiantes en el sistema educativo estatal. 

En contraste, elevando el nivel de escolaridad y 
permitiendo que los estudiantes ejerzan sus 
derechos educativos para cursar trayectorias 
educativas completas se generarán círculos 
virtuosos que posibilitarán se acelere el desarrollo 
integral de nuestra entidad federativa y de cada 
uno de sus habitantes en particular: mayores 
ingresos, mayor valor de la producción, más 
recaudación, más y mejores servicios públicos, 
mayor innovación, entre muchos otros factores 
que se detonarán a favor de Michoacán. 

De educación inicial a bachillerato hay una gran 
cantidad de problemáticas relacionadas con la 
falta de cobertura, de programas socioeducativos, 
de inversión en infraestructura física, de 
cuestiones de violencia e inseguridad, la 
contracultura que gravita a favor de que los 
estudiantes no culminen una carrera universitaria, 
dedicándose a trabajar, emigrando o casándose, 
mientras que el costo de oportunidad respecto a la 
puerta falsa de la delincuencia organizada 
permanece ahí latente, esperando o presionando 
para que los jóvenes caigan en sus redes. 

	

En cuanto a educación superior respecta algo que 
está ocurriendo que aleja oportunidades 
equitativas para los estudiantes es la inmensa 
desigualdad en el costo promedio por estudiante 
que existe entre las instituciones de educación 
superior de nuestra entidad federativa. Es decir, a 
pesar de que su modalidad de sostenimiento es 
pública, hay diferencias abismales en el gasto 
público, convirtiendo a algunas universidades en 
privilegiadas y otras en marginadas, lo cual 
culmina disminuyendo la cobertura educativa en 
Michoacán, ya que los recursos que podrían 
emplearse para dotar de espacios para muchos 
más jóvenes que se quedan al margen de la 
educación superior son inyectados para 
instituciones consentidas por el régimen en turno, 
obligando a cortar sus trayectorias educativas a 
quienes simplemente no alcanzaron espacio en 
alguna institución, por no haberse creado éstos 
por falta de recursos. 
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Un estudio de caso que debe ser tomado en 
cuenta es el de la Universidad Autónoma de la 
Ciudad de México, para construir políticas 
públicas incluyentes y equitativas que permitan 
acceso universal a la educación superior en 
nuestro país y en Michoacán de Ocampo en 
particular. 

Al ser escasos los recursos destinados al sistema 
educativo nacional y al encontrarnos muy por 
debajo del presupuesto recomendado 
internacionalmente para el erario educativo, la 
política de gasto educativo debe ser altamente 
eficiente, característica de la cual adolece el 
modelo financiero de la UACM. 

El costo de oportunidad en un país con escasa 
cobertura educativa a nivel superior es muy alto. 
Toda vez que, con el mismo recurso destinado a 
un estudiante de la UACM se podría fondear la 
educación superior de 29 estudiantes de la 
UNAM. Incluso, en modalidades abiertas y a 
distancia, podrían ser hasta 80 estudiantes que 
tendrían la oportunidad de ejercer sus derechos 
educativos. 

En cuanto a la eficacia del sistema educativo 
también nos encontramos con problemas serios, 
ya que solamente 31 de cada 100 egresados de la 
UACM logran titularse, lo que implica un costo al 
erario educativo por profesionista titulado de 7 
millones 420 mil pesos, cifra que, además de ser 
exorbitante, exhibe el derroche financiero en la 
citada institución de educación superior, lo cual 
lleva inmediatamente a sugerir una revisión a 
fondo del modelo educativo y del gasto, en aras 
de transparentar a fondo el ejercicio presupuestal 

y estar en condiciones de comprender las causales 
de la bajísima eficiencia terminal de profesionistas 
titulados, la escasa matriculación y el 
desproporcionado costo por estudiante que tiene 
la UACM, muy por encima incluso de las 
instituciones de educación superior con 
modalidad de sostenimiento privada más caras de 
nuestra nación. 

Sí, por supuesto que es un gran momento de 
transparentar la operación de la UACM y generar 
procesos de mejora continua para evitar que los 
pésimos indicadores de matriculación, eficiencia 
terminal y de costo por estudiante se perpetúen, 
para que realmente contribuya la UACM al 
desarrollo educativo nacional. Y, por extensión, 
que se realicen procedimientos análogos en las 
instituciones de educación superior en Michoacán 
de Ocampo, de cara a la conformación del 
Presupuesto de Egresos del Estado para el 
ejercicio fiscal 2025, en aras de igualar 
oportunidades entre los jóvenes que están en 
edad de realizar una carrera universitaria. 

Si bien, por contarse con derechos, programas 
socioeducativos y gratuidad, todas las niñas, niños 
y jóvenes deberían de ser estudiantes en 
Michoacán y, por ende, de cursar desde 
educación inicial hasta una carrera universitaria. 
Pero, más aún, ya hay quienes piensan que, 
mientras no se alcance una maestría o un 
doctorado, no se tienen las herramientas 
suficientes para ganarse el pan de cada día, ni 
para sostenerse competitivos en un entorno cada 
vez más complejo. La problemática es inmensa y 
compleja. Respecto a la situación socioeconómica 
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hay una gran cantidad de indicadores que señalan 
la crisis en la que nos encontramos, por lo que se 
requiere contar con condiciones extraordinarias 
para que los jóvenes aseguren su futuro. 

Paralelamente, también se requiere contar con 
factores en la política pública educativa para tener 
éxito emprendiendo una política integral contra el 
abandono escolar, la cual no está definida como 
tal hoy en Michoacán de Ocampo. 

Se requiere, por principio de cuentas, la 
definición de un Programa Sectorial de Educación 
para el estado de Michoacán 2024 -2027 en 
donde se enuncien con claridad los objetivos, 
metas, estrategias, acciones y montos de inversión 
para tales efectos, fijando con claridad los 
alcances que se tendrán para, al menos sí contar 
con metas para la segunda mitad de este sexenio 
educativo en la entidad federativa.  Deben de 
tomarse en cuenta factores como: 

Transparencia 

Rendición de cuentas 

Gobernanza y participación social 

Investigación 

Mejora continua en las políticas públicas 

Inversión 

Centralidad en las niñas, niños y jóvenes, con 
seguimiento personalizado. 

Y no podemos dejar pasar al respecto lo que se 
ha dicho por parte de las autoridades educativa 
estatales respecto a la disminución del abandono 

escolar, ¿es realidad o discurso? Al respecto, es 
importante mencionar que ya se señala que este 
ciclo escolar que acaba de terminar se redujo el 
abandono escolar hasta apenas un 4.4 por ciento. 
Lo inusual en este anuncio es que ya se cuente 
con el cien por ciento de la estadística educativa 
capturada a estas alturas del año. Así también, se 
requeriría contar con la base de datos para revisar 
la consistencia de los resultados obtenidos. Por 
supuesto, aunado a lo anterior sería de gran 
utilidad contar con un estudio de regresión, así 
como un análisis cualitativo para conocer los 
causales del abandono escolar. 

Desde hace muchos años se ha hablado de la 
importancia de reducir los indicadores más 
álgidos en materia educativa, para generar 
trayectorias completas, pero no se ha podido 
realizar un salto disruptivo al respecto. Desde la 
sociedad civil organizada estamos en plena 
disposición para darle seguimiento al tema y, 
además de comprobar por propios medios las 
evidencias que la autoridad educativa presente 
para sostener las cifras emitidas, también 
estaremos para contribuir en el seguimiento a las 
cifras e indicadores educativos, así como para 
visibilizar la trascendental importancia que tiene la 
educación para el desarrollo y evolución de 
nuestra sociedad. 

	

¡Vayamos juntos por trayectorias educativas 
completas para cada niña, niño y joven
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08.08.2024 

Pendientes institucionales con la educación 
	

 

Sin duda, existen una gran cantidad de asuntos 
pendientes que debe de solucionar la autoridad 
educativa en aras de que el sistema educativo 
michoacano funcione mucho mejor de cara al 
arranque del Ciclo Escolar 2024-2025, lo cual 
sucederá formalmente el próximo lunes 26 del 
presente mes. Hay una gran cantidad de áreas de 
oportunidad, de las cuales mencionaré algunas de 
las más estridentes que sucedieron todas en la 
última semana. Veamos: 

Primeramente, el lunes pasado se nos brindó 
respuesta a través de la Plataforma Nacional de 
Transparencia (PNT) que administra el Instituto 
Nacional de Acceso a la Información (INAI) 
respecto a la solicitud de información que 
realizamos desde el Capítulo Michoacán de 
Mexicanos Primero a la Secretaría de Educación 
Pública (SEP) y a la Comisión Nacional de Mejora 
Continua para la Educación (MEJOREDU) respecto 
a los resultados de la evaluación diagnóstica de 
educación primaria y secundaria, realizados para 
el arranque del ciclo escolar 2023-2024. 

No olvidemos que, MEJOREDU desarrolló ―en 
coordinación con la Secretaría de Educación 
Pública― las Evaluaciones Diagnósticas de los 
Aprendizajes de las Alumnas y los Alumnos de 

Educación Básica, que se aplicaron al inicio del 
ciclo escolar 2023-2024. Las mencionadas 
evaluaciones tuvieron como objetivo ofrecer 
herramientas a las y los docentes para conocer los 
puntos de partida de los aprendizajes de sus 
estudiantes en Lectura, Matemáticas, y Formación 
Cívica y Ética. De esta manera se buscó 
resignificar la evaluación como un proceso de 
acompañamiento y reflexión que forma parte del 
proceso de aprendizaje, así como apoyar 
acciones para su fortalecimiento. 

Los instrumentos para la evaluación diagnóstica de 
las comunidades escolares comprendieron de 2º a 
6º de primaria y de 1º a 3º de secundaria, en las 
tres áreas señaladas. También se desarrollaron 
reactivos abiertos y rúbricas a partir de 3º de 
primaria. Estos instrumentos fueron los mismos 
que fueron aplicados en el ciclo escolar 2022-
2023. Es importante mencionar que, de acuerdo 
con MEJOREDU, la evaluación diagnóstica tiene un 
enfoque formativo. 
Lamentablemente, nos enteramos mediante la base 
de datos de respuestas de que, Michoacán de 
Ocampo no cumplió con las condiciones 
necesarias para poder contar con un diagnóstico 
muestral válido y representativo estadísticamente 
hablando respecto al estado que guarda el 
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aprendizaje en nuestra entidad, al no alcanzarse el 
tamaño de muestra necesario para tales efectos. 
Por esta razón, nuestra entidad federativa perdió 
por enésima ocasión la oportunidad de conocer el 
nivel de aprendizaje de los estudiantes en nuestra 
entidad federativa. 

Sin evaluación diagnóstica permaneceremos en la 
opacidad respecto al aprendizaje, el principal 
factor que determina un antes y un después en los 
estudiantes y hace la diferencia a su vez entre los 
diferentes planteles educativos, mientras que 
posibilita la movilidad social y desarrollo integral 
de los estudiantes que obtienen este beneficio. 
Ante esta situación es un gran momento para que 
la autoridad educativa estatal, en el ejercicio de 
sus facultades desarrolle las acciones necesarias 
para que se geste una evaluación diagnóstica local 
para conocer por fin durante este sexenio el nivel 
de aprendizaje que han alcanzado los estudiantes 
michoacanos. 

Así también, la autoridad educativa federal, 
inaceptablemente ha declarado, mediante una 
respuesta a una solicitud de acceso a la 
información también realizada a través de la PNT 
que no sabe qué sucederá con la prueba PISA 
2025.  Resulta completamente inverosímil que la 
Secretaría de Educación Pública no cuente con 
información respecto al proceso de aplicación de 
la Prueba PISA 2025, toda vez que empata 
plenamente con sus facultades y atribuciones de 
ley. 

Es más, históricamente es esta dependencia la que 
debe coordinar las aplicaciones de la Prueba PISA 

en nuestro país, razón por la cual debe de dar un 
informe detallado del estado que guarda el 
proceso de aplicación. 

Es penoso que se responda tratando de confundir 
a la ciudadanía, toda vez que en este país el 
derecho a la información está elevado a rango 
constitucional, por lo que evadir las 
responsabilidades inherentes y además desviar la 
atención desde un sujeto obligado hacia una 
institución inexistente exhibe claramente la 
vocación informativa y de servicio que posee el 
redactor de la respuesta, desde la Unidad de 
Transparencia de la SEP. 

Evidentemente, este tipo de respuestas que lindan 
en la burla hacia los solicitantes conllevan el 
empleo inmediato de un recurso de revisión por 
parte del ciudadano que realizó la solicitud de 
acceso a la información. 

Desde la titularidad de las dependencias debe 
impedirse este tipo de actitudes en las respuestas 
a los ciudadanos solicitantes, porque socavan la 
reputación de las instituciones públicas y de los 
funcionarios. 

Más aún, respecto al caso específico de la 
aplicación de la prueba piloto rumbo a la 
realización de la Prueba PISA 2025, por ser un 
asunto de interés público, hagamos un llamado 
respetuoso a la autoridad para que esclarezca 
fehacientemente el estado que guarda el proceso 
en nuestra nación. Específicamente, si se realizó la 
prueba piloto o no y las razones por las cuales se 
aplicó o no, en caso de haberse llegado ya el 
plazo. 
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En caso de que se encuentre programada la 
elaboración de la prueba piloto para próximas 
fechas, que se detalle en cuáles planteles y bajo 
cuáles condiciones se aplicará. 

Así, esto también implica transparentar la logística 
rumbo a la aplicación de la Prueba PISA 2025. En 
caso de que se continúe en la opacidad al 
respecto se afectará a toda una generación de 
estudiantes, de quienes no sabremos si los 
aprendizajes que adquieren en las escuelas les 
permiten desarrollar competencias para resolver 
problemas de la vida cotidiana. 

Y, en Michoacán, ¿por qué no se puede pensar 
en la aplicación de una sobre muestra estatal para 
conocer también el nivel de competencias para la 
vida que poseen los estudiantes de 15 años de 
nuestra entidad federativa en el próximo ciclo 
escolar? Sin duda, sería dinero bien invertido que 
permitiría comparar a nivel internacional los 
resultados tanto en materia de resolución de 
problemas como de la invaluable información que 
contiene el cuestionario de contexto. 

Una situación adicional que deben de resolver las 
autoridades es la serie de reacomodos 
discrecionales de personal que se está haciendo 
en subsistemas de Educación Media-Superior 
como ha sido nuevamente el caso del Colegio de 
Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de 
Michoacán (CECyTEM), donde en virtud de los 
recientes relevos institucionales que se han hecho 
en su interior, se sabe que han estado 
relegándose en el proceso de recontrataciones a 
los trabajadores de la educación que tenían 

antigüedad de más de una década para abrirles 
paso a perfiles eminentemente políticos, así como 
para reacomodar personal que laboraba en otras 
dependencias, partidos políticos u organismos 
autónomos en lugar de coordinadores y directivos 
de planteles muy marginados. Lo anterior, sin 
mediar revisión de perfil, experiencia profesional, 
trayectoria académica ni resultados laborales.  Esto 
se aúna a la negra tradición histórica de contarse 
con personal que no devenga el salario que 
recibe, sin que haya evidencias de que 
actualmente existe un control integral de los 
recursos humanos de la institución. 

	

La problemática amenaza con escalarse, toda vez 
que los trabajadores cuentan con derechos 
laborales adquiridos, por lo cual se está a tiempo 
de rectificar la situación, de no pisotear los 
derechos de nadie, de no colocar improvisados 
en la educación estatal, así como de asegurarse 
de que sean los mejores profesionistas quienes 
ejerzan como trabajadores de la educación en 
este importante subsistema educativo.  No es 
gratuito que en el CECyTEM se hayan acumulado 
históricamente ya más de un millar de demandas 
laborales en contra de la parte patronal como 
consecuencia de abusos de poder en los cuales 
han incurrido integrantes del funcionariado de la 
mencionada dependencia. 

	

Lamentablemente, ya hay antecedentes de 
funcionarios que se han dedicado a monetizar y 
politizar al Colegio, ya que se le ha pedido cuota 
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al personal directivo para sostenerse en sus 
respectivos cargos, así como se les ha obligado a 
los trabajadores a realizar labores político-
electorales. 

Paralelamente, se han gestado negocios cupulares 
desde los uniformes escolares, las cafeterías y las 
máquinas despachadoras de golosinas, los cuales 
deberían de esclarecer con total transparencia los 
responsables respectivos. Ni qué decir del 
maridaje que, en ciertas administraciones se ha 
constituido entre autoridades y grupos gremiales, 
lo cual ha recorrido el espectro que abarca desde 
la firma de minutas hasta la entrega de recursos 
bajo porcentajes acordados, que han sumido en 
graves déficits financieros a este organismo 
público descentralizado, lo cual hemos observado 
en década y media de seguimiento ciudadano y 
que, lamentablemente, puede repetirse en caso de 
no generar mecanismos de reordenamiento 
administrativo, de control de asistencia del 
personal y de justicia laboral con pleno respeto a 
los trabajadores de la educación que sí brindan 
resultados. 

Es momento de que la superioridad llame al orden 
y les recuerde a los funcionarios que, justamente, 
en Educación Media-Superior se pierde la 
cobertura universal que prácticamente se tiene en 
educación secundaria, así como en donde existen 
tasas impresentables de abandono escolar, de 
eficiencia terminal y de absorción, por lo que las 
banalidades e ilegalidades afectan 
contundentemente los derechos educativos y las 
oportunidades de miles de jóvenes en la entidad. 

Aunado a lo anterior, hay muchos temas que 
requieren ser atendidos para que se inicie mejor 
el próximo ciclo escolar, como la situación de los 
resultados del proceso de ingreso al servicio 
profesional docente, realizado por la USICAMM, 
donde a nivel nacional hubo una gran cantidad de 
inconformidades respecto a los resultados, a la 
convocatoria, al número de plazas ofertadas, a las 
listas de prelación finales y a la serie de 
encargaturas que se entregan dejando pasar el 
plazo para girar los nombramientos respectivos a 
quienes se ganaron el ingreso al magisterio. 
También, continúa pendiente la resolución plena 
de la federalización de la nómina educativa, por 
ejemplo. 

Así también, desde lo comunitario, persisten las 
quejas en redes sociales respecto a los constantes 
intentos de condicionar los servicios educativos 
para los menores de edad en las escuelas públicas 
a cambio de pagar cuotas escolares o de incluso 
hacer faenas para reparar las escuelas, sin que las 
autoridades resuelvan de fondo la situación 
dotando del personal necesario, consumibles, 
material y mantenimiento a las edificaciones 
educativas. 

En suma, tenemos mucho por avanzar aún para 
mejorar el sistema educativo estatal. Está encima la 
cuenta regresiva para el arranque del Ciclo 
Escolar 2024-2025, esperemos que todos estos 
asuntos que están en vilo se resuelvan 
favorablemente por el bien de las niñas, niños, 
jóvenes, sus maestros y sus familias. 
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15.08.2024 

La oportunidad de un ciclo escolar completo 

 
	

Nunca desdeñemos el poder que reside en cada 
nuevo comienzo. 

El próximo lunes 26 arrancará el Ciclo Escolar 
2024-2025, inmerso en un ambiente transicional 
que puede significar tanto incertidumbre y 
desasosiego como esperanza cimentada en un 
mejor porvenir para las niñas, niños y jóvenes de 
Michoacán de Ocampo, entidad históricamente 
rezagada respecto al promedio nacional en 
múltiples indicadores que indican el cumplimiento 
de las responsabilidades gubernamentales en la 
defensa y materialización de los derechos 
educativos de las generaciones en formación, 
respecto a estar, aprender y participar en las 
escuelas, en un entorno libre de violencia y 
discriminación, con las mejores condiciones 
posibles para el aprendizaje y la convivencia en 
las comunidades educativas, donde se cumplen 
las garantías constitucionales de impartir 
educación con inclusión, universalidad, gratuidad, 
laicidad y excelencia. Es decir, el optimismo 
transformista y la decepción continuista coexisten 
entre el discurso oficial y la realidad de la 
educación estatal. 

Indignantemente, el ideal que dibujaron los 
diputados constituyentes para miles y miles de 
niños michoacanos del ayer y del presente 
simplemente ha sido letra muerta, ya que han 
padecido el truncamiento de sus derechos 
educativos por la falta de condiciones para 
ejercerlos: no hubo apoyos, programas 
socioeducativos, desayunos ni comidas escolares, 
transporte, materiales educativos, cobertura 
educativa, conectividad, infraestructura, 
equipamiento, docentes ni la tan discursada 
gratuidad. La nefasta herencia acumula más de un 
millón y medio de personas en situación de 
rezago educativo y casi un cuarto de millón de 
personas en condiciones de analfabetismo en 
Michoacán, entre muchos otros indicadores que 
colocan a menos de la quinta parte de las niñas y 
niños que ingresan a primero de primaria 
egresando de una carrera universitaria en tiempo 
y forma. 

En contraste con la situación prevaleciente, se ha 
emprendido una campaña de comunicación social 
respecto a que se buscará que el siguiente ciclo 
escolar sea completo. Excelente noticia, porque en 
caso de ser un compromiso pleno y de realmente 
perseguir que se lleve a cabo en toda la extensión 
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el objetivo vertido, habrá un punto de inflexión en 
el sistema educativo michoacano. 

Para comenzar, hay que proponer el concepto de 
“ciclo escolar completo”, del cual, de acuerdo 
con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y a la normatividad aplicable en la 
materia se podría definir como un periodo escolar 
en el cual, de principio a fin se hacen valer a 
plenitud los derechos educativos de las niñas, 
niños y jóvenes conforme a la ley. 

En ese nivel de cumplimiento, también se 
consuman a plenitud las responsabilidades 
patronales para con los trabajadores de la 
educación, conforme a derecho, a suficiencia 
presupuestal, con progresividad y siempre en aras 
de asegurar y acrecentar la vivencia de derechos 
de las generaciones en formación. 

Por supuesto, también se cumple el calendario 
escolar, respetándose lo programado en él, ya 
que este cronograma marca la pauta general para 
las labores escolares y administrativas; solamente 
se adecúa en casos extraordinarios, bajo 
situaciones y contextos comunitarios, sociales y 
medioambientales muy particulares. 

Así también, en un ciclo escolar completo, la 
violencia no tiene cabida en forma alguna en el 
sistema educativo. Hay formación, prevención y 
cultura de la paz, así como cero impunidades en 
el excepcional caso de que haya algún hecho 
aislado. Los planteles educativos están blindados 
por las autoridades en materia de prevención del 
delito y seguridad, tanto municipales, como 

estatales y federales y ya no hay actos delictivos en 
contra de los planteles escolares ni de los agentes 
educativos. A los maestros no se les pide cuota, 
las escuelas no quedan bajo fuego cruzado ni se 
proscribe la realización de congregaciones de 
personas en las comunidades escolares por parte 
del crimen organizado. 

Entonces, en un ciclo escolar completo, la 
posesión de la rectoría de la educación estatal se 
demuestra y parametriza en el ejercicio pleno de 
las atribuciones para salvaguardar y expandir los 
derechos humanos de las niñas, niños y jóvenes 
en Michoacán. Los funcionarios rinden cuentas de 
todos los actos de autoridad que realizan desde el 
ejercicio de sus atribuciones, publicando todas las 
evidencias para la trazabilidad plena de sus 
acciones, inspirados bajo el principio de 
transparencia proactiva. 

En un ciclo escolar completo, se espera que las 
escuelas estén completas. Así, los planteles son 
dignos, cuentan con los servicios básicos para 
hacer sentir confortables y generar las mejores 
condiciones para que el aprendizaje suceda, sin 
sufrir inclemencias, incomodidades, riesgos ni 
vulnerabilidades de índole alguna. 

	

En ese tenor, la regularidad de las actividades 
educativas no estarán sujetas a amenaza alguna. 
Por ello, las mesas de diálogo con las expresiones 
gremiales de los trabajadores de la educación en 
el estado de Michoacán serán eso: espacio de 
escucha activa y de acceso público, en donde se 
diriman las necesidades laborales centralizando 
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siempre los derechos de las niñas, niños y 
jóvenes; es decir, que cada tema y acuerdo que 
se tome invariablemente beneficie la excelencia 
de la educación que recibirán. 

Por ende, en el marco de alcanzar un ciclo escolar 
completo resultaría impensable considerar el 
arranque del Ciclo Escolar 2024-2025 como una 
moneda de cambio, tanto para el diálogo, como 
para la negociación y la cesión de recursos, 
procesos, plazas, contrataciones temporales, 
espacios laborales, planteles y regiones enteras a 
manera de rescate. Por supuesto, en contraparte, 
sería inaudito que las autoridades abusaran del 
ejercicio del poder despidiendo trabajadores de 
la educación para contratar operadores políticos 
como pago de favores en campaña, que 
desmantelaran los derechos laborales e incurrieran 
en simulaciones, así como se enfrascaran en actos 
de corrupción disponiendo de los recursos 
educativos estatales.  Recordemos que ya la etapa 
electoral ha concluido y, si bien, el mal disimulado 
empleo de los recursos del sector educativo llegó 
a tal nivel que se volvió del dominio público, es 
momento de retomar la institucionalidad y evitar 
que esos votos, que esa operación territorial le 
cueste a la ciudadanía y más aún, 
comprometiendo la regularidad educativa de 
nuestra entidad federativa. 

	

Así, en un ciclo escolar completo, también los 
materiales educativos están en cantidad, calidad, 
tiempo y forma en donde deben de estar: en las 
aulas de todas las escuelas de Michoacán, en las 

manos de las niñas, niños, jóvenes y sus maestros, 
desde el primer día del ciclo escolar.  
Previamente, la formación continua y actualización 
docentes fueron provistas a plenitud, por lo que 
las discusiones sobre la Nueva Escuela Mexicana 
habrán sido dirimidas y quedará un ágora 
permanente para la mejora continua al alcance de 
cualquier persona que quiera contribuir al 
respecto.  Entonces, los programas sintéticos 
estarán listos y completos también para arrancar el 
ciclo escolar, porque los trabajadores de la 
educación tuvieron el tiempo y la asesoría 
suficientes para realizarlos, en horario laboral y 
con cargo económico a la parte patronal. 

Como el ciclo escolar será completo, la autoridad 
educativa no dará ápice a cuestionamientos: por 
primera vez se contará con mecanismos trazables 
para consultar vía web o app, día tras día, grupo 
por grupo y escuela por escuela si hay clases o no 
y, en caso de que haya incidencias, las razones 
fundamentadas por las cuales se suspendieron 
labores. Es decir, se implementará el programa 
que denominamos “clasómetro” cuando lo 
propusimos, allá por 2009. Sin embargo, no 
bastará esta información, ya que en un ciclo 
escolar completo también la transparencia es 
completa, por lo que tendremos también, a 
disposición de la ciudadanía los resultados del 
famoso Formato 911, donde se reportan grupo por 
grupo las estadísticas educativas del ciclo escolar. 

No podemos pensar que estará el ciclo escolar 
completo, sin una amplia participación social en la 
educación michoacana; donde se retome el 
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funcionamiento de los organismos de gobernanza 
que posibilitan a la ciudadanía conocer, 
colaborar, opinar, proponer y cocrear las políticas 
públicas en materia educativa. Más aún, ahora que 
la Nueva Escuela Mexicana impulsa a las 
comunidades al centro de la educación, la 
autoridad tiene la oportunidad de convocar a un 
movimiento masivo por la educación estatal, en 
donde se participe de lleno y además, exista 
colaboración ciudadana. Hay mucho por hacer, 
aprovechar y articular. 

Respecto a la colaboración ciudadana en un ciclo 
escolar completo, comparto una anécdota 
personal: recuerdo bien, con mucho cariño y 
agradecimiento a la Maestra Elisa Barragán, quien, 
ante la imposibilidad de la maestra titular de 
cuarto grado de primaria de atender a fondo a su 
grupo asignado, ella -maestra recién jubilada-, se 
ofreció para regularizarnos en una reunión de 
padres de familia. Todos aceptaron. La maestra 
titular prestó la cochera de su casa para instalar 
una micro escuela en 1986, un tercio de siglo 
antes de la pandemia. 

La Maestra Elisa era abuela de una compañera de 
clases y también, de uno de mis mejores amigos. 
Ello me hizo subestimar la exigencia que 
impondría a las clases vespertinas. Si bien, no 
eran más de tres horas de clases, el 
aprovechamiento del tiempo era tal que 
repasamos contenidos de los ciclos escolares 
previos y prácticamente cubrimos todo el 
programa de primaria en unos pocos meses. 

No le bastó con nivelarnos a todos, sino que 
también nos brindó conocimientos que ya en esa 
época escaseaban en la primaria; aprendí raíz 
cuadrada, raíz cúbica y hasta principios de 
álgebra. Recuerdo que nos organizaba para 
competir contrarreloj en la resolución de 
operaciones aritméticas, así como en el número 
de palabras de lectura en voz alta. Al concluir, la 
gran mayoría del grupo sobrepasábamos las 200 
palabras por minuto.  En suma, junto con mis 
compañeros, en una micro escuela aprendí a 
pasos agigantados lo que años después me 
llevaría a participar en lo que ahora se conoce 
como “Olimpiada del Conocimiento” en 1989, 
año de recortes presupuestales y donde la 
austeridad alcanzó a este noble programa que a la 
fecha se sostiene, a pesar de los vientos anti 
evaluativos que soplan en nuestra nación. 

- ¿Cuántos seguiríamos los pasos de la Maestra 
Elisa hoy en día? - Considero que muchos, pero 
no hay políticas públicas que posibiliten 
sistematizar este tipo de esfuerzos. ¿Cuánta 
colaboración, participación y aportación 
ciudadana es capaz la autoridad educativa de 
convocar? Sí, es indudable que los buenos somos 
más, pero si no existen rutas viables para que la 
ciudadanía participe la respuesta negativa está 
asegurada. 

En el marco de las atribuciones legales que posee 
la administración pública estatal está anidada la 
posibilidad de que se conformen organismos 
estatales que tengan la posibilidad de llamar a la 
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participación social en la educación dirigida a 
resolver las circunstancias que nos aquejan. 

En suma, se debe de aprovechar la oportunidad 
de contar con un ciclo escolar completo. Debe 
haber optimismo racional, soportado en 
evidencias, en actos administrativos que permitan 
construir mayor confianza en que las instituciones 
educativas funcionarán mejor en esta ocasión que 
en ciclos escolares pretéritos. Es momento de 
pensar cómo se quiere que sea recordado este 
periodo educativo en la historia de nuestra entidad 
federativa. Al arribar la segunda mitad de todos 
los ciclos escolares que habrá de conducir la 
presente administración educativa estatal, debe de 

considerarse cómo desarrollar el presente y cómo 
dejar su impronta. 

Sí, las niñas, niños y jóvenes en Michoacán de 
Ocampo merecen un ciclo escolar completo, en 
las más amplias acepciones y categorizaciones del 
concepto y a las cuales tienen derecho. Aún hay 
tiempo de redoblar esfuerzos y corregir esas 
aristas que requieren pronto desbaste para ofrecer 
las mejores condiciones. Que esta transición sea 
el nido de una auténtica transformación donde 
haya un salto cuántico en materia educativa para 
las niñas, niños, jóvenes, trabajadores de la 
educación y sus respectivas familias. 
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22.08.2024 

Las razones de la CNTE 
 

 

El amague contra un ciclo escolar completo. 

Las autoridades educativas estatales han 
emprendido una campaña de difusión en pro de 
alcanzar un ciclo escolar 2024-2025 completo. Se 
trata de un llamado natural y positivo que debería 
de sumar a la unanimidad de los agentes 
educativos y a la opinión pública. Difícilmente 
podría concebirse atentar contra la regularidad de 
los servicios educativos que brinda el gobierno 
estatal a un millón 267 mil estudiantes. Sin 
embargo, hay quienes fijan una postura 
oposicionista desafiante ante tan noble objetivo en 
aras de obtener beneficios particulares, sin 
importarles las consecuencias que tal 
posicionamiento genera aún antes de cumplirse la 
amenaza. 

Sabemos que, alcanzar un ciclo escolar completo 
no es fácil, porque se debe de contar con todo lo 
indispensable para que se cuenten con 
condiciones dignas para que, los servicios 
educativos se brinden integralmente desde el 
arranque: en todas las aulas, escuelas, 
comunidades y municipios de Michoacán. Es 
decir; un ciclo escolar completo inicia contando 
con infraestructura, equipamiento, conectividad, 
maestros, plantilla de personal, estudiantes, 

materiales educativos, libros de texto gratuitos y 
programas de apoyo socioeducativo completos 
para todos, principalmente. 

Conociendo lo anterior, debe ponderarse el 
inmenso esfuerzo logístico y en materia de 
planeación que implica lograr disponer lo 
necesario y suficiente en más de 13 mil centros 
escolares distribuidos en 113 municipios. Pero 
también, para quienes deseen bloquear el ciclo 
escolar completo, si se tiene en cuenta todo lo 
anterior, resulta sencillo disponer mecanismos 
para impedir que se alcance el objetivo 
institucional planteado. 

Si bien, de inicio suena inaceptable y perverso 
emplear la educación de las niñas, niños y jóvenes 
en la entidad, algunos grupos de la Sección XVIII 
de CNTE ya han amenazado con suspender 
labores educativas desde el próximo lunes 26. 
Pasar por encima del repudio, ilegalidad y las 
posibles sanciones que recibirían quienes 
perpetren tales actos, implica poseer razones e 
intereses muy fuertes como para llegar al extremo 
de bloquear el inicio del ciclo escolar, por lo cual 
no dudemos que así lo intenten. Veamos algunas 
de ellas. 
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Político-electorales. Una vez transcurrida la 
elección del pasado 2 de junio, en este proceso 
de transición seguramente buscarán los líderes 
gremiales que participaron a favor de alguna 
fuerza política cobrar los favores realizados a 
través de la recepción de cargos públicos, plazas 
y gestoría de recursos. Obtenerlas no es una 
acción automática, ya que implica realizar 
acciones para refrescarles la memoria a los 
ganadores de las elecciones, en aras de que 
cumplan con los compromisos entablados, lo cual 
puede afectar severamente la regularidad del 
sistema educativo estatal, por implicar la 
movilización de personal, el abandono de las 
labores educativas y la realización de exhibiciones 
de capacidad de movilización. 

Normativas. En este momento histórico en el cual 
se ha anunciado la desaparición de USICAMM se 
vislumbra que adueñarse de su extinción y la 
inminente creación de algún nuevo organismo 
representa un inmenso botín, por lo cual, las 
autoridades federales deben de cuidar 
sobremanera el proceso de transición de la 
USICAMM hacia un nuevo organismo, porque en 
ese camino pueden suscitarse presiones en pro de 
hacerse del control del ingreso, permanencia y 
promoción de los docentes en México, por parte 
de los grupos de interés. Es un hecho que en 
Michoacán se gestarán y también se operarán 
varias maniobras en pro de decantar las 
decisiones gubernamentales en la materia, tanto 
en lo que respecta a la construcción del nuevo 
marco normativo como en el proceso de 
construcción de las políticas públicas respectivas, 

lo que incluye la asignación presupuestal y de 
personal para tases efectos.  No descartemos que 
en la Ciudad de México se reciban visitas de 
cortesía por parte de personajes, grupos y 
representaciones enteras provenientes de nuestra 
entidad federativa en los próximos meses. Así 
también, en caso de que se retome 
milagrosamente el tema de la construcción de la 
ruta institucional y normativa para la federalización 
de la nómina educativa, también se generarán 
nichos de oportunidad para que los actores 
movilizados busquen incidir en el diseño y 
ejecución de tal política pública, así como en su 
respectiva presupuestación. 

	

Tráfico de influencias, corrupción y delincuencia.  
El abuso del poder en beneficio propio no ha 
terminado de abandonar el sistema educativo 
estatal, razón por la cual las redes de tráfico de 
espacios y plazas educativas, de esquemas 
fraudulentos de ofrecimiento de estos recursos a 
la población en general, así como redes de 
extorsión, cobro de cuotas y control delincuencial 
de actividades educativas no se ha ido del todo. 
Las presiones que ejercen para colocar a personas 
que ellos recomiendan en espacios educativos 
determinados son cotidianas, así como sus afanes 
por ampliar el número de plazas creadas, así 
como por contratar temporalmente a personal que 
ellos mismos proponen, para remediar la ausencia 
de maestros en las aulas, fenómeno también 
provocado por el ausentismo de los comisionados 
de cada una de las expresiones de la CNTE. 
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Paralelamente, también podría ser el caso de que 
a través de ciertos personeros gremiales existiese 
vinculación con redes de corrupción y 
delincuenciales, quienes, a su vez, maridados con 
autoridades educativas o personal administrativo 
en oficinas centrales estarían operando aún 
actividades delictivas. Ya existe casuística al 
respecto, donde incluso se ha derramado sangre 
en plenas oficinas de la SEE o afuera de ella, por 
lo que no se descarta continúen presentes 
intereses de esta índole al interior de la educación 
estatla. Amenazar sus poderosos intereses podría 
implicar, a su vez, la generación de reacciones 
que atentasen contra la regularidad educativa 
estatal. 

	

Organizacionales. Sabemos que las circunstancias 
al interior de varios de estos grupos que emplean 
las siglas de la CNTE en Michoacán de Ocampo 
no son del todo favorables. 

Primeramente, el pago puntual a la inmensa 
mayoría de los trabajadores de la educación en la 
entidad ha desactivado el principal resorte que 
tenían para convocar a las movilizaciones masivas, 
paros indefinidos y marchas multitudinarias que 
tanto poder de personería les brindó en años 
pasados. 

Por otra parte, si bien se sabe que varios de estos 
grupos tienen ya representantes en la estructura 
gubernamental. Por ende, los grupos han tendido 
a debilitarse, a fraccionarse y a sufrir de inanición. 
Entonces, la realización de acciones de presión 
contra las autoridades y arrebatarles recursos se 

convierte en un asunto de supervivencia 
organizacional. 

Gubernamentales. En el marco de la transición 
gubernamental que se vive en la nación, 
seguramente buscarán colocarse de mejor manera 
en puestos clave los dueños de las franquicias 
centistas, a quienes la participación en 
movimientos político-electorales les ha favorecido 
con la recepción de cuotas que van desde plazas 
y espacios en el sector educativo hasta 
nombramientos en la estructura gubernamental e 
incluso, cargos de representación popular en el 
poder ejecutivo y en el legislativo, tanto estatal 
como federal, ya sean de mayoría o de 
representación proporcional. 

Escolares: También se sabe que, en muchos 
planteles se busca sostener y perpetuar el control 
de la monetización de cada proceso al interior de 
ellos, así como tener el control de la cooperativa, 
de las cuotas mal llamadas voluntarias y de los 
apoyos de programas como La Escuela es Nuestra 
son cuestiones que subyacen en los pliegos 
petitorios y mesas de negociación, demandas que 
deben ser satisfechas a plenitud con permisividad 
y laxitud ante tales actitudes. 

Personales: los voceros y los apoderados que se 
sientan en las mesas de negociación a nombre de 
los trabajadores de la educación aglutinados bajo 
algún color de la CNTE suelen realizar doble 
negociación: la del pliego petitorio que conocen 
sus representados y una agenda personal en 
donde piden favores especialísimos para 
privilegiar a familiares, clientes y socios.  Por ello, 
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suele haber negociaciones que se rompen 
súbitamente y actitudes de los voceros de las 
expresiones gremiales totalmente cambiantes. Y 
también, cuando no se les brinda la oportunidad 
de negociar su propia agenda suele ser un causal 
para la escisión y creación de otra expresión 
centista más. 

¿Y los derechos de las niñas, niños y jóvenes por 
qué no aparecen en el discurso centista?  Juzgue 
usted si están los derechos educativos de sus hijos 
al centro. 

De esta manera, se muestra que existen 
motivaciones de diversa índole, con legitimidad, 
validez moral, magnitud, trascendencia, 
rentabilidad e impactos heterogéneos para que la 
CNTE se movilice en pos de alcanzar sus 
objetivos, sin que pese la legitimidad ni la 
honestidad de los medios para alcanzarlos, por lo 
cual no vacilan en amagar con boicotear el 
arranque del ciclo escolar, a pesar de la inminente 
afectación que ello constituiría para los derechos 
educativos de más de un millón de estudiantes en 
la entidad federativa. 

En suma, hay muchas poderosas razones por las 
cuales puede haber protestas, movilizaciones y 
chantajes; por lo cual es altamente probable que 
haya interrupciones en el arranque del ciclo 
escolar el próximo lunes, pero estas distarán de 
ser totales. 

Estemos atentos, reportemos los planteles que 
incurran en irregularidades y exijamos que el ciclo 
escolar sea completo, en toda la extensión de la 

palabra. El arranque del ciclo escolar solamente 
estará completo contando con toda la plantilla de 
personal, sin importar afiliaciones gremialistas de 
cada uno de los trabajadores de la educación. 

La autoridad no debe ceder la rectoría del sistema 
educativo a los grupos de interés. En contraste, las 
causas que sí sean legítimas y que respondan a 
derechos laborales o a situaciones 
socioeducativas, sí que deben atenderse a la 
brevedad para poder arrancar debidamente. 

Mientras tanto, la autoridad establecida debe de 
trabajar redobladamente para garantizar la 
gobernabilidad en el sector educativo, 
dimensionada por su efectividad, por la 
legitimidad alcanzada entre los actores y la 
estabilidad, carencia de efervescencia, estando 
avocados a conseguir las metas institucionales, a 
cumplir con el llamado constitucional y vocacional 
para con las generaciones en formación.  A su 
vez, gobernabilidad, efectividad gubernamental, 
legitimidad, estabilidad política y razón de estado 
son parámetros de la posesión de la rectoría del 
sistema educativo estatal, por lo cual estamos a 
tiempo de presenciar la generación de 
condiciones, del lanzamiento de políticas públicas 
que arropen el arranque del ciclo escolar. 

Es tiempo de materializar el discurso, de 
demostrar la posesión de la rectoría educativa y la 
construcción de un piso de gobernabilidad firme y 
duradero. Michoacán y sus generaciones jóvenes 
merecen un ciclo escolar completo a cabalidad, 
por encima de intereses particulares. 
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29.08.2024 

Quince años de Mexicanos Primero 
Michoacán 

	

 

Mexicanos Primero Michoacán es una iniciativa 
ciudadana comprometida con transformar la 
educación en Michoacán, a través de la 
investigación sólida, difusión y participación, 
desde la cual defendemos el derecho a una 
educación de excelencia para todos los niños, 
niñas y jóvenes en pro de un futuro más equitativo 
y próspero. Nuestra organización de la sociedad 
civil cumplió ya una década y media de su 
lanzamiento, periodo en el que hemos observado, 
acompañado, investigado, denunciado y 
visibilizado la situación educativa estatal, siempre 
proponiendo soluciones en pro de los derechos 
de las niñas, niños y jóvenes en la entidad. 

Las condiciones en aquel entonces eran 
complejas, pero se han dado pasos importantes en 
estos tres lustros para salir de la situación en la 
que nos encontramos.  Para tales efectos, la 
organización ha trabado para incidir en aspectos 
como los quince siguientes. 

La defensa de los derechos de la niñez y la 
juventud en la entidad a estar, aprender y 
participar en las escuelas, como máxima prioridad 
y misión de nuestra organización, nacida en 

agosto de 2009 y que ha laborado 
interrumpidamente para alcanzar tan alto objetivo. 

Al constituir en los hechos un observatorio 
educativo ciudadano en materia de indicadores y 
sucesos educativos en la entidad federativa, ha 
dado seguimiento a las cifras y evidencias 
públicas respecto al estado que guarda la 
educación en Michoacán, colocando en el debate 
público los indicadores respectivos, en aras de 
mejorar la situación del sistema educativo estatal. 

Seguimiento histórico al sistema educativo estatal, 
construyendo colectivamente una memoria 
histórica de la política educativa en Michoacán de 
Ocampo, de su sistema de actores, intereses, 
filiaciones político-electorales y posicionamientos 
ante la coyuntura. 

Diálogo e interlocución con la autoridad, 
entablando una conversación pública respecto a la 
política educativa estatal en sentido constructivo y 
propositivo. 

Activación ciudadana por la educación, 
generando redes de ciudadanos que se suman a 
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la conversación sobre el ámbito educativo en la 
entidad federativa. 

Contrapeso a los abusos, discriminación e 
irregularidades que se suscitan en contra de los 
estudiantes, los trabajadores de la educación y sus 
familias, al visibilizar desde los espacios 
periodísticos y ante las instancias correspondientes 
los atropellos a los derechos humanos, educativos 
y laborales de los agentes educativos. 

Impulso a la gobernanza y participación social en 
la educación, promoviendo y participando en los 
consejos, comités y mecanismos de participación 
ciudadana a los cuales se convoque por las 
autoridades educativas, a la vez que tejiendo 
redes entre organizaciones e instituciones, 
colaborando proactivamente en las iniciativas de la 
sociedad civil organizada en la entidad federativa 
y a nivel nacional, en aras de fortalecer el 
entramado de gobernanza que arrope al sistema 
educativo michoacano. 

Ser un organismo que genera propuestas para la 
mejora continua de las políticas públicas en 
materia educativa.  Por citar solamente algunos 
ejemplos, en este mismo espacio periodístico se 
ha hablado en años previos acerca de la 
importancia de realizar un rescate integral a las 
finanzas educativas, que incluya el pago por 
tarjeta bancaria de la nómina magisterial, realizar 
el proceso de federalización de la nómina 
educativa, la creación de un organismo público 
descentralizado que vele por la educación media 
superior y superior, lo cual en su momento fueron 
recomendaciones emitidas por nuestra 

organización y ahora forman parte de la agenda 
pública o se han vuelto realidad. 

Impulso al estado de derecho, a la transparencia y 
a la rendición de cuentas, realizando constantes 
solicitudes de acceso a la información, llamando a 
la aplicación irrestricta de la normatividad 
aplicable en la materia. 

Que la educación esté presente en la agenda 
pública, basados en la evidencia de los estudios 
de percepción que hemos realizado, los cuales 
señalan que, en lo general, los ciudadanos 
michoacanos son conscientes de las 
irregularidades, insuficiencias y asimetrías que 
suceden en el sistema educativo estatal, pero que, 
a pesar de ello, están mayormente satisfechos y 
optimistas con el servicio que brindan las escuelas 
estatales, razón por la cual se redobla la 
importancia de informar sobre la realidad que 
acontece en la materia, por encima de los 
discursos y posicionamientos del gobierno y de 
los grupos de interés. 

Espacio de denuncia y combate a la corrupción, 
teniendo apertura permanente a las denuncias y 
quejas que realizan ciudadanos, padres de 
familia, estudiantes, trabajadores de la educación, 
personal directivo, funcionarios y exfuncionarios 
respecto a irregularidades y actos presuntamente 
constitutivos de delito, los cuales visibilizamos por 
nuestros canales comunicativos, reservando 
nuestras fuentes y apelando al secreto 
periodístico. 

Brazo operativo de MP en Michoacán de Ocampo, 
al dar a conocer de manera específica los 
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hallazgos para nuestra entidad federativa 
derivados de los estudios e investigaciones que 
realiza nuestra unidad central, así como la red de 
capítulos estatales, a la par que se difunden los 
posicionamientos y comunicados de nuestra 
organización. 

Propuesta de iniciativas de ley e impulso a la 
mejora regulatoria en el sector, en aras de 
garantizar mejor los derechos educativos de las 
niñas, niños y jóvenes en la entidad, así como en 
prevenir la corrupción en materia de tráfico de 
plazas y espacios en el servicio profesional 
docente de Michoacán de Ocampo. 

Reconocimiento como referencia y voz autorizada 
en materia educativa en la entidad. 

Reconocimiento y revalorización a las y los 
docentes. En 2010 y 2011 realizamos la 
convocatoria al Premio ABC, en cuyas dos 
ediciones premió a cinco maestros y directores 
destacados por los resultados de alto impacto en 
la formación de las niñas, niños y jóvenes de sus 
respectivos grupos de adscripción. Se ha 
asesorado y acompañado a centenares de 
maestros en denuncias individuales y colectivas, 
así como gestionado exista defensoría jurídica 
gratuita para los trabajadores de la educación 
quienes, en el ingreso al servicio profesional 
docente, su permanencia, cambios de adscripción 
o jubilaciones han visto atropellados sus derechos. 

No obstante lo anterior, el sistema educativo 
estatal sigue presentando retos para alcanzar su 
misión de garantizar los derechos educativos de 

las niñas, niños y jóvenes en la entidad. Algunos 
de los más significativos incluyen: 

Infraestructura física educativa insuficiente y 
deficiente, ya que, muchas escuelas en Michoacán 
aún carecen de la infraestructura adecuada, lo que 
dificulta la creación de un ambiente de 
aprendizaje óptimo e incluso pone en situación de 
peligro a los agentes educativos y sus familias. 

La desigualdad educativa, ya que existe una 
brecha significativa entre las zonas urbanas y 
rurales en términos de acceso y calidad educativa, 
lo cual se refleja en indicadores socioeducativos 
principalmente. 

La violencia y la inseguridad, que asolan a algunas 
regiones de la entidad federativa; males sociales 
que afectan tanto a estudiantes como a maestros y 
sus respectivas familias, creando un entorno poco 
propicio para el aprendizaje y generan riesgos 
para todos. 

El abandono escolar, ya que, a pesar de los 
esfuerzos institucionales y ciudadanos, el 
abandono escolar sigue siendo un problema 
arraigado, especialmente en niveles de educación 
media básica, educación media superior y 
educación superior, de acuerdo con los 
indicadores existentes. 

La formación inicial y continua de los docentes, 
pertinente y efectiva para los maestros es crucial, 
pero a menudo enfrenta limitaciones de recursos y 
logística, lo cual parte desde el presupuesto y 
llega hasta la simulación de cursos y talleres de 
actualización. 
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La limitación de los recursos financieros, porque 
la falta de financiamiento adecuado para 
implementar programas y mejorar la 
infraestructura es un obstáculo constante, porque 
más del 95 por ciento del gasto educativo estatal 
se destina al pago de nómina, quedando muy 
poco dinero para el mantenimiento, el 
equipamiento, la conectividad, programas 
socioeducativos y la construcción de 
infraestructura física educativa. 

La adaptación tecnológica, ya que integrar 
tecnologías de la información y comunicación en 
todas las escuelas de la entidad federativa sigue 
siendo un reto, especialmente en áreas rurales y 
cinturones de pobreza en las zonas urbanas. 

La inclusión y diversidad, porque asegurar que 
todos los estudiantes, incluyendo aquellos con 
necesidades especiales, reciban una educación de 
calidad es un desafío continuo que a la fecha se 
encuentra irresuelto. 

La participación social en la educación, porque 
fomentar la participación de padres de familia, 
académicos, investigadores y personas de las 
comunidades en el proceso educativo requiere 
esfuerzos sostenidos y estrategias efectivas, 
además de un marco normativo, lo cual es un reto 
a la fecha. 

El diseño de políticas educativas y su debida 
implementación efectiva, lo cual a menudo se ve 
afectado por cambios políticos y administrativos, 
así como por intereses de grupo de interés. 

En síntesis, si bien ha habido esfuerzo desde la 
sociedad civil organizada en pro de la mejora 

continua del sistema educativo estatal, grandes 
retos persisten, porque mientras haya rezago 
educativo, barreras para el aprendizaje y la 
participación e incumplimiento de sus 
responsabilidades educativas por parte del 
gobierno, habrá transgresión de los derechos 
humanos de las niñas, niños y jóvenes a estar, 
aprender, participar y convivir en las escuelas de 
la entidad federativa, por lo cual estaremos 
trabajando bajo un compromiso renovado. 

Particularmente, en el marco de nuestro 
decimoquinto aniversario, presentamos el portal 
electrónico oficial de nuestra organización, sito en 
, en donde se puede conocer la información 
básica y entablar contacto, hacer denuncias 
ciudadanas y conocer el trabajo y opinión que 
vierte semana a semana en pro del activismo 
educativo en la entidad federativa. 

Finalmente, abordar los desafíos requieren un 
enfoque integral y colaborativo para ser 
superados, por lo que, al respecto, Mexicanos 
Primero Michoacán continuará trabajando 
arduamente para comprender la realidad, abordar 
y visibilizar la problemática, en aras de realizar 
propuestas, opiniones, recomendaciones y 
proyectos de política pública que permitan incidir 
contributivamente en mejorar la educación en el 
estado de Michoacán. Amable lector, te invitamos 
a sumarte en esta cruzada ciudadana para 
construir colectivamente un mejor sistema 
educativo que garantice el futuro de las 
generaciones en formación. 
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06.09.2024 

Balance del inicio del ciclo escolar 
2024-2025 

 

 

Hace un par de semanas arrancó el Ciclo Escolar 
2024-2025 en Michoacán de Ocampo, con 
esperanza y altas expectativas por parte de 
estudiantes, maestros, padres de familia, 
autoridades educativas y sociedad en general. 

Como era de esperarse, tanto por la inmensa 
herencia histórica de ingobernabilidad y 
movilizaciones, como por los intereses cruzados 
aún presentes al interior del sistema educativo 
estatal, hubo claroscuros en este inicio de 
actividades. 

Si bien, el eslogan del Gobierno del Estado de 
Michoacán consistente en decir “vamos por el 
tercer ciclo escolar completo” parece al menos, 
muy optimista; en cambio, el mencionar el 
concepto de “ciclo escolar completo” sí que me 
parece muy afortunado y preciso. 

Porque completo significa que incluye a todas, 
todos y todo: personas, condiciones, recursos, 
procesos y políticas públicas, es decir,  todas las 
niñas, niños y jóvenes en edad de estudiar 
matriculados en las escuelas ejerciendo sus 
derechos a estar, aprender, convivir y participar 

en las escuelas, con las mejores condiciones 
posibles, con los servicios básicos, infraestructura, 
conectividad, consumibles y, sobre todo, una 
plantilla completa de trabajadores de la educación 
a disposición suya para liderar los procesos que 
les permitirán desarrollar aprendizajes, 
experiencias y competencias significativas que les 
abrirán las puertas de la vida, alcanzar sus 
aspiraciones, culminar trayectorias completas a 
través del sistema educativo estatal hasta alcanzar 
la mejor versión de sí mismos. 

Haber hecho un acto de inicio de la distribución 
de libros de texto gratuitos en una plaza pública 
también abona, porque envía un mensaje de 
poder dar la cara en espacios abiertos ante 
cualquier ciudadano, lo cual sucede rara vez en 
cuanto a procesos inherentes al sistema educativo 
estatal. 

También fue favorable que hayan acudido 
funcionarios de la administración pública estatal a 
los actos inaugurales en diversos municipios, lo 
cual es un acto formativo para ellos. Ojalá lo 
hicieran cada semana obligatoriamente, salvo que 
demuestren fehacientemente que tienen 



	
29	

actividades más importantes que honrar a los 
símbolos patrios y rememorar lo que significa 
pisar una escuela pública. 

Aunado a lo anterior, por tercer ciclo escolar 
consecutivo, el gobierno no dio pretexto a paros 
con impagos como en años anteriores, donde no 
se podía siquiera anunciar el arranque del ciclo 
escolar. 

En contraste, hubo incidencias que atentan contra 
el ciclo escolar completo. Primeramente, por 
evidencias existentes en redes sociales y en 
portales noticiosos, no arrancó el 99.99 por ciento 
de las escuelas como lo mencionó en rueda de 
prensa el titular del ejecutivo estatal. Ese 
porcentaje señalado significaría que a lo sumo una 
sola escuela de las más de 12 mil hubiera cerrado 
en la geografía estatal. Fueron muchas más las 
que no arrancaron al unísono. 

Veamos algunos casos, de los cuales, destaca la 
suspensión de clases por enfrentamientos entre la 
delincuencia organizada, grupos que, en 
municipios donde dominan plenamente han 
llegado a tal nivel de códigos entre sí donde 
prevalece la premisa de que “si no hay cuerpo, no 
hay delito”, por lo que, simplemente se conoce en 
la capital estatal que hay balaceras y es bueno no 
acercarse por allá. A escala local, rápidamente 
circulan avisos mencionando que no deben de 
enviar a sus hijos a ejercer sus derechos 
educativos. Fue el caso del pasado jueves 29 en 
Tepalcatepec, donde prácticamente se paralizó el 
municipio por diferencias entre bandas 

delincuenciales que no pudo evitar el gobierno se 
dirimieran de forma violenta, trastocando 
gravemente la paz cotidiana de la región. 

Por otra parte, también hubo un aviso de 
suspensión de clases de la CNTE azul, grupo 
creado durante el sexenio anterior como una 
escisión de la disidencia magisterial. En sus 
comunicados mencionan haber alcanzado hasta 2 
mil 500 escuelas a manera de logro, como una 
manifestación de músculo político, de poder de 
boicot.  Así también, bloquearon presidencias 
municipales. 

El tema no es si efectivamente tienen el poder de 
alcanzar las 2 mil 500 escuelas, lo cual de 
acuerdo con las marchas y movilizaciones que ha 
convocado este mismo grupo luce muy difícil de 
lograr. El verdadero asunto es que, cada una de 
las personas que se encuentran en las ruedas de 
prensa, así como las marchas, movilizaciones y 
acciones de presión que emprende la CNTE, en 
caso de ser trabajadores de la educación que 
estén en la nómina magisterial michoacana, 
deberían de ser sujetos a investigación inmediata, 
toda vez que la Secretaría de Educación en el 
Estado reporta cifras pírricas de comisionados 
sindicales en el cumplimiento de la ley del FONE, 
trimestre a trimestre. Entonces, al no poder estar 
en dos lugares al mismo tiempo, están 
abandonando sus responsabilidades educativas, lo 
cual les debería de ameritar una sanción 
inmediata.  Por cierto, muchos de los nombres de 
los principales líderes de las fracciones gremiales 
y sindicales simplemente no aparecen 
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mencionados en tales archivos que son de acceso 
público. Es decir, de alguna manera se les 
protege. Esta irregularidad debe terminar. 

También, hubo un paro de clases en Tancítaro, el 
corazón del país del aguacate, donde se ha 
exigido la intervención de las autoridades 
estatales, sin que se haya resuelto a cabalidad el 
caso. 

Y, por mucho, es importante mencionar a una 
comunidad educativa moreliana en la cual la 
rectoría educativa se encuentra prácticamente 
ausente, exhibiendo padecimientos de diversa 
índole, que estallaron el ciclo escolar pasado, 
pero cuya problemática data de seis años atrás, 
tales como falta de cuatro maestros desde el inicio 
del ciclo escolar, acoso y violencia escolar, 
desinformación hacia los padres de familia, 
acusaciones directas hacia la encargada de la 
dirección por corrupción; disminución 
considerable en la matrícula del turno matutino ya 
que actualmente hay alrededor de 80 niños 
inscritos cuando solían atender más de 300 
estudiantes, la falta de maestros, un administrativo 
estuvo dando clases al grupo de 5° “B”, falta de 
seguridad al interior del plantel, abuso del 
supervisor y amenazas de la directora a los niños ( 
diciéndoles que los iba a meter a la cárcel que les 
iba a traer la patrulla,  si alguno de ellos se atrevía 
a contar algo a sus papás sería expulsado del 
plantel), venganza de algunos profesores contra 
los estudiantes, asentándoles malas calificaciones y 
acusaciones inválidas a los niños que se atrevieron 
a hablar de la problemática, presuntos desvíos 

recursos económicos por parte de la encargada 
de la dirección,  acoso por parte de los docentes 
hacia  estudiantes que enfrentan barreras al 
aprendizaje y la participación escolar, así como 
intereses cruzados por parte del personal directivo 
y la supervisión escolar, abuso sexual de niños de 
primer grado, discriminación al no entregarle los 
libros de texto gratuitos a un menor que la 
directora y maestra a cargo consideraron tenía un 
retraso y le pidieron una tomografía a su mamá 
del menor, y no así le entregaron los libros 
porque para ellos ya estaba reprobado; así como 
acoso sexual entre los mismo alumnos en los 
baños, debidamente denunciado ante la Fiscalía 
del Estado, la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, la Secretaría de Educación en el Estado 
y Secretaría de Gobierno, sin que a la fecha se 
haya tomado decisión alguna; además, los niños 
no son escuchados, se realizan constantes 
suspensiones de labores, así como la encargada 
de dirección no entregó cuentas de programas 
como La Escuela Es Nuestra y la cooperativa 
escolar, entre otras cuestiones irregulares. 

Los padres de familia señalan que, es urgente la 
rotación de perfiles al frente de la supervisión y la 
dirección escolares del plantel, a la vez que para 
una gran parte del personal asignado al plantel,  
así como elevar los controles de seguridad, 
verificar y supervisar las acciones de ciertos 
profesores, escalonar los recesos escolares, así 
como asignar psicóloga y trabajadora social a la 
plantilla de personal, mejorar la comunicación con 
los padres de familia y que se realice una 
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investigación integral a la escuela, que incluya una 
auditoría. 

En caso de que no se atienda la situación ahora, 
existe el riesgo de que continúen el acoso y abuso 
sexual hacia los estudiantes, el posible cierre de la 
escuela, que los padres de familia terminen por 
retirar a sus hijos definitivamente por su propia 
seguridad, que se realice una toma indefinida del 
plantel, que el ciclo escolar sea completamente 
perdido, que la corrupción se perpetúe y que los 
intereses familiares, sentimentales y de intereses 
continúen parasitando la escuela. 

Por supuesto, me refiero a la Escuela Primaria 
Federal “Juan Escutia”, turno matutino, en donde 
ya prácticamente no hay más por hacer que pedir 
la intervención superior e inmediata de la titular 
de la SEE o del gobernador de Michoacán, ya que 
todos los actores institucionales que han sido 
convocados a resolver la problemática han 
fracasado, han sido omisos y, con ello, cómplices 
de las circunstancias inaceptables en plena capital 
de la entidad federativa. 

El cúmulo de irregularidades ya es del dominio 
público, porque ya con antelación los medios de 
comunicación, como la prensa, televisión y radio, 
así como portales electrónicos han cubierto la 
problemática sucedida. Lo más sorprendente de 
esta situación es que no se haga mayor cosa por 

corregirla y que se pretenda sostener al personal 
que ha generado vacíos de liderazgo en el plantel 
educativo. Reconstruir este plantel educativo es 
una alta emergencia que demostrará a la opinión 
pública si la intención gubernamental de generar 
un ciclo escolar completo en la entidad está 
acompañada de voluntad política o simplemente 
seguirá campeando la simulación e inacción. 

Podríamos continuar citando más y más casos al 
respecto, pero lo verdaderamente importante es 
centralizar a las niñas, niños y jóvenes como razón 
de ser del sistema educativo michoacano. Bajo ese 
tamiz y con el principio de progresividad, deben 
atenderse todas las irregularidades que bloqueen 
o amenacen los derechos educativos de las 
generaciones en formación, así como establecer 
medidas de política pública que son urgentes. Por 
ejemplo, conformar una plataforma digital donde 
grupo por grupo, escuela por escuela, día tras día 
de clases se señale si hubo actividades educativas 
regulares o no y por qué razón, en caso de haber 
incidencias. 

Esperemos que la siguiente semana sea mucho 
mejor y se subsanen las incidencias ocurridas 
durante los primeros días de clases de este nuevo 
ciclo escolar. 

Merecemos un gobierno educador. 

	 	



	
32	

 

13.09.2024 

Educación e independencia nacional 
 

 

“Es hablándonos y no matándonos como 
habremos de entendernos” 

Melchor Ocampo (1814-1861) 

Históricamente, septiembre constituye un mes muy 
importante en la génesis, consumación y 
consolidación de nuestra patria. Movimientos 
conspiraciones, declaraciones de independencia, 
batallas y el fin formal de la dependencia de 
España se dieron en un mes como el presente. 

Mucho se ha debatido respecto a los logros 
alcanzados por nuestra nación a prácticamente 
214 años de inicio de la guerra de independencia 
y a 203 años de su consumación. Pero, 
definitivamente, asegurar los derechos educativos 
de las generaciones en formación es un paso 
ineludible si realmente se busca garantizar la 
independencia nacional y, con ello, honrar el 
legado de miles de personas quienes precedieron 
estos esfuerzos en aras de conformar a la nación 
mexicana. 

La educación pública, con sus atributos de 
laicidad, universalidad, gratuidad, inclusividad y 
excelencia, para que todos estén, aprendan y 
participen en las escuelas en las mejores 

condiciones posibles potencia el desarrollo 
nacional por múltiples razones. Veamos: 

Fomenta el pensamiento crítico, ya que ayuda a 
los ciudadanos a analizar y cuestionar su realidad 
y la información que les rodea, promoviendo la 
construcción de una sociedad más 
autodeterminada y menos manipulable. 

Promueve la igualdad de oportunidades, ya que 
reduce las desigualdades sociales al ofrecer 
acceso a la educación a todos, 
independientemente de su origen 
socioeconómico, posibilitando que el origen no 
constituya destino. 

Desarrolla habilidades cívicas, porque inculca a 
los estudiantes sus derechos y deberes, 
fomentando su formación y participación en la 
democracia nacional. 

Fortalece la identidad nacional, mediante el 
conocimiento de la historia y la cultura del país, lo 
cual refuerza el sentido de pertenencia y el 
orgullo nacional, discerniendo entre la realidad y 
los ideales por alcanzarse. 

Impulsa el desarrollo económico, porque una 
población educada es más productiva, genera 
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mayor valor agregado en su mano de obra, tiene 
más elementos para la generación de 
innovaciones disruptivas y, por ende, puede 
contribuir de manera más efectiva al crecimiento 
económico mexicano. 

Reduce la pobreza, ya que, la educación es una 
herramienta clave para acceder a mejores 
oportunidades laborales o construirlas mediante 
emprendimientos propios. 

Promueve la innovación, porque en su nicho se 
encuna y fomenta la investigación, así como el 
desarrollo de nuevas tecnologías, que posibilitan 
la construcción de soluciones a problemas 
nacionales, ya sean gubernamentales, económicos 
o sociales. 

Mejora la salud pública, porque la educación en 
salud y bienestar contribuye a que la población 
sea más consciente de su salud y mejore sus 
hábitos para preservarla, contribuyendo a elevar la 
esperanza de vida, así como la disminución de 
enfermedades metabólicas y el gasto en salud, 
permitiendo que la riqueza que se genera en la 
nación rinda más y se destine a inversión 
productiva. 

Fomenta la cohesión social, ya que, al reunir a 
personas de diferentes orígenes, la educación 
pública promueve la convivencia y el 
entendimiento mutuo, impulsando la construcción 
de confianza, el desarrollo de acciones piloto, la 
conformación de redes comunitarias y el 
robustecimiento del tejido social. 

Desarrolla liderazgos, ya que forma y desarrolla 
competencias para que surjan personas que 
tengan capacidades para llevar al país hacia un 
futuro más próspero y justo. 

Promueve la justicia social, porque en las 
comunidades escolares se inculcan valores de 
equidad y justicia, fundamentales para una 
sociedad más justa, aprendiendo a practicarlos 
desde la más tierna infancia. 

Fortalece la democracia, porque una ciudadanía 
educada es más capaz de participar en procesos 
democráticos y tomar decisiones informadas, ya 
que, desde la elección de jefes de grupo y 
consejos estudiantiles, la toma de decisiones 
colectivas y la práctica de los valores democráticos 
en las comunidades escolares se forma a los 
futuros ciudadanos en el ejercicio pleno de la 
democracia. 

Fomenta la paz, ya que la educación provee de 
competencias para el diálogo, la mediación, la 
conciliación y la resolución de conflictos, así como 
informa sobre los derechos humanos de todos, lo 
cual contribuye al desarrollo de una sociedad más 
pacífica. 

Desarrolla habilidades técnicas, que permiten 
realizar transferencia de tecnología e innovación, 
así como brinda formación en habilidades 
profesionales necesarias para elevar el valor 
agregado de la producción y con ello incrementar 
la competitividad y el desarrollo de México. 

Reduce la criminalidad, porque la educación 
ofrece alternativas y oportunidades para el digno 
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sostenimiento de cada persona, reduciendo la 
propensión a actividades delictivas, al liberar al 
ser humano de la necesidad de arrebatar, rapiñar 
o mendigar. 

Fomenta la creatividad, ya que en las 
comunidades escolares se estimula el pensamiento 
creativo y la innovación, esenciales para el 
progreso, a la par que se fomenta la capacidad de 
enfrentar y superar desafíos, tanto personales 
como colectivos. 

Promueve la inclusión y la igualdad, porque, en el 
deber ser asegura que todos los estudiantes, 
incluidos aquellos pertenecientes a minorías, 
etnias, grupos vulnerados y con discapacidades 
tengan acceso a una educación de excelencia, al 
brindárseles condiciones para que pasen por 
encima de las barreras de aprendizaje y 
participación escolares. 

Fortalece la infraestructura pública y promueve 
círculos virtuosos en el sector de la construcción, 
ya que, la inversión en educación pública 
debidamente orientada también debe reflejar 
mejoras en la infraestructura física educativa, 
beneficiando a la comunidad en general, porque 
los planteles educativos constituyen polos de 
reunión de la ciudadanía, casillas electorales, 
refugios ante fenómenos naturales, etcétera, a la 
par que  su construcción y mantenimiento generan 
derrama económica que beneficia a las 
comunidades aledañas. 

Desarrolla habilidades de comunicación, 
esenciales para el éxito personal y profesional, 
tanto en lo individual como en lo colectivo, así 

como para el desarrollo civilizado y democrático 
de las naciones, tal y como lo mencionó Melchor 
Ocampo en el epígrafe de esta entrega. 

Fomenta el pensamiento global, la 
interculturalidad y la cooperación internacional, ya 
que, la educación pública puede incluir, a la vez 
que historia universal, el conocimiento de otras 
culturas, llegando incluso a establecer programas 
de intercambio y cooperación internacional, 
enriqueciendo la perspectiva global de los 
estudiantes. 

Forma en materia cultural y artística, ya que 
promueve el aprecio por la cultura y las artes, 
esenciales para una sociedad rica y diversa, 
respetuosa, tolerante y humana, que a través de la 
experiencia estética vislumbra mejores porvenires 
para la nación. 

Sin embargo, los múltiples beneficios que brinda 
la educación a la independencia, soberanía y 
desarrollo de nuestra nación se ven francamente 
amenazados por la oleada de inseguridad que se 
vive en muchas comunidades del país y de 
Michoacán en particular. Coloca en altísimo riesgo 
a las comunidades escolares, infligiendo severos 
daños al ejercicio pleno de los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes. Es 
prácticamente imposible pensar en una nación 
independiente que tenga las escuelas cerradas o 
en zozobra por el miedo a ser víctimas de la 
violencia. 

Como ejemplo local, en situaciones como la que 
se vive esta semana en Cotija, donde incluso el 
presidente municipal se encuentra ausente de sus 
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funciones, resultaría impensable que los padres de 
familia, los maestros y estudiantes decidieran 
continuar normalmente las actividades educativas. 

Así como sucedió en Culiacán, Elota y otros 
municipios, donde el Gobierno del Estado de 
Sinaloa salió públicamente a declarar que no 
habría clases por las situaciones de inseguridad, a 
la par que, a suspender los festejos patrios, se 
esperaría que se actuara por parte del gobierno 
de Michoacán, en aras de salvaguardar la 
integridad de todas las comunidades educativas 
en riesgo, por encontrarse en zonas con violencia 
desbordada 

Es impostergable que el gobierno de México 
actúe coordinadamente y restablezca el estado de 
derecho en todos los municipios de la nación, 
para que a su vez se puedan ejercer derechos 
elementales como los de estar, aprender y 
participar en las escuelas. 

No se debe seguir soslayando lo que ocurre, ya 
que cada vez que se suspenden clases en las 
comunidades más insertas en fenómenos de 
violencia se les suprime en cierto grado a los 
estudiantes de la posibilidad de generar 
trayectorias educativas completas que les permitan 
alcanzar la independencia económica, generar los 
recursos para su subsistencia y construir círculos 
virtuosos en torno a sí y sus familias, en pro de su 
bienestar, desarrollo humano y movilidad social, 
alejándolos de la pobreza y rompiendo fuerzas 
centrífugas que les atraen a vincularse con las 
actividades delictivas.  Es decir, la violencia 
delincuencial termina por arrastrar a los más 

vulnerables y a los más marginados, ya que sus 
mecanismos de lucro se benefician ampliamente 
de la niñez y la juventud, tanto en la infamante 
cadena de producción, distribución y consumo 
como para conformar las gavillas de sicarios que 
afianzan las actividades depredadoras e ilegales. 

La violencia delincuencial y el narcotráfico tienen 
un impacto profundo y multifacético en las 
escuelas de Michoacán. Como ejemplos, suceden 
la interrupción de clases, porque los tiroteos y 
enfrentamientos causan constantemente la 
suspensión de actividades escolares; el 
desplazamiento de estudiantes, ya que familias 
enteras se ven obligadas a huir de sus hogares, 
afectando la continuidad educativa de los niños; la 
extorsión a docentes, porque muchos maestros 
son víctimas de extorsión, lo que genera miedo y 
afecta su desempeño, impulsándolos a renunciar o 
a trasladarse a lugares más seguros; también, se 
genera el riesgo de secuestro de estudiantes y 
docentes, creando un ambiente de terror; el 
abandono escolar, ya que por miedo y la 
inseguridad muchos estudiantes se ven forzados a 
abandonar la escuela, en aras de no arriesgar su 
integridad física; el reclutamiento forzado, porque 
los cárteles reclutan a jóvenes estudiantes, 
alejándolos de la educación; el daño a la 
infraestructura, ya que las escuelas pueden ser 
dañadas durante los enfrentamientos, afectando el 
entorno de aprendizaje; la falta de recursos, 
originada por la violencia, porque se gastan 
recursos que deberían destinarse a la educación; 
los problemas de salud mental, como el estrés 
postraumático, la ansiedad, el miedo y la 
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depresión afectan la salud mental de estudiantes y 
docentes y con ello su rendimiento académico, el 
cual se ve disminuido por el ambiente de 
inseguridad; la violencia externa se refleja en el 
comportamiento de los estudiantes dentro de la 
escuela, propiciándose violencia escolar; la 
limitación de actividades extracurriculares, porque 
la inseguridad limita la realización de actividades 
fuera del horario escolar; la normalización de la 
violencia afecta la moral de las comunidades 
escolares e incide en la pérdida de valores; crece 
la desconfianza en las autoridades por la inacción 
y falta de soluciones al clima de violencia, entre 

muchas otras maneras más en las cuales incide la 
violencia sistémicamente en el proceso educativo. 

En síntesis, hemos visto algunas de las muchas 
formas en las cuales la educación contribuye a la 
independencia y al desarrollo nacionales, mientras 
que también hemos subrayado decenas de 
maneras en las cuales la violencia delincuencial 
afecta a las escuelas en Michoacán y socava la 
independencia presente y futura de nuestra 
nación, amenazando el futuro de las niñas, niños y 
jóvenes. ¡Porque sin educación no hay verdadera 
independencia, merecemos un gobierno 
educador! 
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19.09.2024 

Panorama educativo nacional 2024 
 

 

Es complejo conocer la situación educativa 
nacional de un solo vistazo; mucho más, 
vislumbrar lo que sucede en el entorno 
internacional. Por ello, no deja de ser remarcable 
la intención global que asume la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económico 
(OCDE), la cual elabora periódicamente un 
estudio internacional denominado Panorama de la 
Educación (Education at a Glance), con la 
finalidad de proporcionar una visión integral del 
estado de la educación a nivel mundial. 

Este informe ofrece datos detallados sobre la 
estructura, las finanzas y el desempeño de los 
sistemas educativos en los países miembros de la 
OCDE, así como en aquellos en proceso de 
adhesión, así como las naciones asociadas. Tiene 
como objetivos evaluar el rendimiento de los 
sistemas educativos, proporcionar indicadores 
armonizados internacionalmente que permitan 
valorar el funcionamiento y desempeño de los 
sistemas educativos, informar a los responsables 
de políticas públicas educativas, al ofrecer 
evidencia para mejorar los sistemas educativos 
mediante datos sobre logros, inscripciones, 
financiamiento, resultados en el mercado laboral, 
entre otros, así como promover la inclusión y el 

acceso a la educación, al partir de la realización 
de análisis sobre los avances en la inclusión y el 
acceso a la educación, destacando mejoras y retos 
persistentes. 

Así también, el Panorama de la Educación 2024 
se plantea comparar el gasto educativo, para 
evaluar cuánto se gasta por estudiante en 
instituciones educativas desde la educación 
primaria hasta la terciaria; a la par que analizar la 
equidad en la educación, al investigar cómo el 
progreso educativo y los resultados en el mercado 
laboral se ven afectados por factores como el 
género, el estatus socioeconómico, el país de 
nacimiento y la ubicación regional; también busca 
evaluar el impacto del aprendizaje al proporcionar 
datos sobre el impacto del aprendizaje en 
diferentes países y monitorear el progreso hacia 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en 
materia educativa. 

En este estudio participó nuestra nación, por lo 
que, en cuanto a los principales hallazgos para 
México, algunos puntos destacados incluyen el 
análisis comparativo del gasto anual por 
estudiante, el cual es significativamente menor en 
nuestra nación en comparación con otros países 
de la OCDE, situándose alrededor de tres mil 
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quinientos dólares por año, de acuerdo con cifras 
de 2021. 

Así también, se revisaron aspectos como el acceso 
a la educación y la participación escolar, ya que, a 
pesar de los avances, persisten desafíos 
importantes en términos de acceso y participación 
en todos los niveles educativos. Simultáneamente, 
se analizaron los resultados obtenidos en el 
mercado laboral, ya que, los niveles de educación 
están estrechamente relacionados con los 
resultados en el mercado laboral, con mayores 
tasas de empleo y salarios para aquellos con 
niveles educativos más altos. 

Dentro de los principales hallazgos en el estudio, 
se encuentra el que México enfrenta varios 
desafíos en comparación con muchos otros países 
de la OCDE, especialmente en áreas clave como 
la educación, la economía y el bienestar social. 

Por ejemplo, el nivel de educación superior en 
México es relativamente bajo. Solo el 24 por 
ciento de los jóvenes de entre 25 y 34 años han 
obtenido un título de estudios superiores, en 
comparación con el promedio del 45 por ciento 
en los países de la OCDE. Además, el gasto por 
estudiante es significativamente menor, lo que 
afecta la calidad y los recursos disponibles en las 
instituciones educativas. Así también, el PIB per 
cápita de México sigue siendo uno de los más 
bajos entre los países de la OCDE, debido en 
parte a la baja productividad, consecuencia 
inmediata de la baja escolaridad. La informalidad 
laboral y la desigualdad regional también son 

problemas persistentes que afectan el crecimiento 
económico y la distribución de la riqueza. 

En cuanto respecta a bienestar social, México 
tiene altos niveles de pobreza y desigualdad en 
comparación con otros países de la OCDE. 
Demostradamente, la pandemia de COVID-19 
exacerbó estos problemas, afectando 
especialmente a los trabajadores informales, 
mujeres y jóvenes.  Los niveles de empleo y los 
salarios están estrechamente relacionados con el 
nivel educativo, por lo que, aquellos con niveles 
educativos más altos tienden a tener mejores 
resultados en el mercado laboral. 

Es importante remarcar que, el Panorama de la 
Educación 2024 de la OCDE utiliza una serie de 
indicadores clave para evaluar y comparar los 
sistemas educativos de los países que fueron 
materia de este estudio. Estos indicadores 
proporcionan una visión detallada de diversos 
aspectos de la educación, como el gasto en 
educación por estudiante, el cual mide cuánto se 
invierte en promedio por estudiante en diferentes 
niveles educativos; la tasa de graduación, que es 
la proporción de estudiantes que completan un 
nivel educativo específico dentro del tiempo 
previsto; en materia de acceso y participación, el 
estudio cuenta con indicadores sobre la tasa de 
inscripción en diferentes niveles educativos, desde 
la educación inicial hasta la terciaria; los 
resultados en el mercado laboral, que involucran 
la relación entre los niveles educativos y los 
resultados en el empleo, incluyendo tasas de 
empleo y salarios; la equidad en la educación, en 
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donde se realizan análisis de cómo factores como 
el género, el estatus socioeconómico y la 
ubicación geográfica afectan el acceso y los 
resultados educativos, entre muchos otros. 

El estudio remarca que, en términos de acceso a 
la educación superior, México enfrenta varios 
desafíos en comparación con otros países de la 
OCDE, como la tasa de matriculación, ya que, 
sólo el 24 por ciento del total de los jóvenes de 
entre 25 y 34 años en México han obtenido un 
título de estudios superiores, en comparación con 
el promedio del 45 por ciento en los países 
integrantes de la OCDE. Esto indica una brecha 
significativa en el acceso a la educación terciaria 
que acarrea grandes consecuencias económicas y 
sociales, que comprometen el desarrollo 
sostenible de nuestra nación. 

Así también, se encuentran brechas en materia de 
acceso a la educación y equidad, ya que, a pesar 
de los esfuerzos por mejorar las oportunidades de 
inclusión, las disparidades socioeconómicas 
siguen siendo un obstáculo importante. Las 
personas de los sectores más pobres tienen un 
acceso mucho menor a la educación superior en 
comparación con las de ingresos más altos. 

Paralelamente, aunque ha habido avances en la 
equidad de género, las mujeres aún enfrentan 
barreras en campos específicos como las ciencias, 
tecnología, ingeniería y matemáticas (STEM), así 
como en cuestiones de brecha salarial, ya que las 
mujeres con educación media superior ganan 
apenas el 73 por ciento del salario que obtienen 
los varones con la misma preparación académica. 

Esto disminuye un poco en educación superior, 
donde las mujeres ganan el 81 por ciento de que 
reciben los varones. Estos tres factores ameritan 
que se realicen políticas públicas para eliminar las 
barreras de género en la nación. 

En otro aspecto en el cual se presentan retos 
importantes en lo que respecta a educación 
superior en relación con la comparación regional, 
dado que, en el contexto de América Latina, 
México se encuentra por debajo de países como 
Chile, que ha logrado una cobertura casi universal 
en la educación media superior. 

Finalmente, en lo que respecta al financiamiento 
de la educación nacional para las niñas, niños y 
jóvenes, el gasto por estudiante en México es 
considerablemente menor que en otros países de 
la OCDE, lo que afecta la calidad y los recursos 
disponibles en las instituciones educativas. 

Como es sabido, la educación en las primeras 
etapas de la vida es fundamental para el desarrollo 
de niñas y niños; no obstante, el tiempo que en 
México se destina a la enseñanza en educación 
preescolar es el menor del conjunto de países 
incluidos, en nuestro país, el personal docente de 
educación preescolar destina a la enseñanza 2.7 
horas al día durante 190 días al año. 

En contraste, en Alemania, -con la jornada de 
mayor duración entre todos los países 
considerados por la OCDE-, su duración es de 
casi 8 horas diarias a lo largo de 255 días al año. 
Entre los países latinoamericanos, en Chile la 
jornada de enseñanza en preescolar es de casi 6 



	
40	

horas por día a lo largo de 180 días y en 
Colombia es de 5 horas diarias durante 188 días. 

La variación en el tiempo dedicado a la enseñanza 
en educación preescolar es considerable entre los 
países; sin embargo, menos tiempo de enseñanza 
a niñas y niños entre los 3 y los 5 años, limita sus 
oportunidades de aprendizaje y afecta sobre todo 
a quienes no tienen acceso a actividades 
educativas fuera de la escuela. Además, aunque el 
trabajo que realizan los docentes de preescolar es 
igualmente importante al de quienes ejercen la 
docencia en educación media superior, los 
ingresos de estos últimos pueden ser hasta un 
90% más altos que los de preescolar. 

En suma, hay mucho trabajo por hacer en aras de 
consolidar al sistema educativo nacional, máxime 
cuando se conocen cifras comparativas. 

¡El mundo no nos va a esperar! El reporte 
Panorama de la Educación 2024 llega en buen 
momento porque puede servir enunciativamente 
como una guía para la construcción de 
indicadores educativos de mejora continua de la 
educación, así también, como un insumo serio y 
valioso en aras de conformar el Plan Nacional de 
Desarrollo 2024-2030, así como para hacer el 
Programa Sectorial de Educación para nuestro 
país. 

El nuevo gabinete educativo federal que tomará 
posesión el próximo 1 de octubre deberá de tener 
muy en claro la situación que describe este prolijo 
reporte y actuar en consecuencia, para que se 
honre la visión de la presidenta electa de ser 
recordada como la presidenta de la educación al 
finalizar su periodo. Que así sea. 
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27.09.2024 

III Informe de Gobierno: Educación 
 

 

Es muy difícil conocer la situación educativa estatal 
de un solo vistazo; se requieren evidencias, datos 
duros y mucha organización de la información en 
un reporte de resultados para poder a través suyo 
vislumbrar lo que sucede en el entorno estatal de 
esa manera. 

El sábado 21, el Gobierno del Estado de 
Michoacán emitió su III Informe de Gobierno. Al 
respecto, nos encontramos con un texto poco 
extenso, dada la inmensidad de nuestra entidad 
federativa y, sobre todo, las atribuciones de la 
administración pública estatal, que deben ser 
traducidas como responsabilidades directas. Tuvo 
una extensión escasa; aproximadamente 18 veces 
mayor que este artículo. La palabra “educación” 
aparece cincuenta ocasiones en todo el 
documento, donde se señala como un gran logro 
en materia de gobernabilidad la “recuperación del 
derecho a la educación” con base en gráficas de 
días de tomas anuales de las vías del ferrocarril y 
la cantidad de manifestaciones reportadas por la 
Secertaria de Gobierno 

También, se habla del pago con tarjeta bancaria a 
los trabajadores de la educación como una parte 
sustantiva de la recuperación de este derecho. Si 
bien, desde 2009, fuimos Mexicanos Primero 

Michoacán quienes pusimos esta medida como 
parte de un proceso de recuperación de la 
rectoría de las finanzas educativas estatales, lo que 
implicaba transparencia, control y combate a la 
corrupción, a una década y media de distancia 
debemos aclararlo con toda puntualidad: las 
medidas financieras contribuyen a la estabilidad, 
regularidad, eficacia y eficiencia del sistema 
educativo estatal, pero no son sinonímicas de la 
recuperación de los derechos educativos, ya que 
esto se debe de comprobar desde la perspectiva 
de las niñas, niños y jóvenes, no de las finanzas. 

Lamentablemente, como veremos más adelante, 
las pocas fuentes fidedignas de información con 
las cuales se cuenta para escudriñar el sistema 
educativo estatal no reflejan puntos de inflexión 
sustantivos en los indicadores más torales, como 
son cobertura, abandono escolar, permanencia, 
escolaridad promedio, eficiencia terminal, 
esperanza de vida escolar y analfabetismo. 

En cambio, se habla de montos de inversión, 
afirmándose por ejemplo que “durante este 
periodo de informe han sido autorizado 559 
millones 371 mil pesos, para recuperar, 
reconstruir o intervenir 364 planteles educativo de 
nivel básico y educación especial”, hecho que 
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apenas abarca a tres de cada cien escuelas en la 
entidad federativa. En general, se habla de 
incrementos muy escasos en la matriculación de 
estudiantes, especialmente en educación media-
superior y superior. 

Más aún, rendir cuentas sobre lo que no se 
planificó públicamente es un hecho que se 
configura relativamente a modo. Resulta una 
acción aislada, autocomplaciente carente de 
trazabilidad. Estamos cruzando la mitad del 
mandato sexenal y es momento en el cual no se ha 
presentado el programa sectorial de educación, ni 
existen indicios de que se esté trabajando para 
tales efectos. Es decir, si no se trazó con claridad 
el rumbo, mucho menos se puede mensurar cuál 
es el nivel de avances que se ha logrado hasta el 
momento respecto a la comparación con una base 
trazada previamente. El control de gestión, que es 
esa evaluación ha brillado por su ausencia. 

Todo lo que tenemos es lo mencionado en 2022, 
cuando se dio a conocer el Plan de Desarrollo 
Integral de Michoacán 2021-2027, siendo el 
último lugar de los quince estados que tuvieron 
elecciones en 2021 en cuanto al desarrollo de 
instrumentos de planeación. Al respecto, se 
cancelaron foros, se hicieron ejercicios de 
consulta ciudadana sumamente precarios y 
limitados en cuanto al alcance poblacional de la 
planeación participativa.  Con todo lo observable 
del proceso, finalmente vio la luz el PLADIEM, 
pero careció de elementos para vincularse 
estrechamente con lo que consideran los agentes 
educativos estatales como lo que sería más 

prioritario e importante por realizarse en la 
materia. 

De las diez acciones más relevantes que 
compartió el gobernador en su informe, una 
solamente se refiere al ámbito educativo y es la 
consistente en “haber entregado zapatos tenis 
para los estudiantes de secundaria de Michoacán 
de Ocampo”, sin aclarar si el total de la población 
beneficiaria realmente es tal, mucho menos se 
detalló si los estudiantes de escuelas privadas 
también los recibieron o si los jóvenes en edad 
escolar que no están estudiando también 
obtuvieron este tipo de apoyo. 

En suma, está ausente la congruencia 
metodológica que debe imperar entre planes, 
programas, proyectos y presupuestos, así como 
los resultados que se dan a conocer son 
eminentemente adultocéntricos: reparto de plazas 
de base, contrataciones, ascensos, cambios de 
adscripción y una supuesta justicia laboral que 
carece de trazabilidad también. Esto denota la 
importancia de aprender a diferenciar los 
resultados de impacto directo en los sujetos de 
derechos respecto a las metas de gestión, en 
donde unas mejoran el funcionamiento y la 
operatividad de las dependencias, mientras que 
las otras expanden la vivencia plena de los 
derechos de los beneficiarios de los programas y 
políticas públicas. Es decir, una cuestión es 
contratar policías y gastar dinero en equipamiento 
y otra muy diferente es obtener resultados en 
materia de indicadores.  Así también, contratar 
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maestros basificados no necesariamente impacta 
en la cobertura o aprendizaje escolares. 

Por otra parte, la comunicación social que se ha 
hecho del informe ha levantado sospechas. Si 
bien, hay voces editoriales que han mencionado 
se rompieron las inercias de conflictos 
magisteriales derivados de impagos salariales y 
prestaciones: tomas, bloqueos y escuelas 
cerradas. Eso es cierto; pero se incurre en la 
falacia de afirmar categóricamente que por ello ya 
“siempre hay clases en todo el territorio 
michoacano”. Aunque se repita cansinamente que 
ya no hay “conflictos históricos” en el sistema 
educativo estatal, las evidencias cotidianas en las 
redes sociales, medios de comunicación y 
denuncias públicas que realizan los afectados 
exclaman todo lo contrario. La solución está lejos 
de ser alcanzada. 

Así también, la definición de la “posesión de la 
rectoría educativa” no implica que “el gobierno 
marque sus prioridades”; ese es un craso error, ya 
que la posesión de la rectoría en materia 
gubernamental implica que se cumplan las 
responsabilidades institucionales con los sujetos 
de derechos: en este caso, que para todas las 
niñas, niños y jóvenes en Michoacán de Ocampo 
estén garantizados sus derechos a estar, aprender, 
participar y convivir en las escuelas en 
condiciones dignas y en entornos libres de 
violencia y de cualquier tipo de discriminación. 

Las cifras son eminentemente inconsistentes. 
Merecen análisis público e incrementarse la 
rendición de cuentas y presentación de evidencias 

de lo que está sucediendo en realidad. Un gran 
ejemplo es la disminución porcentual de atención 
educativa de niñas y niños de 4 años, donde al 
suponerse que la población de este rango etario 
ha disminuido como lo indican las tendencias 
demográficas, se esperaría que creciera la 
población.  Todo pareciera indicar que, más bien 
lo que está pasando es que se está estrechando el 
garantismo que brinda el Gobierno del Estado de 
Michoacán de Ocampo, así como el Gobierno 
Federal a las niñas, niños y jóvenes en la entidad, 
en lugar de expandirse naturalmente. 

De acuerdo con el Sistema Interactivo de Consulta 
de Estadística Educativa, consultable públicamente 
en la matrícula escolar en Michoacán de Ocampo 
disminuyó entre el ciclo escolar 2018-2019 y el 
2023 – 2024. En el primer caso, se contaban 1 
millón 319 mil 260 estudiantes 

En realidad, hay muy poco por presumir en cuanto 
a indicadores educativos, especialmente aquellos 
que están vinculados con la situación 
socioeconómica de los estudiantes y sus familias, 
ya que son tajantemente determinantes en cuanto 
a definir condiciones para el ejercicio pleno de 
sus derechos educativos. No parece casual que, 
una vez más, Michoacán de Ocampo reporte que 
los datos al respecto están en condiciones “no 
disponibles”, ante la SEP. Sin embargo, en el 
marco del informe gubernamental, las principales 
acciones mencionadas por el aparato de 
comunicación social tienen que ver con tenis, 
plazas y reparto de libros, rubros que no forman 
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parte de los indicadores educativos más 
importantes a nivel nacional e internacional. 

Así también, la aseveración de que se han 
“cerrado dos ciclos escolares completos” con los 
“docentes en las aulas” amerita la presentación de 
evidencias públicas. 

Son de dominio público las proclividades que 
poseen varios de los dueños visibles e invisibles 
de diversas facciones de la CNTE, respecto a 
cerrar escuelas, a la simulación de devengar su 
salario o a ausentarse de sus responsabilidades 
educativas. Peor aún: en los informes del cobro 
tarjetizado no se desagregan las personas que no 
se dedican a la docencia, sino a la representación 
sindical, a la política gremial o a labores de 
proselitismo electoral; bástese preguntar en dónde 
están adscritos los que dan ruedas de prensa 
semanales, de la cada vez más amplia paleta de 
colores que constituye el conglomerado 
denominado CNTE en la entidad. 

Así también, las decenas de ocasiones que, por 
fuego cruzado, amenazas de atentados, por 
persecuciones y conflictos delincuenciales se han 
tenido que cerrar planteles.Por si fuera poco, las 

inclemencias climatológicas, los sismos, lluvias, 
inundaciones, deslaves, derrumbes, fallas 
geológicas y otros fenómenos naturales han 
generado suspensiones escolares. 

Como ejemplo: Hoy, 20 municipios amanecen sin 
actividades escolares. No es culpa de la SEE, ni 
del Gobierno del Estado de MIchoacán que el 
huracán “John” toque tierra en costas de nuestra 
entidad federativa. Pero, definitivamente, 
contraviene la aseveración categórica de que 
estamos viviendo ciclos escolares “completos”. Sí, 
la educación sin paros indefinidos es mejor; pero 
aún no es completa. 

En suma, al no contarse con puntos de referencia, 
al no informarse integralmente, al no 
comprometerse con la resolución de la 
problemática educativa ni vincular siquiera las 
acciones gubernamentales al cumplimiento de los 
objetivos fijados, resulta imposible afirmar que las 
acciones gubernamentales estén centradas en 
mejorar los indicadores que demuestren el 
ejercicio pleno de los derechos de las 
generaciones en formación en materia educativa. 
Merecemos un gobierno educador. 
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04.10.2024 

Pendientes educativos federales con 
Michoacán 

 

Esta semana ha iniciado una nueva etapa del 
gobierno federal con la toma de protesta de la 
Dra. Claudia Sheinbaum Pardo como Presidenta 
de México, quien ha señalado públicamente que 
quiere ser recordada como “la presidenta de la 
educación” al terminar su mandato. Es una 
extraordinaria noticia que su discurso se oriente 
hacia allá. 

Paralelamente, en su oratoria durante la toma de 
protesta mencionó un centenar de compromisos 
con la nación, que serán seguramente basamento 
de su plan de gobierno y así también, medida de 
las acciones de sus primeros cien días de ejercicio 
del poder ejecutivo federal, en los cuales se 
determina mayormente la impronta que habrá de 
infundirle a su mandato. 

De los cien compromisos, al menos se ubican 
veintidós directamente relacionados con el ámbito 
educativo, a saber: 

16 Garantizar el apoyo  a  Jóvenes  
Construyendo   el  Futuro y el programa  de 
bienestar de niños  y niñas  de madres  
trabajadoras. 

20 Los estudiantes de  preescolar, primaria  y 
secundarias públicas  tendrán  una beca  
universal. 

21 Aumentar  las  becas  para  estudiantes de 
educación  media  superior pública. 

22 Duplicar las becas  de estudiantes   
universitarios, hasta  llegar   a   un   millón   de   
becas. 

23 Se   incrementará   la   beca    para   
estudiantes   de posgrado. 

24 Más  apoyo a las escuelas públicas de 
diferentes niveles, a través del programa la 
Escuela es Nuestra. 

25 Continuar y a fortalecer los programas  
educativos de la Nueva Escuela Mexicana y los 
libros de texto gratuitos. 

26 El horario  de  las  escuelas primarias  se  
irá extendiendo gradualmente para enseñar 
educación  física y artística. 

27 Hacer de las escuelas primarias  públicas 
espacios   de  prevención  de  la  salud.  Se  
atenderá  salud mental,  prevención  de  las  
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adicciones,  la salud bucal, y exámenes de la vista 
con lentes gratuitos a todos aquellos que lo 
necesiten. 

28 El magisterio  nacional  seguirá  siendo  
reconocido   y por  ello,  se  revisarán temas  
pendientes de la USICAMM, evitando cualquier 
forma de corrupción y conflicto de interés. 

29 Fortalecer la Educación  Media Superior.  
México  debe  tender  a que haya  la  misma  
cantidad  de  preparatorias como  de  
secundarias. 

30 Todos los sistemas  de educación  superior  
pública del país serán  gratuitos.  Se fortalecerán 
las universidades Benito Juárez. 

31 Será  México  una  potencia   científica  y  
de  la  innovación, apoyando a las ciencias  
básicas,  naturales,  sociales  y a las humanidades, 
vinculadas con áreas  y sectores prioritarios del 
país. 

32 Apoyar el deporte  comunitario,  
semilleros   deportivos y  apoyo  a deportistas de 
alto rendimiento. 

33 Ampliar  los semilleros  creativos  para  la 
construcción de la paz, algunas de las 
universidades estarán dedicadas a las artes. 

35 Promovere el acceso a la cultura en todos  
los ámbitos. 

36 Impulsar  el reconocimiento de la 
grandeza cultural de México, la recuperación de 

la memoria  histórica,  el rescate y el cuidado del 
patrimonio nacional. 

37 Hacer  una república de lectores. 

44 Implementar,   un  Programa  Nacional  de  
Salud Mental  para  el bienestar,  dirigido a  
jóvenes. 

53 A través del DIF, se hará un Sistema 
Nacional de Cuidados que apoye a las mujeres  a 
cuidar a los hijos. 

56 Subirá el salario mínimo  para  maestras y 
maestros de educación  básica  de tiempo 
completo. 

93 Además de Jóvenes Construyendo el 
Futuro habrá dos programas: Jóvenes unen al 
Barrio y Reconectando con la paz. 

Esperemos buenas noticias, políticas públicas 
trazables, dotadas de presupuesto, reglas de 
operación, participación social y vinculadas a 
resultados. En buena medida, lo que se enuncia 
es lo que se necesita en México y en Michoacán 
en particular para el desarrollo educativo. 

En la escuela, como en el ejercicio de la función 
pública, la preparación hace la diferencia. Es 
necesario desarrollar un cronograma de acción a 
corto plazo. 

Y desde ya, debe tener la plena certidumbre de 
que, en caso de lograr constituir al sistema 
educativo de Michoacán de Ocampo en un 
modelo exitoso y ejemplar a nivel nacional, tendrá 
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avanzado un inmenso trayecto para resolver la 
ingente problemática de la educación mexicana. 

Es altamente deseable que pondere en su justa 
dimensión hacer realidad el sueño de millones de 
michoacanos, que también abrazó e hizo suyo el 
presidente López Obrador. Será imposible 
rescatar la educación nacional si no se rescata 
Michoacán. 

Aunque muchas atribuciones en materia educativa 
residen en los órdenes estatal y municipal del 
poder ejecutivo, no hay que ser ingenuos: más de 
nueve de cada diez pesos que se ejercen en el 
rubro en Michoacán de Ocampo provienen del 
gobierno federal. Si existe la voluntad política en 
el citado orden de gobierno se pueden realizar 
acciones de envergadura impensables con los 
escasos recursos con los que se cuentan 
localmente. 

Con respecto a la problemática de Michoacán de 
Ocampo, el nuevo titular de la SEP tendrá grandes 
retos por atender y resolver, ya que, en el pasado, 
en gran medida solamente se sobrellevaron, sin 
que haya cambios estructurales en la situación que 
guardan diversas circunstancias, muchas de las 
cuales son infamantes, inaceptables e 
inaplazables, por ser violatorias de derechos de 
los agentes educativos cardinales: estudiantes, 
maestros y sus familias. 

Por ejemplo, citemos las siguientes, que son de 
máxima prioridad. 

La federalización de la nómina magisterial, la cual 
sigue siendo una promesa sin materializarse. Se 

continúa transfiriendo recursos a nuestra entidad 
federativa a partir de la Partida Presupuestal U-
080, pero no se garantiza que así suceda 
siempre, quedando en los terrenos de la voluntad 
política y de la discrecionalidad el que se rescate 
constantemente la educación michoacana de una 
quiebra. 

La atención a los grupos gremiales y sindicales de 
Michoacán. Debe haber apertura al diálogo. 
Máxime que, al militar muchos de los líderes 
visibles de la disidencia magisterial en la coalición 
gobernante, la atención que se les debe de 
brindar es mucho muy diferente, porque poseen, 
además de su consabida capacidad de 
movilización y legitimidad gremial, un poder de 
picaporte inusitado. Por ende, la conformación de 
acuerdos se vuelve mucho más compleja. 

Revalorizar a los trabajadores de la educación y 
solucionar la compleja problemática magisterial en 
la entidad. Lo cual implica dotarles de mejores 
condiciones laborales, de asegurarles salarios 
dignos, claves que correspondan a la función que 
desempeñan en su ejercicio profesional, así como 
posibilidades certeras de desarrollar una auténtica 
carrera al interior del sistema educativo estatal, 
dedicando atención y recursos a la formación 
inicial y continua de los docentes. 

Mejorar las condiciones educativas de Michoacán, 
garantizando la triple inclusión educativa en la 
entidad; que todas las niñas, niños y jóvenes 
estén, aprendan y participen en las escuelas en 
condiciones dignas y propicias para su desarrollo. 
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Impulsar la transparencia, la rendición de cuentas 
y, en particular, la cultura de la evaluación, de tal 
manera que se pueda conocer el estado que 
guarda el sistema educativo en la entidad 
federativa, poniendo especial énfasis en la 
evaluación del aprendizaje, como insumo esencial 
para la mejora continua del sistema educativo y 
como indicador de ácido de la efectividad de la 
política educativa. 

Dedicar más presupuesto para el sistema 
educativo estatal, direccionado a que se cubra lo 
mínimo indispensable en cada plantel escolar: 
agua, baños, bardas perimetrales, techumbres 
para patios cívicos, aulas, drenaje, electricidad, 
Internet, computadoras, mantenimiento preventivo 
y correctivo, aulas suficientes, amplias y 
ventiladas. 

Profundizar en el diseño y ejecución de los 
programas socioeducativos en la entidad 
federativa, de tal manera que impacten realmente 
en solucionar la problemática, a la par que 
generen capacidades y empoderen a la población 
recipiendaria de los apoyos sociales respectivos. 

Hasta ahora, las transferencias de recursos a las 
escuelas cuentan con un diseño perfectible, cuyas 
áreas de oportunidad se han visibilizado gracias a 
las denuncias públicas en materia de corrupción, 
así como se han generado observaciones por 
parte de los organismos fiscalizadores. 

Paralelamente, la entrega de becas a los 
estudiantes no está imbricada a resultados 
académicos, ni mucho menos al aprendizaje, 

aunque se debe reconocer que elevan los 
ingresos familiares, empodera a los estudiantes en 
el seno familiar, les dota de cierta independencia 
y les brinda facilidades para elevar su 
permanencia escolar, así como para alcanzar más 
grados de escolaridad promedio que los que se 
esperarían en caso de no contar con estos 
recursos adicionales. 

Convertir al sistema educativo michoacano en un 
“modelo nacional”, así como lo anticipó el 
presidente Andrés Manuel López Obrador en 
diversas ocasiones. Para tales efectos, será 
necesario generar un antes y un después, un 
verdadero parteaguas que demuestre una 
auténtica transformación, trazable a través de sus 
indicadores y resultados. 

Tomar la rectoría de la educación en la entidad 
federativa, toda vez que la problemática y sus 
posibles líneas de resolución se centralizaron 
durante el sexenio que está próximo a finalizar. 

Generar oportunidades para que estudiar valga la 
pena: que haya senderos probados exitosos de 
vida para que las niñas, niños y jóvenes aspiren a 
recorrerlos; que existan condiciones para que 
puedan llegar a ser las mejores versiones posibles 
de sí a través de la educación, generando un 
profundo cambio cultural respecto a las 
circunstancias que hoy prevalecen en múltiples 
comunidades de Michoacán, donde la 
narcocultura, la migración forzada y la pobreza 
son prácticamente todos los escenarios 
desesperanzadores posibles que las generaciones 
en formación alcanzan a prospectar. 
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Hasta el momento, Michoacán de Ocampo está 
quedando en un impasse entre ser el modelo de 
sistema educativo estatal a nivel nacional. Tan alto 
compromiso de AMLO no debería de ser pasado 
por alto por el equipo de la presidenta de la 
educación. 

Si se ha puesto tanto esfuerzo en concretar las 
reformas legislativas que constituirán el legado del 
presidente López Obrador, justo y congruente 
sería hacer lo mismo para hacer realidad la 
federalización de la nómina, la transformación 
educativa y todas las medidas de política pública 
que constituirían al michoacano en el estado 
modelo en materia educativa nacional. 

Esperemos que el proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación 2025 tome en cuenta 
estas veintidós acciones y el decálogo para 
Michoacán. Vendrá tambien conformar un equipo 
de trabajo a la altura de los retos en este momento 

histórico neurálgico para nuestra nación. Así 
también, se debe realizar una consulta ciudadana 
sin precedentes para que se conforme el 
Programa Sectorial de Educación a la brevedad y 
el cual sirva a su vez de hoja de ruta para toda la 
política educativa nacional. 

En Michoacán bien valdrá la pena que, desde el 
más alto nivel nacional se impulse la realización 
del Programa Sectorial estatal, el cual, habiendo 
transcurrido ya treinta y seis meses desde que 
inició la actual administración pública local, aún es 
momento que no se ha realizado una consulta 
pública masiva ni, por ende, se ha elaborado tan 
importante documento, rector del desarrollo 
educativo estatal.  En materia educativa, las niñas, 
niños y jóvenes de Michoacán merecen que les 
haga justicia la cuarta transformación, aplicando 
estos veintidós compromisos en toda la geografía 
estatal y atendiendo el decálogo de prioridades 
detectadas enunciado líneas arriba. Que así sea. 
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11.10.2024 

III Informe de Gobierno:  

Control de gestión en educación 
 

	

El control de gestión en la administración pública 
puede definirse como el conjunto de medidas, 
normatividad, procesos y acciones 
gubernamentales empleadas para verificar el 
ejercicio efectivo de la función pública, evaluando 
el cumplimiento de los objetivos institucionales, 
tanto como para generar procesos de mejora 
continua, como para corregir posibles 
desviaciones de las metas trazadas al inicio del 
periodo gubernamental. 

El control de gestión tiene una gran cantidad de 
beneficios a la administración pública, ya que 
permite realizar monitoreo y seguimiento del 
progreso de las actividades planificadas en el plan 
estatal de desarrollo, comparando los resultados 
obtenidos con los objetivos establecidos. Así 
también, posibilita realizar una evaluación de 
desempeño objetiva, al medir y analizar el 
rendimiento de las acciones implementadas en el 
plan, determinando si se han cumplido los 
objetivos y metas propuestas; mientras que facilita 
realizar acciones correctivas ante las desviaciones 
identificadas entre lo planificado y lo informado, 
para así poder tomar medidas correctivas, en aras 
de ajustar el curso de acción y asegurar el 

cumplimiento de los objetivos gubernamentales. 
En suma, nos permite verificar lo alcanzado 
respecto a lo prometido. 

De la actual administración pública estatal, que 
tomó posesión el 1 de octubre de 2021, su punto 
de partida en materia de comprometerse 
formalmente con los michoacanos se ubica el día 
1 de agosto de 2022, cuando se presentó el Plan 
de Desarrollo Integral 2021-2027 (PLADIEM), 
siendo el último de los 15 estados del país que 
tuvieron elecciones en 2021 en cumplir con esta 
obligación constitucional ante la ciudadanía que 
los eligió. 

Cabe subrayar que, el PLADIEM es el único 
instrumento de planeación para el desarrollo en 
materia educativa con el cual se cuenta en 
Michoacán de Ocampo, toda vez que es fecha en 
la cual aún no se consulta, ni mucho menos se 
elabora el Programa Sectorial de Educación para 
el Estado de Michoacán con un horizonte temporal 
al 2027, a pesar de haber transcurrido ya más de 
la mitad del periodo constitucional de gobierno. 
Entonces, es lo que hay. 
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En su estructura, el ámbito educativo se subsumió 
en el Eje 2, Bienestar, en el Objetivo 2.2, 
denominado “garantizar el derecho de la 
población a la educación pública, gratuita, laica, 
obligatoria, humanista, universal, inclusiva, 
intercultural, equitativa, de excelencia y con 
perspectiva de género”, el cual comprende cinco 
estrategias: 2.2.1, “garantizar el derecho social de 
la educación a toda la población”;  
2.2.2,“establecer una educación integral, 
inclusiva, amorosa y respetuosa de la 
interculturalidad”; 2.2.3,“garantizar y fortalecer el 
impulso al magisterio michoacano con una visión 
inclusiva, equitativa y de calidad en todos los 
tipos, niveles y modalidades educativas”; 
2.2.4,“fortalecer la infraestructura y planeación 
para la mejora educativa” y, 2.2.5, “asumir la 
Nueva Escuela Mexicana como un elemento 
fundamental para cambiar las relaciones sociales 
escolares y lograr mejorar el desempeño 
académico y profesional de las y los implicados”; 
con 17, 20, 6, 11 y 8 acciones por realizarse 
respectivamente. 

Si bien, un objetivo y cinco estrategias, con 
sesenta y dos acciones parecerían definir un punto 
de partida mínimo para una administración estatal, 
despierta inmediata sospecha el que se le dotase 
de un sistema de indicadores para evaluar el 
avance sexenal muy precario, incongruente con 
los objetivos, estrategias y acciones e insuficiente 
por añadidura, ya que, apenas si se colocaron seis 
indicadores que poco o nada tienen que ver con 
el proceso de planeación previo. Veamos sus 

puntos de partida, sus progresiones y el estado 
que guardan actualmente: 

Eficiencia terminal en el nivel medio superior, 
rubro en el cual, durante el ciclo escolar 2019-
2020 Michoacán se ubicó en el lugar 28 a nivel 
nacional. Es decir, en ese periodo, nuestra 
entidad federativa fue la quinta peor ubicada en el 
escalafón nacional en cuanto a lograr que los 
estudiantes inscritos en bachillerato o equivalente 
concluyeran el respectivo nivel educativo. 

	

En aquel entonces, el porcentaje base de 
referencia fue un 61.6 por ciento de eficiencia 
terminal, valor que para el 2022 alcanzaba un 
64.1 por ciento, mientras que la meta ascendente 
proyectada para el 2027 se remontaría al 65.59 
por ciento. 

En relación con lo anterior, en el III Informe de 
Gobierno no obra registro de las cifras vigentes 
en torno a la eficiencia terminal en educación 
media superior 

Empero, en las fuentes oficiales (SEP, 2024) 
podemos encontrar que, al cierre del ciclo escolar 
2022-2023 ya se reportaba un 70.0 por ciento 

Es decir, de acuerdo con las cifras que se 
establecieron, ¡ya Michoacán logró superar la 
meta establecida para el 2027, con cinco años de 
antelación! 

	

Eficiencia terminal a nivel primaria, en donde el 
ciclo escolar 2019-2020 se ubicó Michoacán en el 
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lugar 32 a nivel nacional, el peor estado en cuanto 
a niños inscritos en primero de primaria que 
lograban terminar este nivel educativo, con apenas 
el 89.1 por ciento, mientras que para el ciclo 
escolar 2022-2023 ya se lograba un 90.81 por 
ciento, proyectándose llegar al 94.54 por ciento 
en 2027. 

Igual que en el indicador anterior, tampoco se 
reportan estas cifras de avance en el III Informe de 
Gobierno. 

Al respecto, en las fuentes de la SEP, al culminar 
el 2022-2023 ya se reportaba un 92.2 por ciento 
de eficiencia terminal. 

Con lo anterior, se puede hablar de que se ha 
logrado avanzar un 3.1 del 5.44 por ciento 
planteado, lo cual representa un 57 por ciento de 
avance. Lo cual también estaría por encima de la 
meta autoimpuesta en 2022. 

Eficiencia terminal a nivel secundaria, en donde el 
ciclo escolar 2019-2020 se ubicó Michoacán en el 
lugar 32 a nivel nacional, con apenas un 78.3 por 
ciento. Al inicio del ciclo escolar 2022-2023 se 
menciona como cifra base el 81.01 por ciento. Sin 
embargo, en el indicador del cierre del ciclo 
2022-2023 se reportó un 80.2 por ciento de 
eficiencia terminal para Michoacán de Ocampo, a 
reserva de las cifras oficiales que se presenten al 
cierre del ciclo escolar 2023-2024. Esto quiere 
decir que, ¡en un año, empeoró un 0.81 por 
ciento el indicador mencionado 

Grado promedio de escolaridad, en donde el 
ciclo escolar 2019-2020 se ubicó Michoacán en el 

lugar 29 a nivel nacional, con apenas 8.3 grados. 
Al inicio del ciclo 2022-2023 se mencionó se 
obtuvieron 8.73 años de escolaridad, mientras 
que, al cierre de ese ciclo, se reporta que ya se 
alcanzaron 8.9 grados de escolaridad, al la vez 
que se proyectó para este caso la cifra de 9.0 
grados de escolaridad para el cierre del ciclo 
escolar 2023-2024, lo cual es una estimación, no 
una cifra basada en evidencias. La meta para 
2027 es de 9.41 años de escolaridad, por lo cual, 
se llevaría un avance del 63 por ciento respecto a 
lo planificado. 

Porcentaje de población de 15 años y más 
analfabetas, en donde el ciclo escolar 2019-2020 
se ubicó Michoacán en el quinto lugar a nivel 
nacional, con un 7.07 por ciento poblacional. En 
2022 se menciona en el PLADIEM había un 6.49 
por ciento, mientras que se proyectó como meta 
alcanzar el 4.12 por ciento en 2027. 

Para el cierre del ciclo escolar 2022-2023 ya se 
hablaba de una disminución a 6.4 por ciento, 
mientras que en el mismo documento de la SEP se 
estima una reducción a 6.3 por ciento para el 
cierre del ciclo escolar 2023-2024, sin que 
tampoco exista evidencia que soporte esta 
estimación de escritorio.  Asumiendo esa 
proyección como cierta, tenemos un avance del 
26 por ciento respecto a la meta 2027, partiendo 
del año base. 

Rezago educativo, en donde el ciclo escolar 2019-
2020 se ubicó Michoacán en el tercer lugar a 
nivel nacional, con un 29.42 por ciento de las 
personas en esta situación. En 2022, el porcentaje 
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empeoró hasta el 30.15 por ciento. La meta con 
horizonte 2027 trazada es del 28.72 por ciento. 

Ahora, de acuerdo con el más reciente reporte de 
CONEVAL (2024), en la entidad federativa se 
estima una población de 4 millones 950 mil 601 
personas, con cifras de 2023, prevaleciendo 1 
millón 430 mil 300 personas mayores de 15 años 
sin haber concluido la educación básica; lo cual 
representa un 28.29 por ciento de la población en 
Michoacán que permanece en situación de rezago 
educativo. 

¡Lo anterior implica que ya se alcanzaron los 
resultados en este indicador! 

Juzgue usted al respecto, amable lector; 
primeramente, si los seis indicadores guardan 
relación con el objetivo y con las estrategias; 
además, si las cifras utilizadas reflejan el 
desarrollo educativo de las escuelas de su 
comunidad y si son confiables los datos 
presentados. 

Es de observarse que no se hayan colocado 
indicadores ni metas de cobertura educativa, de 
condiciones de infraestructura, de equipamiento, 
de conectividad, de número de días efectivos de 
clases, de abandono escolar, de absorción 
escolar, entre muchos más. 

Así tampoco se involucraron a los niveles de 
educación inicial, de prescolar, de licenciatura, ni 
de posgrado, mucho menos de educación 
indígena o de educación especial. Pareciera que 
se definieron indicadores en donde podría darse 
manipuleo en cuanto al simple manejo del tiempo 

en el que se reportan las cifras a la federación: es 
decir, la eficiencia terminal mejora si nunca se 
reporta la matrícula que causa baja en los 
primeros meses del ciclo escolar, lo cual es 
sumamente plausible retrasando simplemente la 
entrega de información a la SEP. 

No olvidemos que, las cifras que se brindan por 
parte de la SEP están basadas en el Formato 911 
que la propia autoridad educativa estatal reporta a 
la instancia federal. Es decir, no existe la certeza 
plena de que, la SEE, al ser juez y parte, tenga 
imparcialidad plena en el levantamiento, 
presentación y envío de datos. 

Aunado a lo anterior, se sabe qué constantemente 
la autoridad educativa michoacana se retrasa en el 
envío de las cifras, lo cual puede verse en el 
marco del discurso oficial emitido en el marco del 
III Informe, donde difundieron como principales 
logros en el ámbito educativo la repartición de 
tenis, de becas y la dotación de libros a 
bibliotecas, acciones no mencionadas 
directamente en el PLADIEM y que no tienen 
relación directa con los indicadores estipulados. 

Es de recordarse que, justo al concluir el Ciclo 
Escolar 2023-2024 ya se difundía en la entidad 
federativa que Michoacán había disminuido su 
tasa de abandono escolar radicalmente, siendo el 
único dato que se mencionaba en la propaganda 
oficial al respecto de lo sucedido en el periodo 
recién terminado, lo cual de inicio despertaba 
suspicacias. Al verificar lo anterior en las 
comunicaciones del gobierno federal, se contrasta 
con la información contenida en el anuario para el 
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Ciclo Escolar realizado por la SEP, el cual fue 
publicado hace apenas un mes, en donde se 
exhibe que no obran aún datos específicos para 
nuestra entidad federativa en el rubro 
mencionado, ni muchos otros más. ¿Cómo se 
construyó entonces esa cifra de abandono escolar 
en la entidad siendo que muchos planteles a la 
fecha no les entregan siquiera boletas de 
calificaciones del ciclo escolar anterior a los 
padres de familia? 

Por otra parte, tampoco esos seis indicadores 
guardan relación directa con los atributos 
constitucionales de la educación:  ni con la 
universalidad, toda vez que ninguno de esos seis 
indicadores exhibe, ya sea directa o 
indirectamente que se está brindando cobertura a 
todas las niñas, niños y jóvenes en edad escolar; 
ni con la inclusividad, ya que no se reflejan las 
acciones para superar barreras de aprendizaje; ni 
con la laicidad, porque no existe política pública 
alguna conocida que supervise la ausencia de 
dogmas e ideologías al interior de los planteles 
escolares cuya modalidad de sostenimiento es 
público; tampoco con la gratuidad, por la misma 
ausencia de supervisión y control, ni de la 
excelencia, porque no hay mediciones que 
permitan compararse siquiera respecto a sí 
mismos. 

Finalmente, en cuanto a los derechos educativos 
de las niñas, niños y jóvenes, desde el capítulo 
Michoacán de Mexicanos Primero impulsamos que 
se garanticen los derechos educativos de las 
niñas, niños y jóvenes en la entidad federativa en 
un modelo de triple inclusión: que todos estén, 

aprendan y participen en las escuelas 
michoacanas.  Al respecto, no se involucran 
metas, objetivos, acciones ni indicadores que 
aseguren la cobertura, ni que evalúen el 
aprendizaje de las niñas, niños y jóvenes en la 
entidad desde el PLADIEM 2021-2027, ni mucho 
menos la participación escolar. 

Particularmente, se subraya que, los resultados 
presentados en el III Informe no hablan una sola 
palabra del aprendizaje alcanzado. 

En suma, existe una ausencia de consistencia entre 
las obligaciones constitucionales del gobierno 
estatal, los resultados del esfuerzo de 
planificación, los indicadores definidos para 
mensurar el avance y lo difundido en el marco del 
III Informe de Gobierno.  Es perentorio que exista 
control de gestión, tanto por parte de los titulares 
de la administración educativa estatal, como por 
parte e los organismos de planeación, evaluación 
de metas, de fiscalización y control. 

Más aún, el gobierno, como ya se dijo, no debe 
de tener conflictos de interés, no puede ser juez y 
parte en la evaluación de su avance. Debe de 
haber acceso pleno a conocer los resultados de su 
gestión, mediante organismos consultivos, de 
gobernanza, que permitan a los participantes 
tener información de los procesos educativos, 
para proponer en aras de la mejora continua de la 
educación. 

Es importante que las autoridades tomen en 
cuenta a la sociedad civil, a la academia, a los 
investigadores, a los medios de comunicación, a 
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los padres de familia, a los estudiantes, a los 
maestros que ejercen su vocación docente y a la 
ciudadanía en general para realizar procesos de 
planeación integrales y participativos, así como el 

control de gestión. Asumir la rectoría educativa 
implica construir gobernanza y ejercer un 
gobierno abierto. 
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18.10.2024 

¡Necesitamos escuelas completas para todos! 
 

 

Recientemente, se realizaron protestas por parte 
de padres de familia, quienes exhibieron la 
precariedad en la cual se encuentran los 
estudiantes de la colonia Villas del Pedregal, en el 
municipio de Morelia. En rueda de prensa 
mostraron la improvisación en la cual persiste la 
infraestructura física educativa de planteles que 
llegaron a tomar clases en camiones de mudanzas 
y actualmente hacen lo propio en tejabanes de 
madera forrados con lonas de propaganda política 
del partido en el poder estatal.  Lo anterior resulta 
icónico de la situación en la cual se maneja el 
gasto del erario en nuestros días, en pleno Siglo 
XXI, ya que explica per se en muy buena medida 
las asimetrías en las cuales persiste nuestra 
sociedad. 

El gobierno estatal anunció, a manera de 
respuesta, que se construirán tres planteles con un 
costo de 42 millones de pesos, pero que estarán 
listos, en el mejor de los casos, hasta el ciclo 
escolar siguiente.  Lo anterior siembra muchas 
más dudas que certidumbres, ya que al ser la 
unidad habitacional más grande de Michoacán de 
Ocampo, al vivir más de treinta mil personas en 
ella, de acuerdo con el Censo Nacional de 
Población y Vivienda de 2020 realizado por 
INEGI, inmediatamente pone a pensar respecto a 

cómo se encuentran planteles en los cinturones de 
miseria de los principales centros poblacionales 
de la entidad federativa, así como en las 
comunidades rurales más alejadas, marginadas y 
sumidas en fenómenos de pobreza, marginación, 
migración y violencia. 

Así también, impulsa a revisar cuál es el 
funcionamiento que tienen los planteles de 
CONAFE; Telebachillerato y Telebachillerato 
Comunitario, Telesecundaria, educación indígena 
y escuelas multigrado, partiendo de la 
infraestructura, equipamiento y conectividad, que 
a todas luces dejan mucho que desear la inmensa 
mayoría de estos planteles, de acuerdo con la 
información que arroja el Sistema de Información 
y Gestión Educativa (SIGED) de la SEP. 

Mas aún, recientemente, Mexicanos Primero 
presentó un estudio donde exige las profundas 
falencias en materia de infraestructura física 
educativa que vulnera la universalidad del acceso 
a la educación y su inclusividad, ya que es una de 
las principales barreras al aprendizaje y la 
participación escolares que enfrentan millones de 
estudiantes. Lo anterior se exacerba en el caso de 
la educación especial, donde se concentran los 
peores indicadores en materia de cobertura, 
acceso a la educación e infraestructura adaptada. 
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Esto no es nuevo, ya que incluso la misma 
autoridad lo reconoce, como en el Programa 
Sectorial de Educación 2024-2027, publicado en 
el Periódico Oficial del Estado de Michoacán de 
Ocampo apenas el pasado 8 de abril, se exhibe 
en cierta medida la situación en la cual se 
encuentra nuestra entidad federativa, en donde se 
dice que tenemos tasas de cobertura del 89 por 
ciento en educación secundaria y del 66 por 
ciento en educación media superior, lo que 
quiere decir que ni siquiera contamos con las 
butacas suficientes para sentar a los jóvenes de 
esos niveles educativos en las aulas, en caso de 
que todos quienes tienen derecho a cursar 
educación acudieran a los planteles educativos a 
reclamar los espacios a los que 
constitucionalmente tienen derecho. 

Aunado a lo anterior, en esta semana, la UNICEF y 
el CONEVAL presentaron en coautoría un reporte 
denominado “Pobreza Infantil y Adolescente en 
México“, donde se muestra que nuestra entidad 
federativa continúa con altos niveles de pobreza 
en lo que respecta a sus niñas, niños y jóvenes, ya 
que 50.1 por ciento de ellos viven en esa situación 
socioeconómica. 

Exhibe que, respecto de 2020, se dio una 
reducción de la pobreza estadísticamente 
significativa en 24 de las 32 entidades federativas, 
exceptuando a Aguascalientes, Campeche, 
Durango, Estado de México, Michoacán, Nayarit, 
Oaxaca y Zacatecas, las cuales son las entidades 
federativas donde el nivel de pobreza infantil y 
adolescente se mantuvo sin cambios en el bienio. 

El rezago educativo exhibe un patrón diferenciado 
entre las entidades, en donde los valores más altos 
están en Chihuahua, Guanajuato, Jalisco, 
Michoacán y Chiapas. 

La infraestructura física educativa es indispensable 
porque genera condiciones de acceso educativo 
equitativo, porque asegura que todos los 
estudiantes tengan acceso a un ambiente de 
aprendizaje digno, sin importar su origen 
socioeconómico. 

Así también, las escuelas bien construidas 
proporcionan un entorno seguro, reduciendo 
riesgos de accidentes y permitiendo que los 
estudiantes se concentren en aprender sin 
preocupaciones. 

Esto también asegura que, los estudiantes son más 
propensos a asistir regularmente y estar motivados 
a aprender en un entorno cómodo y bien 
equipado, mientras que, las infraestructuras 
adecuadas promueven la salud física y mental de 
los estudiantes al proporcionar espacios limpios, 
ventilados y bien iluminados. 

La inclusión y accesibilidad se garantiza, porque 
escuelas con infraestructura adecuada pueden 
adaptarse para incluir a estudiantes con 
discapacidades, asegurando que todos tengan la 
oportunidad de aprender. 

También, una infraestructura escolar adecuada 
influye positivamente en el rendimiento 
académico, ya que facilita mejores condiciones 
para el estudio y la enseñanza. 
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Por otra parte, un ambiente de trabajo agradable y 
seguro ayuda a retener a buenos profesores, 
quienes son esenciales para la calidad educativa, 
arraigándolos y brindándoles mejores condiciones 
de trabajo. 

Con escuelas completas, la igualdad de 
oportunidades se potencia, porque el asegurar 
una infraestructura digna en todas las escuelas 
públicas promueve la igualdad de oportunidades 
educativas para todos los niños y jóvenes. 

Así también, contar con mejores instalaciones 
educativas es sinonímico de resiliencia ante 
desastres. Los edificios escolares bien construidos 
y mantenidos pueden resistir desastres naturales, 
protegiendo a los estudiantes y garantizando la 
continuidad educativa. 

Debe tenerse en cuenta que, las infraestructuras 
adecuadas facilitan la implementación de 
programas extracurriculares que complementan la 
educación formal. A la vez que, los espacios 
seguros y adecuados fomentan la igualdad de 
género, asegurando que todas las niñas y niños 
tengan las mismas oportunidades educativas. 

Ahora que se está promoviendo la lectura en 
Michoacán es importante considerar que, las 
bibliotecas bien equipadas y accesibles 
promueven el hábito de la lectura y el amor por 
los libros, al contarse con espacios adecuados 
para tales efectos. 

Mientras que, por otra parte, las escuelas con 
instalaciones sanitarias adecuadas previenen la 
propagación de enfermedades infecciosas 

endémicas, como el dengue, el zika y muchas 
más, a la vez que mejoran la salud de los 
estudiantes. 

Desde una perspectiva de la educación 
tecnológica y el fomento de la creatividad, las 
escuelas bien equipadas permiten la 
implementación de nuevas tecnologías y métodos 
de enseñanza, fomentando la innovación en el 
aprendizaje y una buena infraestructura facilita la 
participación de la comunidad en actividades 
escolares, creando un sentido de pertenencia y 
apoyo colectivo. 

Contar con condiciones adecuadas de estudio 
reducen el riesgo de abandono escolar, 
motivando a los estudiantes a continuar su 
educación. También, tener escuelas con 
comedores bien equipados pueden proporcionar 
programas de alimentación que mejoren la 
nutrición y el rendimiento de los estudiantes. 
Paralelamente, un entorno adecuado fomenta el 
crecimiento personal y social de los estudiantes, 
enseñándoles a valorar y cuidar su espacio de 
aprendizaje. 

Es importante considerar que, un ambiente escolar 
digno y seguro ayuda a prevenir la violencia y el 
acoso escolar, creando un ambiente propicio para 
el aprendizaje. Particularmente, las instalaciones 
seguras y espaciosas acotan lo anterior. 

Por otra parte, las escuelas equipadas con 
tecnología moderna preparan a los estudiantes 
para el mundo digital, brindándoles habilidades 
esenciales para su futuro. 
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Un entorno escolar agradable facilita la 
convivencia y el desarrollo de relaciones 
interpersonales saludables entre estudiantes y 
profesores. Asi también, los padres y tutores están 
más satisfechos y comprometidos con la 
educación de sus hijos cuando saben que 
estudian en un entorno digno y seguro. 

No olvidemos que, los espacios accesibles y 
adaptados aseguran que todos los estudiantes, 
independientemente de sus capacidades, puedan 
aprender en igualdad de condiciones. Así 
también, las instalaciones deportivas adecuadas 
promueven la educación física y el deporte, 
contribuyendo al desarrollo físico y mental de los 
estudiantes. Mientras que, escuelas bien 
equipadas pueden ofrecer programas de 
emprendimiento, preparando a los estudiantes 
para crear sus propias oportunidades. E incluso, 
las escuelas de calidad pueden obtener 
reconocimiento internacional, atrayendo 
programas y recursos que beneficien a la 
comunidad educativa. Así también, las 
infraestructuras sostenibles y respetuosas con el 
medio ambiente enseñan a los estudiantes la 
importancia de cuidar nuestro planeta 

Paralelamente, las escuelas que cuentan con 
instalaciones completas permiten un mayor 
desarrollo de habilidades artísticas, porque los 
planteles que tienen talleres de arte y música 
pueden profundizar en las disciplinas de la 
educación artística, viviendo asi los estudiantes 
mejores experiencias estéticas y la apreciación por 
las artes desde la educación básica. 

Así también, los  planteles con infraestructura 
física educativa completa y digna son, por 
antonomasia, espacios para la promoción de la 
investigación científica, desde la educación 
básica, ya que contar con talleres y laboratorios 
bien construidos y equipados posibilitan a los 
estudiantes explorar y desarrollar sus intereses 
científicos, así como a los docentes hacer gala de 
sus habilidades pedagógicas al poder construir un 
portafolio inmenso de actividades de aprendizaje, 
en caso de contar con los recursos necesarios 
para tales efectos. 

En suma, existen muchas razones por las cuales en 
Michoacán debe contarse con escuelas públicas 
con infraestructura física educativa digna y 
construida para garantizar debidamente los 
derechos educativos de las niñas, niños y jóvenes. 
Seguir al margen de la vivencia plena de las 
garantías individuales solamente posterga el 
desarrollo integral de nuestra entidad federativa, a 
la vez que destruye las esperanzas de más de un 
millón de niñas, niños y jóvenes de contar con un 
porvenir próspero. 

Asumir la rectoría educativa implica construir, 
equipar, dotar de conectividad, de mantenimiento 
preventivo y correctivo, así como de consumibles 
y toda clase de condiciones que brinden acceso al 
ejercicio integral de los derechos educativos a los 
estudiantes, lo cual implica que todas las niñas, 
niños y jóvenes puedan estar, aprender, participar 
y convivir en entornos dignos y libres de violencia, 
en cada uno de los planteles escolares de nuestra 
entidad federativa. 
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Para la construcción del presupuesto educativo 
2025, tanto desde la federación como desde 
nuestra entidad federativa y los gobiernos 
municipales debe ser una altísima prioridad 
destinar la mayor cantidad de recursos posibles a 
dignificar las condiciones en las cuales las niñas, 
niños y jóvenes tienen acceso a la educación, para 

lograr su universalidad e inclusividad a las cuales 
tienen derecho. Es momento de cimentar el futuro 
de nuestra entidad federativa mediante acciones 
eminemente educadoras.  En MIchoacán solo se 
puede hablar de un ciclo escolar completo si 
contamos con escuelas completas para todos. 
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01.11.2024 

Así se planificó la educación michoacana 
 

 

 

“El que abandona la idea, pierde” 

Benito Pablo Juárez García (1806 – 1872) 

 

La planificación para el desarrollo es una de las 
mejores herramientas con las que contamos los 
ciudadanos para darnos cuenta de cuál será el 
destino que correrá la administración pública. 

A través de ella podemos detectar si el discurso es 
consistente con los objetivos planteados, la 
presupuestación asignada y los resultados 
obtenidos. 

De esta manera, al dar seguimiento a los 
instrumentos de planeación para el desarrollo los 
ciudadanos sabemos cómo vamos, si es necesario 
un viraje de timón, un ajuste de gabinete o una 
reingeniería profunda. 

Incluso, podemos vaticinar con facilidad si los 
funcionarios serán llamados a cuentas en su 
momento respectivo, salvo algún milagro político 
que conjure la rendición de cuentas respecto a las 
responsabilidades incurridas. 

Excesos han ocurrido en el pasado, despropósitos 
totales. Por ejemplo, sin entrar en detalles, basta 
decir que, en el sexenio pasado apenas si se 
elaboró el Programa Sectorial de Educación 
(PROSE) en 2020, con un horizonte a 2021. En el 
cuatrienio 2012-2015 se colocaron indicadores 
inasibles por parte de las políticas públicas 
educativas: se colocó como medida de la calidad 
educativa el número de medallas obtenidas por los 
atletas juveniles en la Olimpiada Nacional Infantil y 
Juvenil (hoy Juegos CONADE). Históricamente, la 
planeación para el desarrollo educativo estatal ha 
sido una de nuestras principales falencias en la 
materia. 

Recordemos que, el marco normativo de la 
planeación para el desarrollo se encuentra 
principalmente en el Artículo 25 constitucional, el 
cual propugna el Sistema de Planeación 
Democrática en México, así como asigna al Estado 
mexicano la rectoría del desarrollo nacional (el 
cual increíble, pero explicablemente se omite en 
el apartado denominado Marco Jurídico del 
PROSE) así como en la Ley Estatal de Planeación 
del estado de Michoacán. 
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Entonces, estos instrumentos de planeación se 
convierten en vinculantes, es decir, de 
observancia y ejecución obligatorias, hacia los 
cuales toda acción de gobierno y su respectiva 
presupuestación se deben de subordinar, 
debiendo impactar en resultados a favor de 
conseguir los objetivos planteados en el PLADIEM 
y en el PROSE. 

El PLADIEM fue publicado el 1 de agosto de 
2022, mientras que el PROSE fue emitido el 8 de 
abril de 2024. El primero de ellos fue el último en 
publicarse de los 15 estados que tuvieron elección 
en 2021, mientras que el PROSE apareció 
publicado en circunstancias atípicas. 

En el portal electrónico del Gobierno del Estado 
de Michoacán, no aparece la carpeta del 8 de 
abril, mientras que en la del Congreso del Estado 
sí está publicado el documento, fraccionado en 
cuatro partes. Paralelamente, en el servidor de la 
Secretaría de Educación en el Estado se encuentra 
alojado el documento completo. Extraño, ¿no? 

Más aún, cabe hacer notar que, desde la 
Dirección de Monitoreo de Políticas Públicas de 
Mexicanos Primero se realizaron solicitudes de 
acceso a la información a través de la Plataforma 
Nacional de Transparencia, en las cuales, 
recursivamente se nos contestó que el Programa 
Sectorial de Educación se encontraba en proceso 
de elaboración. Basta citar la solicitud número 
161284124000165, contestada el 25 de julio 
pasado, por la Mtra. María Selene Licea Garibay, 
quien a la letra dice que “se hace de su 
conocimiento que el Programa Sectorial de 

Educación está en proceso”. ¿Qué diría Kafka al 
respecto? 

En los anexos técnicos de los indicadores del 
PLADIEM se declaran actualizaciones anuales o 
bianuales de indicadores que, en realidad solo 
son proyecciones, ya que cuando se censan es 
cada 10 años, habiendo un corte intercensal a los 
cinco años. Entonces, las variables de rezago 
educativo, analfabetismo y escolaridad promedio 
solo se conocerán hasta 2031, cuando se 
publiquen los resultados del Censo Económico de 
2030. 

Desde el mismo PLADIEM, en el documento 
inicialmente presentado aparecen solamente seis 
indicadores para mensurar un objetivo, cinco 
estrategias y 62 acciones de gobierno, a saber: 

Eficiencia terminal en el nivel medio superior 

Eficiencia terminal a nivel primaria 

Eficiencia terminal a nivel secundaria 

Grado promedio de escolaridad 

Porcentaje de población de 15 años y más 
analfabetas 

Rezago educativo 

Inconsistentemente, en el Anexo del PLADIEM, en 
las denominadas “fichas técnicas”, que son la 
descripción de los seis indicadores ahora son: 

Rezago educativo 

Porcentaje de población de 15 años y más 
analfabetas 
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Grado promedio de escolaridad 

Porcentaje de personal docente con estudios de 
tipo superior titulados. 

Escuelas con servicios. 

Tasa de abandono escolar por nivel y tipo 
educativo. 

Es decir: se cambiaron arbitrariamente tres de los 
seis indicadores, dejando en completa 
ambigüedad lo conducente respecto a eficiencia 
terminal. 

Lo anterior, prácticamente deja en estado de 
indefensión al PROSE, en donde aparecen 101 
líneas de acción correspondientes a 5 estrategias, 
pero con solamente cinco indicadores, a saber: 

Rezago educativo. 

Grado promedio de escolaridad. 

Perfil de los docentes de educación preescolar, 
primaria, secundaria, media superior con ciertos 
atributos compartidos (sic). 

Escuelas y planteles según disponibilidad de 
servicios básicos, tecnologías de la información y 
materiales e infraestructura adaptados para 
personas con discapacidad. 

Personal de educación básica y normal cuyo pago 
de nómina se realiza en tiempo y forma. 

Empero, en los anexos técnicos del PROSE; estos 
indicadores se convierten en once, a saber: 

Rezago educativo. 

Porcentaje de población de 15 años y más 
analfabetas 

Abandono escolar 

Grado promedio de escolaridad 

Eficiencia terminal 

Tasa neta de matriculación 

Índice de paridad de género 

Porcentaje de alumnos con discapacidad 

Porcentajes que representan el perfil de los 
docentes de educación preescolar, primaria, 
secundaria, media superior con ciertos atributos 
compartidos (sic). 

Porcentajes de escuelas y planteles según 
disponibilidad de servicios básicos, tecnologías 
de la información y materiales e infraestructura 
adaptados para personas con discapacidad. 

Porcentaje del personal de educación básica y 
normal cuyo pago de nómina se realiza en tiempo 
y forma. 

A simple vista aparecen las inconsistencias; 
además de ser profundamente cuestionable que 
un indicador de desarrollo sea el pago puntual a 
los maestros, lo cual es un prerrequisito para la 
operatividad del sector educativo, lo cual en el 
mejor de los casos es un indicador de gestión, 
más no de procesos educativos,  también en el 
documento se reconoce explícitamente que no 
hubo una consulta especial para elaborar el 
PROSE, sino que fue un estudio de escritorio con 
resabios de lo que se pudo recuperar en la 
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elaboración del PLADIEM. No olvidemos que, los 
indicadores elegidos, ya se alcanzaron, en materia 
de eficiencia terminal, por el fenómeno de la 
pandemia, que puso a muchos estudiantes 
regresando a las aulas, con lo cual se alcanzaron 
porcentajes alegres que no reflejan la realidad 
que padecen cientos de miles de jóvenes que se 
encuentran fuera de las aulas a pesar de estar en 
edad escolar. 

Más aún, recordemos que, en la metodología de 
marco lógico que impera derivada de la Ley de 
Contabilidad Gubernamental, la cual condiciona el 
ejercicio del presupuesto a la obtención de 
resultados, cuando las metas son inferiores al 
noventa por ciento de lo planteado o cuando son 
superiores al ciento diez por ciento se reportan 
por los auditores a manera de hallazgos, por 
evidenciar falta de resultados o una definición 
defectuosa de metas por alcanzarse, al haberse 
planteado demasiado bajas. Es el caso de las 
eficiencias terminales. 

No hay buen camino para quien no sabe a donde 
va.  Para Nicolás Maquiavelo, la razón de Estado 
se entendía como un conjunto de objetivos que 
legitiman la acción del político y que le permiten 
al Estado garantizar su existencia y 
conservación. Es decir, actuar bajo la razón de 
Estado es un recurso de poder que va más allá de 
cualquier principio moral o teológico 

Ahora, en nuestros tiempos, ante la ausencia de 
indicadores de abandono escolar en el proceso 
de planeación para el desarrollo, este flagelo se 
ha convertido en el pretexto perfecto; es decir, el 

abandono escolar se ha convertido en la razón de 
Estado, en un sentido eminentemente 
maquiavélico: 

Se dice que se regalan tenis para abatir el 
abandono escolar. 

Que se hacen conciertos musicales y se regalan 
libros para retener a los estudiantes en las 
escuelas. 

Se menciona que los teleféricos por construirse, 
cuestionados por los programas de movilidad 
sustentable, por los gremios transportistas, por los 
colonos y por los estudios de factibilidad, así 
como por el costo que tendrá el pasaje, el cual 
será el mismo que el transporte tradicional.  
Porque, tres de cada diez casos de abandono 
escolar, se afirma, suceden por falta de transporte. 

Sí, son inconsistencias totales, que tienen que ver 
con gobernar sin base en evidencia, a la par que 
sin congruencia entre el discurso, los actos de 
autoridad y las metas planteadas, a pesar de haber 
sido totalmente unilaterales y no haber tomado en 
cuenta prácticamente a la ciudadanía en estos 
procesos. 

Entonces, tampoco hay manera tampoco de 
sustentar la afirmación de que “Michoacán vive un 
milagro financiero”, al menos no en el sector 
educativo, porque si nunca partimos de un 
proceso sistemático de planeación, mucho menos 
podemos afirmar que se está invirtiendo lo 
necesario, ni tampoco conoceremos los costos de 
oportunidad que se están dejando pasar en caso 
de estarse dejando de ejercer montos de gasto 
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público en rubros que a la fecha nos son 
desconocidos, con las consecuencias terribles que 
ello podría implicar. 

En suma, hay una larga tradición de 
desencuentros entre la planeación para el 
desarrollo y las acciones educativas en Michoacán 
de Ocampo. 

Es inaceptable dejar pasar el tiempo rigiéndose 
por un marco de planeación inercial, 
desarticulado y carente de consistencia con el 
discurso, acciones e inversiones públicas 
destinadas a la educación, toda vez que el sistema 
de planeación hoy vigente no tiene pleno impacto 
en los indicadores educativos más sensitivos y 
básicos. 

En este caso, como se evidenció líneas arriba, 
tanto el PLADIEM como el PROSE presentan 
falencias de origen, las cuales lastran el ejercicio 
de gobierno de inicio. Es preciso hacer ajustes al 
respecto. 

Es importante que los ciudadanos entendamos la 
magnitud de lo que está pasando para evitar que 
se repitan las circunstancias o tengan un impacto 
más grave en el desarrollo educativo en nuestra 
entidad federativa. 

Y al Gobierno del Estado hacerle un llamado a la 
racionalidad, a basarse en evidencia para el 
desarrollo de la política educativa estatal y a 
subordinar todas sus acciones al interés superior 
de las niñas, niños y jóvenes en la entidad 
federativa. 

No solamente desconocemos el estado que 
guarda el aprendizaje en la entidad, ni las 
situaciones socioemocionales, el impacto de la 
pandemia en la educación, sino que no tenemos 
consistencia siquiera entre objetivos, indicadores y 
metas. 

Es contingente reformular el proceso de 
planeación para el desarrollo, porque el actual no 
garantiza lo básico, lo mínimo indispensable para 
que las niñas, niños y jóvenes en la entidad 
federativa tengan garantizados sus derechos a 
estar, aprender, participar y convivir en las 
escuelas michoacanas en condiciones dignas y 
propicias para la vivencia plena de sus garantías 
individuales. 

Debe hacerse una consulta ciudadana previa a la 
elaboración de los instrumentos de planeación 
para el desarrollo, con paneles de expertos, 
grupos de enfoque para la toma de decisiones 
tales como la selección de indicadores 
pertinentes. 

Es menester la presentación semanal de 
resultados, la conformación de una mesa de 
educación donde se brinden resultados 
públicamente de los avances generados por las 
acciones de más de 80 mil trabajadores de la 
educación, entre basificados, temporales y 
personal de estructura y con más de treinta mil 
millones de pesos de inversión anual. 

Debe constituirse mecanismos de participación 
ciudadana y gobernanza en torno al sistema de 
planeación para el desarrollo. Toda vez que la 
volatilidad de las políticas públicas en materia 
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educativa es manifiesta y cada sexenio se realizan 
reformas de gran calado, es menester generar 
comités y organismos ciudadanizados que le 
brinden seguimiento puntual a los grandes temas 
educativos estatales, en aras de que no se diluya 
el esfuerzo realizado cada sexenio, lo que implica 
olvido y reinicio al iniciar la siguiente 
administración estatal, con el consecuente 
dispendio de recursos y esfuerzos. 

La trazabilidad de las políticas públicas desde el 
proceso de planeación hasta la comprobación 
plena del recurso devengado en materia 
educativa, para la mejora continua de indicadores 
educativos y gobernar bajo la cultura de la 
evaluación. Por ello, se deben generar 
mecanismos de rendición de cuentas respecto a 
indicadores educativos que realmente afectan a 
toda la comunidad educativa cotidianamente. Por 
ejemplo, la instauración del clasómetro, 
consistente en una plataforma web en donde día 
tras día, grupo por grupo y escuela por escuela se 

visibilice si hubo actividades educativas o no, así 
como se informe en caso de que haya alguna 
incidencia al respecto. 

Indudablemente, existe en el gabinete educativo y 
el de planeación del Gobierno del Estado la 
capacidad de ajustar el rumbo no es difícil, sólo 
hay que reconocer la situación y hacer precisiones 
a la planeación estatal. 

El sistema educativo estatal está a tiempo de 
rectificar y de generar mejora continua por los 
derechos de la niñez y la juventud. 

Retomemos el epígrafe juarista de esta entrega: no 
abandonemos el ideal constitucional de hacer 
valer los derechos educativos de los michoacanos, 
ni tampoco permitamos que se ceda a la tentación 
de gobernar bajo la maquiavélica razón de 
Estado: merecemos un gobierno educador, que 
planifique participativamente, conforme a lo que 
la norma le mandata y que cumpla lo programado. 
Que así sea. 
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08.11.2024 

Educación Michoacana: Cómo vamos 

 
 

“No hay viento favorable para el que no sabe a 
dónde va” 

Séneca (4, A.C. – 65 D.C.) 

 

Ya se cumplió el mes de gobierno de la Dra. 
Claudia Sheinbaum Pardo, presidenta de México, 
así como se acumularon 37 meses del Mtro. 
Alfredo Ramírez Bedolla al frente de las 
responsabilidades de la administración pública 
estatal de Michoacán de Ocampo. 

Particularmente, en materia educativa, es 
importante comenzar a generar resultados 
debidamente armonizados con la visión nacional, 
en la cual al menos 22 de los 100 Pasos por la 
Transformación -un plan de acción inmediata 
presentado por la titular del poder del ejecutivo 
federal- están referidos directa o indirectamente al 
sistema educativo nacional; lo anterior sin olvidar 
que, la presidenta Sheinbaum expresó que desea 
ser recordada al término de su mandato como la 
“presidenta de la educación”, 

En el III Informe de Gobierno del Estado de 
Michoacán se presentaron pocas cifras respecto a 
avances y resultados, a pesar de cumplirse la 

mitad del sexenio en la administración estatal. Las 
dos principales acciones comunicadas fueron la 
entrega de tenis a estudiantes de secundaria, el 
pago puntual de las quincenas a los trabajadores 
de la educación y la entrega de becas. 

Particularmente, llamó la atención la escasa 
vinculación entre lo informado y lo planificado, lo 
que ha motivado análisis y exposición de 
resultados que han acumulado varias entregas 
previas en estas mismas páginas. Para esta 
ocasión falta simple y llanamente referir cómo 
vamos de acuerdo con todo lo planificado. 

Respecto a los indicadores que deberán 
monitorearse, los documentos de referencia son el 
Plan de Desarrollo Integral del Estado de 
Michoacán (PLADIEM) y el Programa Sectorial de 
Educación (PROSE). En su interior aparecen 
inconsistencias entre sus indicadores declarados y 
los que se refieren en sus fichas técnicas, ya que 
no coinciden entre sí. En el PLADIEM aparecen 
seis indicadores declarados en el texto y seis en 
las fichas técnicas, de los cuales solo coinciden 
entre sí tres; lo que dificulta su seguimiento. 
Análogamente, en el Programa Sectorial de 
Educación aparecen cinco indicadores en el texto 



	
68	

y once en las fichas técnicas, de los cuales 
coinciden cinco entre sí. 

Lo anterior se complica aún más al comparar el 
PLADIEM y sus fichas técnicas de indicadores con 
el PROSE y sus fichas técnicas, ya nos 
encontramos entonces con trece diferentes 
indicadores, de los cuales once son inconsistentes 
entre sí, por su intrínseca intermitencia, ya que 
solamente aparecen dos repetidos en ambos 
instrumentos de planeación y sus respectivas 
fichas técnicas: 1) rezago educativo y 2) 
escolaridad promedio. 

Lamentablemente, en ambos casos se trata de 
información que se construye cada década, por lo 
que deberemos de esperar a la develación de los 
resultados del Censo Nacional de Población y 
Vivienda 2030 para conocer el estado que se 
guarda en ambos casos. Todo lo que se pueda 
decir respecto a rezago educativo y escolaridad 
promedio, sin contar con una base censal que 
respalde a las afirmaciones son meras 
estimaciones y proyecciones de escritorio, en el 
mejor de los casos. 

Entonces, la respuesta a cómo vamos no puede 
darse sino parcialmente. 

De los otros once indicadores, nos encontramos 
con lo siguiente: 

1), 2) y 3) Eficiencia terminal en el nivel medio 
superior, primaria y secundaria:  como ya lo 
demostramos en artículos anteriores, la eficiencia 
no es el indicador más preciso para evaluar el 
acceso ni la permanencia en el sistema educativo 

estatal, por encontrarse bajo un comportamiento 
atípico, derivado del regreso de niñas, niños y 
jóvenes a las aulas, después de haber estado 
desescolarizados como un efecto inmediato de la 
pandemia. 

Porcentaje de población de 15 años y más 
analfabetas: es un indicador que se tendrá hasta 
que se aplique el Censo Nacional de Población y 
Vivienda 2030. 

Abandono escolar, indicador del cual no 
contamos con la información debidamente 
actualizada en el SIGED ni tampoco con acceso a 
la fuente original de los datos: el formato 911. 

Porcentajes que representan el perfil de los 
docentes de educación preescolar, primaria, 
secundaria, media superior con ciertos atributos 
compartidos (sic). Respecto a los “ciertos 
atributos”, digámoslo con claridad: la autoridad 
quiere decir “docentes con título y cédula 
profesional de licenciatura”. Recordemos que, se 
publicó un estudio en donde se exhibe que los 
profesores de educación básica en Michoacán 
ocupan el penúltimo lugar en materia de titulación 
a nivel licenciatura, solamente por debajo de 
Nuevo León. 

Porcentajes de escuelas y planteles según 
disponibilidad de servicios básicos, tecnologías 
de la información y materiales e infraestructura 
adaptados para personas con discapacidad. De lo 
cual tampoco se cuenta con información 
actualizada a la fecha del III Informe de Gobierno. 
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Porcentaje del personal de educación básica y 
normal cuyo pago de nómina se realiza en tiempo 
y forma. De ello, se reporta un 99 por ciento de 
avance, lo cual es positivo, ya que es una añeja 
demanda del magisterio y de nuestra propia 
organización ciudadana, pero que no debería ser 
una meta educativa, sino una meta de gestión, así 
como podría estipularse el pago a los 
proveedores, llegar a cero adeudos con los 
organismos operadores de agua o la Comisión 
Federal de Electricidad, entre otros rubros, por 
citar algunos ejemplos. 

Tasa neta de matriculación, la cual sí es un 
indicador relevante, ya que se calcula dividiendo 
el número de alumnos matriculados en un grupo 
de edad por la población de ese mismo grupo de 
edad, y multiplicando el resultado por 100. La 
complicación resulta de no contar con cifras de 
población actualizadas desde el 2020. 

Índice de paridad de género, el cual 
afortunadamente no tiene problema alguno en la 
entidad federativa desde hace muchos años. 
Incluso, está demostrado que, a nivel de 
educación superior, hay más mujeres que varones 
estudiando en Michoacán. Más bien, se requiere 
depurar el indicador para identificar a las 
personas que están quedando fuera de ejercer sus 
derechos educativos por cuestiones de género y 
diseñar políticas públicas para asegurar su 
permanencia escolar. 

Porcentaje de alumnos con discapacidad, el cual 
es un indicador abiertamente cuestionable, 
porque no se trata de tener un alto o un bajo 

porcentaje de estudiantes que afrontan las 
condiciones citadas, sino que debería de 
evaluarse más bien una tasa neta de matriculación 
de estudiantes con discapacidad, empleando la 
misma técnica de cálculo que en el caso 9).  La 
autoridad educativa reconoce en un comunicado 
de 2023 que brindan atención en 17 zonas 
escolares y un total de 112 USAER a más de 17 mil 
estudiantes de educación básica. Empero, el 
INEGI habla hasta de un 17 por ciento de la 
población con discapacidad.  Si partimos de este 
porcentaje y asumimos la matrícula estatal como 
referencia, estaría brindándose una cobertura muy 
precaria a este segmento poblacional. 

No omitamos mencionar que, respecto a los 
indicadores 10) y 11), los cuales están dirigidos 
hacia un enfoque igualitario e inclusivo, generan 
una extrapolación inmediata: el hacer notar la 
exclusión de un duodécimo factor, la educación 
indígena, la cual queda fuera del sistema de 
indicadores, invisibilizando a la población que 
enfrenta este tipo de barreras para el aprendizaje 
y la participación escolares.  Análogamente, se 
podría hablar en este grupo de indicadores de 
población afrodescendiente, migrante, en 
situación de calle, desplazados por la violencia e 
inseguridad, entre otros factores. 

Por si fuera poco, durante esta semana el Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (CONEVAL) presentó su estudio 
denominado “Estudio Diagnóstico del Derecho a 
la Educación 2024” (EDDE 2024), el cual puede 
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representar el año base de un estudio de serie de 
tiempo al respecto. 

En él, las menciones a Michoacán no resultan 
favorecedoras, sino más bien alarmantes; éstas a 
su vez se pueden clasificar en cinco grandes 
temas, a saber: 

En el EDDE 2024 se hace un contraste de las 
cuotas "voluntarias" semestrales que se cobran 
para estudiar telebachillerato en diversos estados 
de la república, resultando ser la de nuestra 
entidad federativa la más cara del país, donde se 
les demandan tres mil seiscientos pesos a los 
estudiantes para poder ejercer sus derechos 
educativos en estas instituciones de educación 
pública. 

Por si esto fuera poco, recordemos qué, en 
Michoacán, la educación media superior es 
gratuita por decreto. 

En el reporte se exhibe que, para Michoacán no 
existe información sobre evaluaciones de 
aprendizaje en el periodo de tiempo que 
comprende el estudio, por lo que cabe recordar 
que no se han aplicado las pruebas respectivas, 
aduciéndose rechazo magisterial o falta de 
condiciones para realizarlas. 

También, en el EDDE 2024 se evidencia que, en 
Michoacán el rezago educativo es superior a la 
media nacional. 

Adicionalmente, se menciona que el porcentaje 
de habitantes de nuestra entidad federativa, 

quienes se encuentran en situación de 
analfabetismo es superior a la media nacional. 

Finalmente, se evidencia que, la escolaridad 
promedio de los michoacanos, es inferior a la 
media nacional. 

En el documento, se recomiendan tres grandes 
líneas de acción transversales,  que vienen 
muy a tono con la situación michoacana: 1) 
fortalecimiento de la rectoría y supervisión de la 
oferta educativa; 2) generación de información 
para la toma de decisiones en materia educativa y 
3) toma de decisiones en materia educativa con 
base en evidencia. Así también, se reconoce en el 
informe que, las recomendaciones y retos se 
encuentran parcialmente subsumidas en los 100 
Pasos por la Transformación. 

Hay mucho por realizar en materia educativa en la 
entidad federativa, por lo que estamos dispuestos 
a seguir, desde nuestra tribuna ciudadana, 
observando, proponiendo y recomendando en pro 
de la mejora continua de la política educativa 
estatal, para que garantice plenamente los 
derechos educativos de las niñas, niños y jóvenes 
a estar, aprender y participar en las escuelas 
michoacanas. 

Particularmente, a manera de conclusión, después 
de analizar el III Informe de Gobierno, el 
PLADIEM y el PROSE queda de manifiesto que 
con los indicadores actuales y la información 
disponible no hay condiciones para evaluar el 
avance en materia educativa, al carecerse de 
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información actualizada en materia socioeducativa 
y referida al aprendizaje. 

Los procesos de planificación del régimen 
gubernamental a escala federal deben brindar 
elementos para ajustar y alinear la planeación para 
el desarrollo educativo estatal, para a su vez, 
construir indicadores armonizados al respecto y 
generar diagnósticos, para así tener elementos 
para diseñar, reorganizar y relanzar la política 
pública educativa estatal bajo el paradigma de la 

mejora continua que posibilite garantizar y 
expandir los derechos a estar, aprender y 
participar en las escuelas de las niñas, niños y 
jóvenes en Michoacán de Ocampo, lo cual cobra 
redoblado interés, pertinencia y genera apremio 
por el proceso de aprobación del Presupuesto de 
Egresos, tanto federal como estatal para el 
ejercicio 2025, donde en este mes de noviembre 
debe de asegurarse la asignación presupuestal 
para hacer realidad lo discursado, lo planificado y 
lo idealizado en materia educativa. Que así sea. 
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08.11.2024 

Presupuesto 2025: consideraciones para 
Michoacán 

 

 

En las entregas pasadas analizamos el estado que 
guardan los avances en materia educativa en 
Michoacán, los cuales no pueden tener satisfecho 
a nadie, pero que llaman a redoblar labores desde 
las instituciones para garantizar los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes en la 
entidad, desde la revisión de los objetivos, 
estrategias y líneas de acción. 

Sin embargo, esta ventana de análisis y 
reorganización tiene fecha de caducidad, la cual 
es establecida por la normatividad en materia 
presupuestal, ya que está a punto de vencer el 
plazo para la elaboración, envío, discusión y 
eventual aprobación, de los presupuestos para el 
ejercicio fiscal 2025 en los órdenes federal, 
estatal y municipal. 

Particularmente, es momento de tomar decisiones 
de inversión para el desarrollo de la entidad 
federativa. Los diputados federales y senadores 
representantes de los ciudadanos michoacanos 
deben de hacer lo propio para defender los 
derechos de los michoacanos y asegurarse de que 
estén debidamente garantizados con asignaciones 

presupuestales dignas y suficientes para asegurar 
que lo básico esté debidamente cubierto y haya 
condiciones para el desarrollo integral de los 
habitantes de nuestra entidad federativa. 

Se ha declarado por parte de la autoridad 
educativa estatal que el presupuesto de egresos 
para el ejercicio 2025 rondará los 29 mil millones 
de pesos y que alrededor del ochenta por ciento 
de ese monto será dedicado al pago de nómina, 
lo cual constituiría un hecho histórico, toda vez 
que, en presupuestos pretéritos, hasta noventa y 
ocho de cada cien pesos se dedicaron a liquidar 
salarios y prestaciones de los trabajadores de la 
educación. Veremos cuál es el resultado final de 
este proceso de presupuestación. 

El poder ejecutivo estatal enviará alrededor del 21 
de este mes el paquete financiero para el próximo 
año al Congreso del Estado, en donde se discutirá 
y, en su caso, se aprobará. En ese mismo 
escenario se recibirán los proyectos de paquetes 
de egresos de los municipios michoacanos, los 
cuales serán sometidos prácticamente al mismo 
proceso y tratamiento que el presupuesto estatal. 



	
73	

Hay al menos veintidós acciones enunciadas en el 
documento denominado “Cien Pasos por la 
Transformación”, emitido por la Dra. Claudia 
Sheinbaum Pardo, presidenta de México, las 
cuales se relacionan directa o indirectamente con 
el ámbito educativo. Veremos primeramente si 
reciben asignaciones presupuestales prioritarias 
por parte del poder legislativo federal, así como 
posteriormente verificaremos si en estos montos se 
brinda tratamiento prioritario a nuestra entidad 
federativa, por ser una de las más rezagadas de la 
nación en materia educativa, así como por contar 
con un gobierno política y partidistamente afín al 
régimen federal. 

Bajo todas estas consideraciones y en atención a 
que está sumamente próximo a culminar el 
proceso de conformación del proyecto de 
presupuesto de egresos de los tres órdenes de 
gobierno que a continuación describimos ocho 
grandes rubros a considerarse rumbo a la 
elaboración de un entramado presupuestal para el 
ejercicio 2025 que sea garantista, disruptivo y 
permita una mejora integral tangible del sistema 
educativo estatal, en beneficio de las niñas, niños 
y jóvenes en nuestra entidad federativa. 

Primero. Invertir para que todos estén en las 
escuelas.  Es necesario considerar que una de las 
grandes misiones del gobierno es lograr que el 
carácter público, universal, inclusivo, obligatorio, 
gratuito y laico de la educación se convierta en 
una realidad para todos los habitantes de 
Michoacán de Ocampo, tanto como para quienes 
están en edad escolar como para quienes se 

encuentren en situación de rezago educativo. 
Lograr que el universo poblacional que tiene 
derechos educativos por hacer valer sea el mismo 
que el de la población estudiantil es un ideal por 
alcanzar sobre el del cual se debe de trabajar día 
tras día en el sistema educativo estatal, para lo 
cual es imprescindible dotar de recursos y 
condiciones a los agentes educativos y las 
comunidades escolares, en aras de que se 
alcancen incrementos de matriculación acordes a 
la necesidad de alcanzar al menos la media 
nacional en todos los indicadores relacionados 
con la cobertura escolar. 

Segundo. Presupuestar para generar condiciones 
propicias para el ejercicio de los derechos 
educativos de todos.  Es preciso lograr una mejora 
sustantiva en infraestructura, equipamiento, 
conectividad, servicios básicos y todo lo necesario 
para que los estudiantes, maestros y sus familias 
puedan acudir a las escuelas con la seguridad, 
dignidad y confort necesarios para el aprendizaje 
y la convivencia escolar. 

Recordemos que, el programa La Escuela Es 
Nuestra (LEEN) no se ha podido consolidar como 
una política pública que resuelva la ingente 
problemática en la materia, partiendo de dos 
hechos: su presupuestación insuficiente y sus 
reglas de operación, que proveen una 
gobernanza deficiente y un escenario propicio 
para la confrontación. 

Se afirma que los recursos de LEEN son 
insuficientes, porque hay que recordar que el 
monto, que oscila entre 100 y 600 mil pesos por 
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plantel por año, no va etiquetado exclusivamente 
para construir infraestructura física educativa, sino 
que se puede utilizar de diversas maneras, que no 
necesariamente implican la ampliación de la 
capacidad instalada en materia de cobertura 
educativa para cada plantel escolar, ni tampoco en 
la extensión de los servicios educativos brindados, 
sino que puede ser empleado el recurso en 
cuestiones de alimentación escolar, compra de 
equipamiento, consumibles o pago de 
compensaciones, razón por la cual este LEEN es 
aún una política pública en gestación, aún lejos de 
consolidarse. 

Basta hacer cuentas para un plantel de educación 
primaria con dos grupos escolares con treinta 
estudiantes, lo que implicaría una matrícula de 
360 estudiantes, quienes al tener que desayunar y 
comer en la escuela, los seiscientos mil pesos para 
190 días de clases arrojan un cociente de 8.77 
pesos por estudiante para desayunar y comer cada 
día de clases. 

Es imposible siquiera cubrir esa necesidad tan 
básica con un monto tan reducido. Entonces, 
pensar en construir nueva infraestructura es 
francamente ilusorio. 

Resulta urgente que se replantee desde sus 
fundamentos el programa La Escuela Es Nuestra, 
máxime que está por discutirse y aprobarse el 
Presupuesto de Egresos de la Federación 2025, 
razón por la cual no se debe demorar en el 
análisis y en la asignación presupuestal imbricada 
a reglas de operación que garanticen la 
transversalidad, la transparencia y la efectividad de 

los multimillonarios recursos que se asignan a una 
necesidad social impostergable, de acuerdo con 
los propios datos de CONEVAL e INEGI, así 
como del Formato 911, los cuales manifiestan la 
precariedad e indigencia de muchos miles de 
planteles escolares en México, lo cual socava 
profundamente los derechos a estar, aprender y 
participar de millones de niñas, niños y jóvenes en 
la nación. 

Tercero.  Trazar nuevamente objetivos, metas, 
estrategias, acciones, indicadores y presupuestos 
articulados e imbricados a logros educativos. Lo 
cual implica una revisión integral al Plan de 
Desarrollo, al Programa Sectorial y a las acciones 
gubernamentales, para alinearlas a la misión 
institucional del sistema educativo estatal. 

Cuarto. Fortalecer el aprendizaje, como indicador 
cardinal de la efectividad del sistema educativo 
estatal. En Michoacán no se cuenta con metas 
destinadas a conocer el nivel de aprendizaje de 
los estudiantes, ni se realiza evaluación censal. Lo 
anterior ha sumido a nuestra entidad federativa en 
un atávico estado de opacidad en la materia. Es 
inaplazable contar con medidas de política 
pública que permitan conocer la efectividad del 
sistema educativo a través de poder conocer el 
nivel de logro del que constituye el corazón de los 
derechos educativos: el derecho a aprender. 

Cinco. Proteger a los estudiantes de la violencia y 
el acoso escolar. 

Poder participar y convivir en las escuelas en un 
entorno libre de violencia y acoso es 
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indispensable tanto para acudir como para poder 
aprender en las escuelas.  Las comunidades 
educativas deben ser espacios seguros, así como 
el entorno para arribar a las escuelas, tanto a la 
hora de entrada como de salida. 

Más aún, es necesario sacar a la educación de la 
nota roja y blindar a las comunidades 
michoacanas ante la violencia y la inseguridad, 
para que nunca más se pierdan clases por 
situaciones derivadas de la acción delincuencial. 

Es preciso destinar recursos para que los sistemas 
de seguridad se articulen y conformen un escudo 
protector para los estudiantes, maestros y sus 
familias, en aras de que se ejerzan los derechos 
educativos sin miedo ni riesgo alguno. 

Seis. Garantizar igualdad, equidad e inclusión en 
las escuelas. Como ejemplos, la educación inicial, 
la educación especial y la educación indígena 
necesitan mucho más apoyo, al igual que las 
escuelas multigrado, las telesecundarias, el 
telebachillerato y CONAFE, tanto para ampliar su 
cobertura, como para contar con condiciones 
propicias para el aprendizaje en todas sus 
comunidades educativas. Paralelamente, el 
programa de salud menstrual debe de expandir su 
cobertura hasta lograr que sea universal. 

Siete. Priorizar en los presupuestos y planes 
municipales de desarrollo la inversión en 
educación. De acuerdo con la Ley Orgánica de los 
Municipios de Michoacán, así como la Ley Estatal 
de Educación, el orden municipal posee 
obligaciones coadyuvantes en materia educativa., 

En los 113 municipios, gobernados por 112 
ayuntamientos y un Concejo Ciudadano hay 
manera de impulsar los derechos educativos de 
las niñas, niños y jóvenes, impulsando el estar, el 
participar, el convivir, el transporte escolar, 
coadyuvar con la infraestructura física educativa, el 
mantenimiento preventivo y correctivo de las 
instalaciones educativas, la conectividad a Internet, 
el asegurar un entorno seguro para el acceso a las 
instalaciones educativas, asi como contribuir con 
servicios de salud, mejores servicios públicos 
municipales, así como conferencias, talleres y 
pláticas para los padres de familia. Así también, se 
pueden promover premios, medallas, 
condecoraciones al mérito docente, talleres de 
formación continua y actualización para los 
trabajadores de la educación, apoyo 
socioemocional para las comunidades educativas, 
impulsar medidas que favorezcan la inclusión, la 
equidad y la igualdad en las escuelas del 
municipio. 

Ocho. Mejorar la gestión de la educación estatal. 
Particularmente, es urgente realizar un rescate 
estructural de las finanzas educativas estatales, 
partiendo del saneamiento integral de la nómina 
educativa michoacana, a través de medidas como 
la federalización de la nómina, estableciendo 
criterios federales, realizar concursos de 
oposición abiertos para todas las plazas de 
trabajadores de la educación en el estado, 
incluyendo personal de asistencia y apoyo a la 
educación, que tienen casi catorce años que no se 
concursan en la entidad federativa. Así también, 
conocer día por día, grupo por grupo y escuela 



	
76	

por escuela si hubo clases o no y por qué razón.  
Las medidas de transparencia y rendición de 
cuentas son urgentes. 

En suma, hay un amplio portafolio de 
oportunidades para que haya inversión en materia 
educativa en Michoacán de Ocampo y sus 
municipios. Es cuestión de voluntad política y de 
responsabilizarse a fondo con el porvenir de las 
generaciones en formación. 

Como ciudadanos nos corresponde el deber 
cívico de mencionarles la importancia cardinal de 
la educación a los diputados locales y 
funcionarios, para que, a su vez, en pleno 
ejercicio de sus atribuciones realicen las acciones 
necesarias para que se robustezca la política 
educativa en nuestra entidad federativa. 
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15.11.2024 

Escuchar a maestros y directivos 
 

 

Después de una larga temporada de 
relanzamiento de la relación entre el régimen y los 
docentes, está llegando el momento de actuar. 
Durante el último trienio, la política educativa 
estatal ha generado mucha comunicación de 
masas en torno a procesos normativos 
tradicionales, que en países del primer mundo son 
prácticamente invisibles y se asumen como 
respirar, que en absoluto tienen con las 
actividades docentes o directivas ni mucho menos 
con el aprendizaje de los estudiantes, tales como 
pagar salarios, asignar adscripciones o entregar 
plazas, dotándoles de nombres grandilocuentes 
como “justicia laboral”, “revalorización docente” y 
“pago puntual”, llegando al extremo de 
establecerlos como indicadores en el Programa 
Sectorial de Educación de Michoacán 2024-2027. 

No basta resolver lo del pago puntual, ese es un 
prerrequisito, una obligación elemental de 
cualquier patrón en este país. Incumplir tal 
responsabilidad es una ilegalidad atroz; ufanarse 
de que se cumple con ella es absurdo, kafkiano, 
presuntuoso, innecesario. 

En contraste, muy poco o nada ha cambiado al 
interior de las aulas de las escuelas michoacanas, 

las cuales siguen requiriendo intervención, 
inversión, articulación y un rescate integral para 
dotar de condiciones para el ejercicio de su 
vocación a los trabajadores de la educación en el 
estado. 

Salvo escuelas-insignia y maestros muy cercanos, 
difícilmente se ha visto una democratización en la 
participación, en el foco mediático y en la 
inversión pública. Se sabe de qué se hacen una 
gran cantidad de encuentros, pero las invitaciones 
quedan en las manos de los de siempre, son los 
mismos rostros de quienes acuden a los amplios y 
fastuosos salones en donde se realizan 
conferencias, charlas y presentaciones. 
Recientemente, se anunció que retomaría su 
marcha el programa de formación continua en la 
entidad, después de haber tenido a muchas 
personas cobrando salarios sin devengarlos 
durante medio sexenio, justificándose con la falta 
de presupuesto federal para tales efectos, como si 
no pudieran haber ellos emprendido ciclos de 
conferencias, signado convenios, generado giras 
al interior del estado y muchas otras labores más 
que hubieran permitido estirar el exiguo recurso 
etiquetado para 2023 y 2024 por docente a nivel 
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nacional en promedio, consistente en 85 y 96 
pesos. 

Mientras la autoridad continúa en su laberinto sin 
acertar a definir una política pública a favor de la 
vocación docente en la entidad, las expectativas 
continúan. A pocas profesiones como la 
magisterial le demandan resultados tantos 
sectores. Por supuesto, las principales esperanzas 
cifradas en los docentes están relacionadas con 
sus responsabilidades laborales, imbricadas con 
las posibilidades generar un cambio en los 
estudiantes que se encuentran a su cargo: lograr 
aprendizajes, actitudes, desarrollo de habilidades 
y competencias, forjar valores, despertar la 
curiosidad, promover el autoaprendizaje, son 
algunas de las más generalizadas. 

Aunado a lo anterior, las autoridades vinculan 
difusamente la política de salud con la educación, 
por lo que se espera que se encarguen de brindar 
consejos, asesoría y canalización en caso de 
enfermedades, de trastornos socioemocionales, de 
cuestiones nutricionales, promover brigadas de 
vacunación, entre otras cuestiones. 

Pero, también, están las expectativas relacionadas 
con la gestión escolar, con la burocracia 
educativa, con reportar formatos y resultados en 
papel y en plataformas, con estar al pendiente de 
la infraestructura física educativa, con el 
mantenimiento de las instalaciones, con la 
obtención de recursos para la sostenibilidad de 
los planteles. 

Más aún, en el entorno comunitario, también se 
espera que se brinde asesoría y una especie de 
escuela para padres, que se intervenga en calidad 
de líderes para el desarrollo comunitario en el 
contexto donde se ubica el plantel escolar. Ni qué 
decir de la vinculación social que es esperada 
para que lleguen programas sociales, apoyos del 
ayuntamiento o del gobierno estatal, de alguna 
organización de la sociedad civil, del 
empresariado, de la iglesia o incluso recursos 
federales a los planteles escolares, que se 
convierten así en la base operativa de esta clase 
de programas y actividades sociales. 

Hasta en lo político-electoral, es esperado que los 
maestros asesoren a los padres de familia, que 
sean despertadores de conciencias, que hasta los 
planteles sirvan de sede de casillas y funjan como 
funcionarios electorales. 

Demasiada carga. Definitivamente.  Entonces, 
¿hay una revalorización docente? Tan importante 
como generar expectativas acerca de la labor 
profesional docente es conocer qué esperan los 
docentes del nuevo modelo educativo, cómo se 
sienten en el proceso de aplicación y apropiación 
de la Nueva Escuela Mexicana y qué tantos apoyos 
están recibiendo para poder contar con 
condiciones para su labor.  Al respecto, 
próximamente, Mexicanos Primero presentará los 
resultados de un sondeo que realizó en sus 
entidades federativas respectivas, entre las cuales 
participó por supuesto Michoacán. 

Mientras tanto, aunque el gobierno mexicano 
limite o retrograde, el mundo no se detiene, ni 
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mucho menos nos va a esperar. En esta semana se 
presentaron los resultados de PULS (Promoting 
Understanding of Leaders in Schools), estudio 
cuyo objetivo es promover la comprensión del 
papel de los líderes en las escuelas. 

La organización Global School Leaders es una 
organización de la sociedad civil sin fines de lucro 
centrada en movilizar a los actores clave para 
invertir y participar en el acompañamiento a los 
equipos directivos de planteles escolares, 
fortaleciendo a los sistemas educativos a través de 
proporcionar apoyo técnico a las organizaciones 
aliadas, realizar investigaciones para comprender 
mejor las buenas prácticas escolares para 
acompañar a los equipos directivos y cultivar 
redes, para que a través de ellas los equipos 
directivos y otros agentes educativos puedan 
construir comunidad y compartir recursos. 

Respondieron más de cinco mil directivos 
escolares de siete países de Latinoamérica, 
quienes compartieron sus experiencias en el 
ejercicio de sus roles al frente de las comunidades 
educativas. 

Más de mil trabajadores encuestados provinieron 
de México, derivado de que Mexicanos Primero 
fue el socio impulsor del levantamiento de este 
instrumento de investigación, por primera ocasión 
en nuestra nación. 

Este año, la encuesta tuvo un foco específico en 
las experiencias vividas en el uso de la tecnología 
en la educación. 

Los principales hallazgos globales fueron 
relacionados con un acceso desigual a Internet, ya 
que solamente el 40 por ciento de las escuelas 
primarias, el 50 de la secundaria y 65 por ciento 
del bachillerato están conectadas a Internet; la 
presencia de brechas en el uso de tecnología, ya 
que, en las escuelas rurales, el 92 por ciento de 
los estudiantes comparten dispositivos. En 
contraste, el uso de tecnologías como tabletas es 
más frecuente en áreas rurales que en urbanas; así 
también la existencia de estrés persistente, porque 
entre el 56 y el 71 por ciento de los líderes 
escolares reportan altos niveles de estrés, 
agravados por tareas administrativas. 

La encuesta PULS de este año encontró 
específicamente que los líderes escolares en 
Latinoamérica enfrentan los siguientes desafíos: 
Los equipos directivos experimentan altos niveles 
de estrés debido a la creciente carga 
administrativa, ya que, el acceso limitado a la 
tecnología y la falta de capacitación adecuada 
impiden que los equipos directivos utilicen la 
tecnología de manera efectiva en sus roles. A 
pesar del entusiasmo de los equipos directivos por 
el potencial de la tecnología, los problemas de 
acceso limitan su impacto en el aprendizaje de los 
estudiantes. 

La mayoría de los directores escolares informan 
haber recibido alguna formación en el último año. 
55 por ciento en promedio en la región de 
Latinoamérica, de donde México ocupó el último 
lugar con solo el 43 por ciento, muy por debajo 
del 82 por ciento en Brasil, el 63 por ciento en 
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Perú, el 57 por ciento en Argentina, el 55 por 
ciento en Chile o incluso, el 50 por ciento en 
Ecuador.  Las principales áreas de formación 
continua fueron enseñanza, aprendizaje, manejo 
de equipo, la adaptación a un nuevo currículum y 
la construcción de relaciones con los estudiantes. 
De esto debería de tomar nota Michoacán. 

Las responsabilidades administrativas dificultan 
que los equipos directivos cumplan con su rol de 
liderazgo instruccional, lo que reduce el impacto 
de la capacitación que reciben.  Los equipos 
directivos dedican más tiempo a actividades 
administrativas, con un 66 por ciento del total del 
tiempo, mientras que a actividades instructivas 
solo dedican el 34 por ciento del tiempo laboral. 
El 55 por ciento en Chile, el 52 por ciento en 
Argentina, el 50 por ciento en Perú, el 48 por 
ciento en México, el 41 por ciento en Brasil, el 40 
por ciento en Colombia y el 25 por ciento en 
Ecuador. 

En medio del aumento de las cargas 
administrativas, el 51 por ciento de los equipos 
directivos en Latinoamérica reportan altos niveles 
de estrés. Por género, el 52 por ciento de los 
directivos quienes reportaron alto nivel de estrés 
son mujeres y el 48 por ciento son varones. 

43% de los equipos directivos en América Latina 
no están familiarizados con la Inteligencia Artificial 
(IA). 64 por ciento en Brasil, 55 por ciento en 
México, el 50 por ciento en Ecuador, el 46 por 
ciento en Perú, el 39 por ciento en Argentina, el 
27 por ciento en Chile y el 25 por ciento en 
Colombia. 

El porcentaje de equipos directivos que nunca 
recibieron formación para mejorar sus habilidades 
tecnológicas es del 50 por ciento en Ecuador, el 
35 por ciento en México, el 30 por ciento en 
Brasil, el 25 por ciento en Argentina y en 
Colombia, el 19 por ciento en Perú y el 17 por 
ciento en Chile. 

En cuanto al porcentaje de equipos directivos que 
recibieron formación sobre cómo usar la 
tecnología para la gestión escolar, enseñanza o 
aprendizaje en el último año, fueron Argentina, 
con el 37 por ciento, Brasil y Chile con el 35 por 
ciento, Colombia con el 75 por ciento, Ecuador 
con el 50 por ciento, Perú con el 32 por ciento y 
México en último lugar con el 20 por ciento. 

Los equipos directivos utilizan la tecnología 
disponible en sus aulas para mejorar el 
aprendizaje. Un setenta y cinco por ciento 
manifiestan haber usado computadoras, un 
dieciocho por ciento, tabletas, un setenta y cuatro 
por ciento, proyectores, el setenta y dos por 
ciento, Internet, un ocho por ciento pizarrones 
inteligentes, un sesenta y siente por ciento, 
impresoras y escáneres, mientras que un 56 por 
ciento, bocinas y altavoces. 

A manera de conclusión, las principales áreas de 
formación que requieren los docentes en materia 
tecnológica son el uso de tecnología para apoyar 
al equipo docente y para mejorar los resultados de 
los estudiantes, así como para entender el uso de 
los dispositivos y tener acceso a a cursos virtuales. 
Sin duda, con el acompañamiento necesario, estos 
equipos directivos pueden cerrar la brecha entre 
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su optimismo y la maximización del uso de la 
tecnología en sus escuelas. 

En suma, hay mucho por hacer escuchando y 
tomando en cuenta a maestros y directivos. 
Diagnosticar mediante las voces de los líderes 

educativos en cada comunidad escolar permitirá 
resolver la problemática educativa. Seguir ideando 
actos gubernamentales con intenciones diferentes 
a hacer valer los derechos educativos solo 
perpetuará el rezago educativo en la entidad. 
Estamos a tiempo de rectificar. 
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22.11.2024 

Educación Michoacana: Presupuesto 2025 
 

 

Gobernar es presupuestar. Ayer, al filo de la 
finalización del plazo normativo para realizar la 
entrega del Paquete Fiscal 2025, el Gobierno del 
Estado de Michoacán de Ocampo cumplió con su 
obligación, enviando un proyecto que representa 
erogaciones para el citado ejercicio presupuestal 
por 98 mil 935 millones, 474 mil 315 pesos; 
priorizando, en su exposición de motivos los 
“programas sociales, infraestructura y seguridad, 
sin incrementar impuestos”.  En el concepto de 
“programas sociales”, por supuesto, debemos 
considerar las becas, la educación y la salud. 

Este monto, señala el documento, significa un 
incremento presupuestal del 3.63 por ciento; pero 
que, al ser contrastado con la inflación prevalente 
en este 2024, en realidad el presupuesto 
decrecerá un 1.2 por ciento, tomando como base 
el indicador establecido en los Criterios Generales 
de Política Económica 2025 al cierre del presente 
ejercicio fiscal. 

Así también, se menciona que “todos sus 
programas presupuestarios han sido alineados al 
Plan de Desarrollo Integral del Estado de 
Michoacán 2021–2027 (PLADIEM) objetivos, 
estrategias y líneas de acción, de modo que 

pueda hacer posible el impacto planteado en la 
población michoacana, a través de este plan 
rector, con la visión global de política pública, de 
la cual se derivan los denominados programas 
sectoriales, regionales y especiales”, tema que ya 
hemos analizado en entregas previas, donde 
hemos indagado en las inconsistencias existentes 
entre planeación, programación y presupuestación 
en la administración estatal vigente. 

Así también, se reconoce que existen riesgos en 
materia presupuestaria relacionados con “la no 
concertación de apoyos extraordinarios federales 
para pago de la nómina magisterial a través del 
convenio (sic) U-080, así como la reducción del 
gasto federal en materia de salud y conceptos que 
no sean reconocidos por parte de la federación en 
el proceso de centralización de los servicios de 
salud, quedando a responsabilidad del estado, sin 
duda pondrían una gran presión a las finanzas 
estatales. Si bien esta administración ha sido 
sumamente responsable en poner al corriente una 
gran cantidad de adeudos de carácter fiscal, con 
terceros institucionales y proveedores, así como 
juicios de diversa índole, el que se llegue a 
ejecutar laudos y sentencias cuantiosas pueden 
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generar desbalances presupuestarios y 
financieros”. 

	

En este sentido, el ejecutivo estatal reconoce la 
inmensa dependencia que existe de la voluntad 
política del gobierno federal para transferir 
extraordinariamente recursos para nivelar las 
finanzas educativas estatales, así como la 
vulnerabilidad ante la obligación de tener que 
pagar laudos y sentencias con trabajadores a 
quienes se les han violentado sus derechos o les 
han resultado favorables las decisiones 
tribunalicias. 

En el proyecto enviado ayer al poder legislativo 
local, la Secretaría de Educación en el Estado 
tiene 31 mil 046 millones 385 mil 483 pesos 
contemplados para 2025, comparados con los 29 
mil 498 millones 373 mil 510 pesos del 2024, lo 
cual representa un incremento del 5.24 por 
ciento; es decir, medio punto por encima de la 
inflación estimada para este año. 

En cuanto a entidades paraestatales, veamos los 
siguientes casos: 

La CECUFID tiene un total de 70 millones 048 mil 
655 pesos, respecto a 69 millones 520 mil 410 
pesos, con un incremento mínimo para coordinar 
la política deportiva estatal, sectorizada al ámbito 
educativo. 

La UNIVIM recibe asignados 19 millones 256 mil 
068 pesos, cantidad idéntica a la de 2024, lo cual 
contrasta con la intención de ampliar la cobertura 

en educación superior, la de realizar formación 
continua de los docentes de educación básica y la 
de incrementar la base tecnológica en el sistema 
educativo estatal. 

El Telebachillerato Michoacán recibirá 229 
millones 588 mil 505 pesos, cifra que sí 
representa un incremento real respecto a los 201 
millones 725 mil 662 pesos de este año 

El COBAEM, contaría, de ser aprobado el 
proyecto presupuestal, con mil 510 millones, 239 
mil 915 pesos, monto superior a los mil 485 
millones 507 mil 162 pesos del año pasado. 

El CONALEP tendrá 373 millones 792 mil 341 
pesos, lo cual representa un incremento respecto 
a los 353 millones 370 mil 540 pesos de este 
ejercicio. 

La Universidad Tecnológica de Morelia contaría 
con 90 millones 572 mil 830 pesos, en contraste 
con los 87 millones 293 mil 931 pesos aprobados 
para 2024, lo cual estaría por debajo de la 
inflación estimada para 2024. 

El CECYTEM, recibirá 1 mil 103 millones 578 mil 
286 pesos, superiores a los 1 mil 089 millones 
740 mil 464 pesos de este año. 

El ICATMI administraría un monto proyectado de 
244 millones 486 mil 827 pesos, con un mínimo 
incremento en relación con los 240 millones 487 
mil 334 pesos de este ejercicio. 

Así también, la UCEMICH, llevará bajo el brazo 98 
millones 801 mil 054 pesos para 2025, con un 
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incremento marginal respecto a los 96 millones 
903 mil 854 pesos. 

Análogamente está el caso de la UIIM, a la cual se 
le asignarán 56 millones 689 mil 963 pesos, los 
cuales serán superiores a los 54 millones 882 mil 
406 pesos del año que está por finalizar. 

La Universidad Politécnica de Uruapan tendrá 11 
millones 653 mil 211 pesos, que apenas si 
superan los 11 millones 424 mil 716 pesos que 
estuvieron disponibles para este ejercicio fiscal, 
por debajo de la inflación. 

La Universidad Politécnica de Lázaro Cárdenas, 
que tendrá 13 millones 415 mil 925 pesos, que 
tiene un incremento mínimo respecto a los 13 
millones 160 mil 384 pesos que tuvo en 2024 esta 
institución. 

El ICTI, al que se le proyectan 15 millones 300 mil 
672 pesos sí será beneficiado, porque estos 
recursos representan un incremento real respecto 
a los 12 millones 094 mil 797 pesos de 2024. 

La UTOM tendrá 10 millones 757 mil 515 pesos, 
apenas superiores a los 10 millones 581 mil 906 
pesos de este año, por lo cual tendrá una 
disminución en términos reales. 

El Instituto Estatal de Educación Media Superior y 
Superior del Estado de Michoacán tendrá 360 
millones 298 mil 009 pesos, por lo cual sufre una 
disminución significativa respecto a los 427 
millones 151 mil 946 pesos que tuvo en 2024. 

La Universidad Michoacana de San Nicolás de 
Hidalgo es la institución de educación superior 

más beneficiada presupuestalmente hablando, 
tanto en montos absolutos como porcentualmente 
hablando, con 4 mil 452 millones 096 mil 344 
pesos, que representan un incremento sustantivo 
respecto a los 3 mil 706 millones 917 mil 122 
pesos de 2024. 

Si bien, también se señala que se establecen 
presupuestos no deficitarios, lo cual es disruptivo 
y digno de reconocimiento, pero también es 
cierto que el gobierno federal ha estado enviando 
más recursos los últimos años para regularizar el 
gasto en la nómina educativa que anteriormente, 
así como que, también se reestructuró la deuda a 
largo plazo, con el multimillonario costo 
respectivo que ello tuvo, pero que dio márgenes 
de maniobra a la actual administración pública 
estatal. 

En suma, se habla de alrededor de dos mil 
millones de incremento presupuestal para el rubro 
educativo para el próximo año, entre las 
dependencias y las obras multianuales de 
infraestructura. Pero, sin duda, resulta aún muy 
complejo el escenario financiero para nuestra 
entidad, toda vez que el paquete económico 
enviado por el ejecutivo estatal al Congreso del 
Estado refleja que, apenas 8.5 de cada 100 pesos 
del presupuesto se recaudan en lo local, por lo 
que dependemos al 91.5 por ciento del 
presupuesto federal para la sostenibilidad 
financiera del gobierno de la entidad federativa. 

Respecto a criterios transversales para el ejercicio 
presupuestal 2025, hemos propuesto en este 
mismo espacio al respecto en entregas pasadas. 
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Primeramente, reconozcamos que se cumplió la 
palabra de incrementar el presupuesto a la 
educación, sin embargo, el incremento real es 
mínimo y en la repartición el incremento no se ve 
reflejado en equipamiento en las escuelas, ya que 
no hay garantía de que dichas escuelas cuenten 
con lo básico en infraestructura y servicios para 
que las niñas, niños y jóvenes ejerzan su derecho 
a aprender. 

Ahora, corresponde a los diputados locales 
decidir si otorgan mayores recursos a la 
infraestructura educativa y lo relativo a las 
promesas de la Presidenta de México respecto a 
las escuelas con horario ampliado, o lo aprueban 
como está. Mexicanos Primero hace un llamado en 
el marco de su campaña 
#ÉchaleunOjoalPresupuesto, para que las y los 
legisladores incrementen recursos para la 
educación básica -porque hasta ahora ni lo básico 
en infraestructura y servicios está garantizado en 
las escuelas-, y resuelvan una deuda pendiente 
con las escuelas, docentes y los estudiantes. 

También es de suma importancia que se coloquen 
candados, reglas de operación y acotaciones al 
ejercicio de los recursos públicos, en aras de que 
el fruto del trabajo de los contribuyentes no se 
desperdicie, ni se malverse. 

¿Qué pasaría si los recursos que administran 
todos los planteles educativos michoacanos en 

educación básica de manera discrecional también 
fuesen manejados con la misma rigurosidad que 
el presupuesto de las becas y apoyos federales, 
siendo ahora sujetos a fiscalización y a la 
centralización de las cajas chicas? ¡Eso lo pueden 
hacer los diputados locales! 

Por encima de todas las coyunturas es 
trascendente que los presupuestos aprobados 
cimenten y transmitan esperanza: que cada peso 
que se destine a la educación michoacana sea 
bien ejercido, plenamente vinculado al desarrollo 
integral de las niñas, niños y jóvenes, 
especialmente en lo que respecta al ejercicio 
pleno de sus derechos educativos: que todos 
estén, aprendan y participen en las escuelas 
michoacanas, en entornos dignos, con 
condiciones favorables para su libre desarrollo, en 
entornos propicios para la convivencia y libres de 
toda forma de violencia o discriminación. 

Por ahora, estamos en las manos del poder 
legislativo, tanto en el orden federal como en el 
estatal, así como en la capacidad de gestión que 
posee el poder ejecutivo, para resolver 
favorablemente las asimetrías, falencias y áreas de 
oportunidad que poseen los paquetes económicos 
enviados, para que lo básico esté plenamente 
garantizado en las escuelas de Michoacán de 
Ocampo. ¡Que así sea! 
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03.12.2024 

La problemática educativa persiste 
	

	

La educación en Michoacán sigue viviendo una 
crisis silenciosa e invisibilizada con el estentóreo 
discurso oficial. Por principio de cuentas, el 
abandono escolar en Michoacán no es un 
fenómeno aislado, sino el resultado de una 
compleja red de condiciones socioeconómicas 
que asfixian las aspiraciones de miles de jóvenes. 
En las comunidades más vulnerables, la necesidad 
de supervivencia se impone dramáticamente sobre 
el sueño educativo. 

Imagine a Juan, un adolescente de 16 años en una 
comunidad rural de Michoacán. Su padre, 
jornalero agrícola, sufre de problemas de salud 
que le impiden trabajar constantemente. Su 
madre, dedicada al trabajo doméstico, lucha por 
mantener unida a la familia. Para Juan, continuar 
sus estudios significa no solo enfrentar los costos 
directos de la educación, sino también renunciar a 
un ingreso potencial que podría sostener a su 
núcleo familiar. 

La crisis no es individual, sino que, por cada 
estudiante que abandona la escuela, una familia 
completa ve reducidas sus posibilidades de 
movilidad social. El embarazo adolescente se 
convierte en otro factor crítico, especialmente en 
comunidades con limitada educación sexual y 

pocas oportunidades de desarrollo personal para 
las mujeres jóvenes. 

La infraestructura educativa deficiente actúa como 
un catalizador silencioso de este fenómeno de 
abandono escolar. Escuelas con instalaciones 
precarias, ubicadas en zonas de difícil acceso, 
desalientan la permanencia estudiantil. Los jóvenes 
perciben estas condiciones como un mensaje 
implícito: la educación no es una prioridad real 
para quienes deciden sobre los apoyos, 
presupuestos y políticas públicas que arribarán a 
sus comunidades. 

Paralelamente, la infraestructura educativa 
michoacana no es simplemente un problema de 
edificios deteriorados, sino un símbolo de la 
desigualdad estructural que permea el sistema 
educativo y a toda una sociedad desigual, clasista 
y estructuralmente inexpugnable. Cada aula sin 
mantenimiento, cada baño sin condiciones 
sanitarias adecuadas, cada patio sin espacios 
seguros representa una negación sistemática del 
derecho a una educación digna. 

En municipios como Cherán o Nahuatzen, donde 
las comunidades indígenas luchan por su 
autonomía, las escuelas se convierten en espacios 
de resistencia cultural. Sin embargo, la falta de 
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inversión gubernamental convierte estos espacios 
potencialmente transformadores en entornos de 
frustración. 

La corrupción en la asignación de presupuestos 
educativos añade otra capa de complejidad. 
Mientras funcionarios desvían recursos destinados 
a mejoras escolares, comenzando por cobrar un 
salario que no devengan, los estudiantes 
continúan enfrentando condiciones que desafían 
cualquier posibilidad de aprendizaje óptimo. 

Aunado a lo anterior, el rezago tecnológico en 
Michoacán no es únicamente un problema de 
equipamiento, sino una manifestación profunda de 
la desconexión entre el sistema educativo y las 
demandas del mundo contemporáneo. En una era 
digital, los estudiantes michoacanos están siendo 
preparados con herramientas del siglo pasado 
para enfrentar desafíos del siglo XXI. Las 
comunidades rurales experimentan esta 
desconexión de manera más dramática. Mientras 
en ciudades como Morelia algunos estudiantes 
acceden a recursos tecnológicos avanzados, en 
comunidades como Aquila o Coalcomán, una 
computadora sigue siendo un objeto casi mítico. 

Esta brecha digital no solo limita el acceso a 
información, sino que reproduce ciclos de 
marginalización. Los jóvenes sin competencias 
tecnológicas ven reducidas sus posibilidades 
laborales incluso antes de concluir sus estudios. 

Por otra parte, la formación continua para los 
docentes en Michoacán representa un ecosistema 
complejo donde la vocación choca 

constantemente con limitaciones estructurales. Un 
maestro de una escuela rural no es solo un 
transmisor de conocimientos, sino un constructor 
de esperanzas en comunidades olvidadas. Pero 
esto parece no ser tomado en cuenta al momento 
de instaurar programas piloto, ya que siempre son 
las mismas escuelas las beneficiadas. 

Los programas de actualización docente 
frecuentemente se convierten en ejercicios 
burocráticos desconectados de las realidades 
comunitarias. Un maestro de telesecundaria en la 
región de la Tierra Caliente necesita herramientas 
pedagógicas que reconozcan las particularidades 
culturales y socioeconómicas de sus estudiantes, 
no formatos estandarizados diseñados en 
escritorios alejados de la realidad, que solo 
sobrecargan a los docentes, escondiendo la 
mano, al enviarles recetas que dicen no serlo. 

Aunado a lo anterior, los salarios precarios actúan 
como un mensaje desalentador. ¿Cómo motivar a 
los mejores talentos a dedicarse a la docencia 
cuando el reconocimiento social y económico es 
mínimo? La revalorización no solamente implicaría 
un salario digno, sino la colocación de la figura 
docente en el escalafón social que le corresponde 
de acuerdo con la importancia discursada por el 
régimen vigente. Entonces, nunca debería de 
ganar más un vendedor ambulante, un taquero o 
un funcionario sin perfil que un docente. 

La desigualdad educativa en Michoacán no es un 
accidente estadístico, sino un mapa detallado de 
las fracturas sociales que dividen nuestra entidad. 
Entre las comunidades purépechas de la meseta y 



	
88	

los centros urbanos de Morelia, la distancia no se 
mide solo en kilómetros, sino en años de 
oportunidades. 

María, una joven indígena de la comunidad de 
Nurio, representa la realidad de cientos de 
estudiantes michoacanos. Mientras sus 
compañeros en escuelas urbanas acceden a 
laboratorios de computación y bibliotecas bien 
equipadas, ella recorre kilómetros para llegar a 
una escuela multigrado donde un solo maestro 
atiende estudiantes de diferentes niveles. 

Las brechas van más allá de la infraestructura. Los 
planes de estudio, diseñados desde una 
perspectiva occidental y urbana, invisibilizan los 
conocimientos ancestrales y las realidades 
culturales de comunidades indígenas. Cada libro 
de texto que no reconoce la historia y los saberes 
locales es un acto de violencia epistémica que 
reproduce los mecanismos de exclusión. 

La violencia escolar en Michoacán no es un 
problema de disciplina, sino un síntoma de 
profundas fracturas sociales. Cada caso de 
bullying o acoso escolar, cada agresión entre 
estudiantes, cada manifestación de violencia es un 
grito desgarrador que revela las tensiones de una 
sociedad marcada por la desigualdad y la falta de 
oportunidades. 

En comunidades azotadas por la violencia del 
crimen organizado, las escuelas se convierten en 
espacios donde se reproducen los patrones de 
conflicto. Los estudiantes que crecen en entornos 
de marginación y violencia traen consigo historias 

de dolor que se expresan en las dinámicas 
escolares. 

Hay municipios donde la mayoría de los 
estudiantes han experimentado alguna forma de 
violencia que va más allá del acoso escolar 
tradicional: son manifestaciones de desintegración 
social, de familias rotas, de comunidades 
traumatizadas. 

Mientras tanto, la falta de inclusión educativa en 
Michoacán no es un problema de infraestructura, 
es un problema de reconocimiento de la dignidad 
humana. Cada estudiante con discapacidad que es 
excluido del sistema educativo representa una 
negación de su derecho fundamental a 
desarrollarse plenamente. 

Apenas diecisiete mil estudiantes con 
discapacidad en educación básica reconocen en 
la SEE. Cuando miles de familias con hijos con 
discapacidad enfrentan un calvario para acceder a 
la educación básica. No se trata solo de rampas o 
adaptaciones físicas, sino de una transformación 
cultural que reconozca la diversidad como una 
fortaleza, no como una limitación. 

Así también, la desconexión entre el sistema 
educativo y el contexto económico no es un 
problema de planes de estudio, es un problema 
de visión de futuro. Los jóvenes michoacanos no 
necesitan solo conocimientos, necesitan 
herramientas para transformar su realidad. En 
comunidades como Nueva Italia o Apatzingán, 
donde la economía ha sido tradicionalmente 
dependiente de sectores primarios o ha sido 
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impactada por la violencia, los jóvenes graduados 
se enfrentan a un mercado laboral que no 
reconoce su potencial, orillándolos a la migración 
o a tomar senderos equivocados de vida. 

Un egresado de bachillerato no debería tener que 
elegir entre migrar o sobrevivir, entre estudiar o 
trabajar. La educación debe ser el puente que 
conecte el talento local con las oportunidades 
globales. 

No se trata de firmar decretos, sino de caminar los 
caminos polvorientos de las escuelas rurales. Cada 
funcionario de la Secretaría de Educación debería 
dedicar al menos un mes al año viviendo la 
realidad de las aulas michoacanas. No como 
observador distante, sino como participante 
comprometido. 

Exigimos un plan de transformación educativa que 
no sea un documento más en un archivo, sino un 
compromiso de vida en común en Michoacán, 
donde se reconozca la diversidad cultural como 
fortaleza, se invierta en formación docente 
integral, se garantice infraestructura digna en 
todas las comunidades, se desarrolle programas 
de tecnología adaptados a cada contexto, se creen 
mecanismos de participación comunitaria real y se 
priorice el aprendizaje como el factor cardinal del 
sistema educativo. 

La transformación educativa no ocurre en 
escritorios de funcionarios, sucede en cada 
comunidad, en cada hogar, en cada conversación 
que dignifica el conocimiento. En este momento 
neurálgico de aprobación presupuestal para 2025 

es momento de decirles a los padres de familia 
que sean guardianes activos de la educación. No 
se limiten a recibir boletas, sean co-constructores 
de experiencias educativas. Pregunten, exijan, 
participen y no se conformen con lo que reciben. 

Igualmente, a los estudiantes es momento de 
decirles que la educación no es un privilegio que 
se recibe, es un derecho que se conquista 
ejerciéndolo: estar, aprender y participar en las 
escuelas con dignidad y condiciones suficientes. 
Cada libro leído, cada conocimiento apropiado, 
cada habilidad desarrollada es un acto de 
resistencia contra un sistema que pretende 
mantenernos en la ignorancia. 

Es momento de decirles a los maestros de 
Michoacán que son mucho más que transmisores 
de conocimiento. Son arquitectos de esperanza en 
territorios marcados por la adversidad. Son los 
que compran sus propios materiales, los que 
contienen lágrimas de frustración para no 
desmoralizar a sus estudiantes, los que 
transforman un aula sin recursos en un espacio de 
posibilidades infinitas. 

La educación en Michoacán no puede seguir 
siendo un problema, debe convertirse en un 
proyecto colectivo de transformación social. No 
hablamos de estadísticas, hablamos de vidas. No 
discutimos de presupuestos, reconstruimos 
dignidad. 

Cada niño que permanece en la escuela es una 
victoria contra la marginación. Cada joven que 
accede a conocimientos significativos es un paso 
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hacia la autonomía comunitaria. Cada maestro que 
resiste y se reinventa es un faro de esperanza. 

Michoacán no necesita lastima. Necesita 
reconocimiento. No requiere soluciones 
importadas. Demanda la construcción de 
conocimientos situados, arraigados en su rica 
diversidad cultural. 

La educación no cambia el mundo. Las personas 
educadas cambian el mundo. Y nosotros, 
michoacanos debemos estar listos para esa 
transformación. Merecemos ser una sociedad 
educadora, con un gobierno educador. 
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05.12.2024 

Educación e Inequidad Presupuestal 
	

	

Por encima del discurso en torno a la 
transformación educativa, los mensajes reiterados 
de que existe voluntad política y los compromisos 
presidenciales establecidos con el desarrollo 
educativo nacional, la realidad se sigue 
imponiendo: impera la innegable situación de 
rezago educativo, precariedad en la 
infraestructura física educativa, en el equipamiento 
y conectividad, prevalecen el analfabetismo, baja 
escolaridad y escaso logro en el aprendizaje, a la 
par que los trabajadores de la educación están 
sobrecargados de trabajo administrativo y de 
planificación, sin apenas recibir formación 
continua ni actualización, mientras que los 
estudiantes y sus familias están a merced de la 
violencia delincuencial, de la pobreza, la 
marginación, la migración forzada y muchos otros 
males más. 

Al momento de intentar construir soluciones, un 
reiterado problema adicional que surge es la 
inequidad presupuestal, que a su vez se ha 
convertido en uno de los principales flagelos que 
impiden el ejercicio universal de los derechos 
educativos en México y en Michoacán de Ocampo 
en particular. El Artículo Tercero constitucional es 
una bonita declaración de buenas intenciones, 
que en la práctica está muy alejada de ser una 

realidad viviente y asequible para las 
generaciones en formación, al enfrentarse una de 
las principales brechas, que es la 
presupuestación, puente infranqueable entre el 
abismo que separa las intenciones de los 
diputados constituyentes de la realidad para los 
mexicanos. 

Cómo pensar en que el atributo constitucional de 
la universalidad educativa sea una realidad para 
todos, si los servicios que ofrece el Estado 
mexicano no cubren a todo el universo de 
personas que tienen derecho a la educación; 
cómo hablar de inclusividad cuando la gran 
mayoría de las personas con discapacidad están 
fuera del sistema educativo nacional; cómo afirmar 
que existe gratuidad cuando afrontar las barreras 
para el aprendizaje y la participación escolar es 
privativo para las familias que viven en contextos 
de pobreza y vulnerabilidad; cómo hablar de 
excelencia cuando la infraestructura, la plantilla de 
personal, el equipamiento, los consumibles, los 
materiales educativos y los servicios básicos en las 
escuelas no están siquiera completos, ni se 
garantiza que los mínimos estén garantizados y, 
cómo  hablar de obligatoriedad cuando pareciera 
que para la mayoría de los estudiantes todo el 
contexto socioeconómico conspira para que no 
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culminen sus respectivas trayectorias educativas 
hasta obtener un título de una carrera universitaria 
de su elección. 

Estar, aprender y participar en las escuelas de la 
entidad federativa son derechos inalienables para 
las niñas, niños y jóvenes, pero en la práctica hay 
grandes asimetrías que constituyen formidables 
barreras para el aprendizaje y la participación 
escolar, contra las cuales deben luchar en aras de 
alcanzar sus sueños y aspiraciones, movilidad 
social, bienestar, conocimientos y trayectorias 
educativas completas. 

Lamentablemente, igualar las oportunidades para 
todos es un criterio olvidado en la elaboración de 
políticas públicas, programas y presupuestos. 
Gobernar es presupuestar. Y quien no asigna un 
presupuesto digno, equitativo y justo, dista de 
gobernar efectivamente, al incumplir una de las 
principales tareas del Estado: redistribuir el gasto 
público para nivelar los desequilibrios que la 
dinámica del capital genera entre seres humanos, 
de tal manera que existan oportunidades para 
todos. 

En estos momentos en los cuales se están 
construyendo los presupuestos a nivel nacional, 
estatal y municipal, la asignación de recursos para 
2025 es una preocupación generalizada, toda vez 
que es del dominio público que la inflación ha 
crecido durante este año, así como la deuda 
pública, vaticinándose el siguiente ejercicio fiscal 
como más complejo que el presente.  Por esa 
razón, estamos siendo testigos de una gran 
cantidad de marchas, plantones, movilizaciones, 

mesas de negociación, ruedas de prensa, 
posicionamientos y toda clase de comunicaciones 
que se encuentran en la agenda pública de estos 
días, en donde podemos destacar que el sistema 
educativo se encuentra en efervescencia por la 
situación crucial que se vive: permanecer silentes 
e impávidos puede representar asumir recortes 
presupuestales para el año próximo, los cuales 
pondrían en vilo la estabilidad política y la 
gobernabilidad de las instituciones; mientras que, 
excederse en la protesta pudiera representar una 
falta de tacto que el régimen podría castigar 
mediante algún recorte o estancamiento 
presupuestal. 

Por ende, los grupos movilizados al interior del 
sistema educativo michoacano hacen sus 
respectivas jugadas y se reúnen con los 
legisladores federales y locales, así como con 
funcionarios del gabinete educativo, recorriendo 
el espectro que lleva de la diplomacia a la 
protesta, de acuerdo con los escenarios que 
calculan, sus respectivos intereses, así como sus 
cuotas de poder e influencia. 

Entonces, resulta sencillo comprender por qué en 
este momento del año, los militantes del 
movimiento normalista han realizado diversas 
acciones de presión, en aras de obtener más 
recursos para el próximo ejercicio fiscal. Así 
también, las diversas fracciones del sindicalismo y 
la disidencia magisterial han emprendido medidas 
para Impulsar la contratación de personal que 
ellos recomiendan, para plazas definitivas y 
contratos temporales, así como para conseguir 
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bases laborales para sus agremiados y establecer 
las reglas que reemplazarán a las de la USICAMM, 
entre algunas de sus principales causas. 

Paralelamente, el trabajo técnico se ha 
intensificado. Los diputados federales que 
conforman la Comisión de Educación se 
pronunciaron recién en torno al presupuesto 
asignado a la Secretaría de Educación Pública, 
Ramo 11, el cual calificaron como “correcto y 
positivo”; empero, se recomendó por parte de tan 
importante comisión reasignar recursos 
adicionales por 71 mil 466 millones 907 mil 
284.18 pesos, con el objetivo de “priorizar el 
interés superior de niñas, niños, adolescentes y 
jóvenes”. Sin duda es una posición compleja, ya 
que, por una parte, al ser parte del partido del 
régimen vigente, la Comisión de Educación debió 
aprobar, con 30 votos a favor y 11 en contra, su 
opinión en sentido positivo respecto al Proyecto 
de Presupuesto de Egresos de la Federación para 
el Ejercicio Fiscal 2025 en materia educativa, el 
cual comprende 450 mil 887 millones, 888 mil 
417 pesos, que representa una disminución real 
del 1.5 por ciento. 

Por ello, la recomendación que emitieron a la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de 
reasignar recursos adicionales por un monto de 71 
mil 466 millones 907 mil 284.18 pesos, para 
fortalecer el interés superior de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes en el ejercicio de su 
derecho a la educación, siendo universal, 
obligatoria, inclusiva, pública, laica y gratuita. Sin 
duda, lleva intrínseco el contraste el 

posicionamiento, al aprobar, pero recomendar. 
Veremos si se realizan modificaciones en los 
términos señalados o si prevalece la inercia como 
tendencia en la discusión y eventual aprobación 
del Paquete Económico 2025 a nivel federal. 

A nivel estatal, se espera que pronto los diputados 
locales y sus equipos de trabajo concluyan la 
revisión del Paquete Económico y el Presupuesto 
de Egresos para el Estado de Michoacán de 
Ocampo 2025 y con ello, empiecen a 
posicionarse vertiendo argumentos técnicos al 
respecto, para que se deslicen las respectivas 
recomendaciones y se modifiquen las inercias que 
se vislumbran en el presupuesto educativo, así 
como los vacíos informativos, que pueden 
representar debilidades que repercutan en los 
derechos educativos de las niñas, niños y jóvenes 
en la entidad. 

Desde la sociedad civil organizada, esta semana 
Mexicanos Primero presentó los resultados del 
análisis del Fondo de Aportaciones Múltiples, 
donde se demuestra que la distribución 
presupuestal adolece de equidad en la asignación 
de recursos federales para infraestructura 
educativa de las entidades. 

Un hallazgo fue que los estados que mayor 
presupuesto reciben de la federación para la 
infraestructura de las escuelas 

de preescolar, primaria y secundaria, no son 
aquellos con mayores necesidades, sino los que 
cuentan con un mayor número estudiantes y 
escuelas, hecho que pone en desventaja a las 
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entidades con las mayores carencias porque, 
paradójicamente, son las que menos recursos 
recibirían. 

El FAM comprende los recursos para la 
construcción, equipamiento y rehabilitación de 
infraestructura física de educación básica, media 
superior y superior. 

No obstante, en el Proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación (PEF) 2025, se propone 
transferir más recursos a las entidades con mayor 
número de estudiantes y de escuelas, y no a las 
que tienen más carencias de infraestructura 
escolar. Es decir, no se consideran las 
necesidades de las entidades en cada nivel 
educativo, sino el tamaño de la matrícula escolar y 
la cantidad de escuelas. 

Con estos criterios, la entidad que más recursos 
recibió del FAM-Básica en los años 2023 y 2024, 
fue el Estado de México que tiene 19,128 
planteles de educación básica, de los cuales el 
24.2 por ciento no tiene los servicios básicos 
completos: sanitarios, lavamanos, agua y 
electricidad. 

En contraste, Oaxaca tiene 13 mil 666 planteles de 
educación básica, de los cuales, 7 de cada 10 
carecen de servicios básicos completos. Y aun así, 
recibió menos de un tercio de los recursos que se 
otorgaron al Estado de México. El proyecto de 
presupuesto para 2025 mantiene esta misma 
tendencia para estas dos entidades. 

La falta de una perspectiva de equidad en la 
estimación de recursos para infraestructura escolar 

ocasiona que entidades federativas con mayores 
necesidades cuenten con menos recursos de la 
federación de los que requieren. Al hacer la 
estimación sin tomar en cuenta estas necesidades, 
se pasa por alto la afectación que la calidad de la 
infraestructura tiene en las condiciones para el 
aprendizaje de niñas, niños y adolescentes. 
Considerando que lo básico en infraestructura y 
servicios no está garantizado en las escuelas, esta 
falta de equidad implica que cada entidad aporte 
los recursos para mejorarla. 

Más aún: si esto ocurre con el FAM a nivel 
nacional, ¿qué ocurrirá a nivel municipal? ¿Habrá 
la más mínima consideración para evitar los 
desequilibrios e inequidades entre escuelas 
rurales y urbanas en Michoacán de Ocampo? 
Partiendo del principio de máxima difusión, el 
Paquete Económico 2025 de Michoacán debería 
anunciar cómo se distribuirán los recursos en los 
113 municipios de la entidad, pero esta 
información simplemente no se ha elaborado. 

Es más, partamos de un análisis más simple: 
comparemos bajo un principio de equidad el 
presupuesto por estudiante del Colegio de 
Bachilleres con el del Telebachillerato 
Comunitario; el de la Universidad de La Ciénega 
con la Universidad Virtual o el de los planteles de 
CONAFE con el de las primarias-insignia de la 
zona urbana de Morelia. Las asimetrías son 
abismales. 

Mexicanos Primero a través de la campaña 
#EchaleUnOjoAlPresupuesto hace un llamado a 
las y los diputados para que garanticen una 
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distribución más equitativa de los recursos y 
asegurar que se cuente con los recursos 
necesarios para que las niñas, niños y 
adolescentes aprendan en un entorno digno y 
seguro, especialmente quienes se encuentran en 
situación de mayor rezago social. 

Gobernar es presupuestar y destinar recursos a la 
educación con inclusión y equidad es administrar 

visionariamente, pensando en las próximas 
generaciones, más allá de congraciarse con la 
corte política. Las niñas, niños y jóvenes merecen 
condiciones dignas para ejercer sus derechos 
educativos. Estamos a tiempo de construir un 
mejor escenario para 2025 en el sistema 
educativo michoacano. 
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13.12.2024 

Inequidad en la Infraestructura Educativa 
 

 

La situación en materia de infraestructura física 
educativa, dotación de servicios básicos, 
equipamiento educativo, mobiliario, equipo de 
cómputo, conectividad, infraestructura y materiales 
adaptados, así como accesos dignos a los 
planteles escolares en Michoacán de Ocampo aún 
dista mucho de ser óptima. Somos uno de los 
estados con mayor rezago en la materia y no nos 
hemos superado suficientemente como para 
dignificar universalmente los planteles del sistema 
educativo estatal. 

Lamentablemente, el rezago prevalece: De 
acuerdo con la Comisión Nacional para la Mejora 
Continua de la Educación (MEJOREDU), el 
porcentaje de escuelas primarias que cuentan con 
servicios básicos, definidos como electricidad, 
agua potable, servicio para el lavado de manos y 
sanitarios para estudiantes ha evolucionado del 
47.7 por ciento al 71.5 por ciento, mientras que, 
en secundaria, pasaron del 47.9 al 73.9 por 
ciento y en educación media superior del 54.8 al 
61.7 por ciento. Lo anterior, en el periodo 
comprendido entre el ciclo escolar 2018-2019 y el 
2022-2023. Al ser un sistema educativo de 1 
millón 260 mil estudiantes, estos porcentajes 
faltantes representan aún a cientos de miles de 
niñas, niños y jóvenes que no cuentan con tan 

elementales servicios básicos en los planteles 
escolares. 

De manera agregada, se ve asi la situación, pero 
de acuerdo con el reporte específico más reciente 
existente, de 2022, elaborado también por 
MEJOREDU, se menciona que, en materia de 
electricidad, solamente el 77 por ciento de los 4 
mil 153 preescolares tenían el servicio citado, el 
71.5 por ciento agua, el 72.5 por ciento, servicio 
de lavado de manos, mientras que sanitarios 
independientes el 58.1 por ciento, los cuales 
acumulaban apenas el 58.8 por ciento de 
planteles con servicios básicos completos. 
Paralelamente, apenas el 23 por ciento tenían 
computadoras y el 14 por ciento, conexión a 
Internet. Infraestructura adaptada para personas 
con discapacidad, apenas tenían el 9.4 por ciento 
y materiales adaptados el 16.5 por ciento. 

En primaria, de las 4 mil 997 escuelas, el 89.2 
tenían electricidad, el 76 por ciento agua potable 
y el 77.9 servicio para lavado de manos, el 81 por 
ciento, sanitarios independientes, que hacían un 
total de apenas el 64.3 por ciento de planteles 
con servicios básicos completos. Apenas, el 38.7 
por ciento de los planteles contaban con 
computadoras y el 17.4 por ciento con conexión a 
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Internet, mientras que el 10.6 por ciento contaba 
con infraestructura adaptada y el 8.5 por ciento 
con materiales adaptados. 

En secundaria, de los mil 830 planteles, el 81.4 
contaban con electricidad, el 68.6 por ciento con 
agua potable, el 74.8 con servicio para lavado de 
manos y el 71.6 con sanitarios independientes, 
que apenas hacían un 60.2 por ciento de 
planteles con servicios básicos completos. Un 53 
por ciento de los planteles contaba con 
computadoras y un 22 por ciento con conexión a 
Internet, mientras que un 13.7 por ciento contaba 
con infraestructura adaptada y apenas un 11.5 con 
materiales adaptados. 

En educación media superior, de los 701 
planteles, un 81.7 por ciento contaba con 
electricidad, un 68.5 por ciento con agua potable, 
un 76 por ciento con servicio para lavado de 
manos, un 82.5 con sanitarios independientes que 
hacían un total del 61.5 por ciento de planteles 
con servicios básicos completos; apenas un 65 
por ciento de las escuelas contaban con 
computadoras y un 45.9 por ciento con conexión 
a Internet. Un 24.4 por ciento contaban con 
infraestructura adaptada y un 1 por ciento con 
materiales adaptados. 

De esta magnitud es el rezago. Y seguimos en 
manos de la federación para tales efectos, ya que 
el sector educativo es muy altamente dependiente 
del presupuesto federal que llega para rescatar, 
quincena a quincena, la situación deficitaria en la 
que se encuentra la nómina del sistema educativo 
estatal, a través del convenio que enmarca la 

transferencia de recursos a través del Programa 
Presupuestario U-080, que, aunque ayuda mucho 
es discrecional y opaco. 

No omitamos recordar que, el impuesto del 2 por 
ciento sobre el pago de nómina en estados como 
Jalisco se destina a un fondo de construcción y 
mantenimiento de infraestructura física educativa, 
lo cual ha permitido que se avance 
sustancialmente en el abatimiento del rezago en la 
materia en aquella entidad vecina. 

En Michoacán, ese presupuesto se destina al 
sector turístico, con resultados aún muy 
debatibles, toda vez que no se canaliza tampoco a 
infraestructura que soporte las acciones del citado 
sector económico, sino a festivales, eventos, 
viajes, viáticos, propaganda en el extranjero y 
otros rubros que no cambian estructuralmente las 
condiciones sociales de las comunidades con 
actividad turística. Bien valdría la pena reflexionar 
sobre qué es más urgente para dotar de 
condiciones de bienestar y desarrollo a las 
generaciones en formación. 

Subsisten focos rojos en materia de infraestructura 
educativa, principalmente en planteles multigrado 
o unitarios, en educación indígena, en planteles 
rurales, en escuelas de CONAFE, telesecundarias, 
telebachilleratos, por citar algunos ejemplos. Así 
también, las regiones apartadas de la capital 
estatal, las que son rehenes de narcoviolencia, de 
situaciones de ingobernabilidad y hasta de estado 
fallido por la presencia de la delincuencia 
organizada también son las que más necesitan 
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inversiones que garanticen los derechos de las 
generaciones en formación. 

Los recursos son exiguos. Por ejemplo, en 2023, 
de acuerdo con un comunicado del Gobierno del 
Estado, se destinaron 508 millones de pesos a 
mejorar 331 planteles, ubicados en 61 municipios. 
En 2024, se menciona que se destinaron 590 
millones de pesos, mejorando 410 planteles y 
para beneficiar a 64 mil estudiantes.  Apenas el 3 
por ciento de los planteles y el 5 por ciento de los 
estudiantes. Es decir, a ese ritmo de inversión, 
para que le toque al 100 por ciento de las 
escuelas algo de recurso deberían de pasar 33 
años. Para el 2057 se terminará la labor. 

Si recordamos que el sistema educativo estatal 
comprende casi 12 mil planteles y más de un 
millón 260 mil estudiantes, nos daremos cuenta 
de que las inversiones son insuficientes y pírricas. 
Los 590 millones de pesos entre 12 mil planteles 
escolares apenas corresponde a 49 mil pesos por 
escuela en Michoacán de Ocampo. Si se 
prorrateara por estudiante, no alcanzaría ni para 
comprarles una butaca a cada uno.Se requiere un 
esfuerzo sustancial adicional para salir adelante. 

Urge dignificar los planteles para que se cuente 
con los servicios básicos que generan condiciones 
propicias para el aprendizaje. En Michoacán, 99 
por ciento de los hogares cuentan con energía 
eléctrica. No es posible que, en uno de los 
estados más pobres de la nación, las escuelas 
estén todavía peor que el promedio de los 
hogares. Las escuelas deben reflejar un ideal 
social por alcanzar superación y evolución, no ser 

una triste sombra que edifique el abandono y 
olvido, miseria y corrupción que permitan palpar 
el desinterés institucional por el desarrollo integral 
de las generaciones en formación. 

Hay inmensos retos en materia de infraestructura 
escolar en Michoacán de Ocampo, que nos 
ubican en los últimos lugares a nivel nacional. 
Somos un estado en rezago educativo sumido en 
rezago en infraestructura escolar. 

Recordemos, que hace unas semanas, la UNICEF 
y el CONEVAL presentaron en coautoría un 
reporte denominado “Pobreza Infantil y 
Adolescente en México “, donde se muestra que 
nuestra entidad federativa continúa con altos 
niveles de pobreza en lo que respecta a sus niñas, 
niños y jóvenes, ya que 50.1 por ciento de ellos 
viven en esa situación socioeconómica. 

El documento exhibe que, respecto de 2020, se 
dio una reducción de la pobreza estadísticamente 
significativa en 24 de las 32 entidades federativas, 
exceptuando a Aguascalientes, Campeche, 
Durango, Estado de México, Michoacán, Nayarit, 
Oaxaca y Zacatecas, las cuales son las entidades 
federativas donde el nivel de pobreza infantil y 
adolescente se mantuvo sin cambios en el bienio. 

El rezago educativo exhibe un patrón diferenciado 
entre las entidades, en donde los valores más altos 
están en Chihuahua, Guanajuato, Jalisco, 
Michoacán y Chiapas. 

A la fecha, no hay certidumbre clara de hacia 
dónde se van a canalizar los recursos en materia 
de inversión en infraestructura educativa. Más aún, 
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no se reflejan las obras multianuales en el 
Presupuesto de Egresos 2025, por lo que no se 
tiene total certidumbre de cuánto dinero del que 
se destina a obras públicas va para el sector 
educativo estatal. 

El déficit estructural en el presupuesto educativo 
estatal continúa orientado a subsanar el inmenso 
boquete que constituye la nómina educativa, la 
cual demostradamente presenta vicios de origen y 
un exceso de personal fuera de las aulas. 
Recordemos que, en el Censo de Escuelas, 
Maestros y Alumnos (CEMABE) de 2013, el 
promedio de estudiantes por maestro de acuerdo 
con la nómina pagada era de 17, pero al momento 
en el cual los censores de INEGI entraron a las 
aulas, descubrieron que el promedio de 
estudiantes era de 30 por maestro. Es decir, casi 
se pagaba el doble de personal que el que 
realmente trabajaba.  Hoy es momento de generar 
mecanismos de austeridad, fiscalización, 
transparencia y rendición de cuentas que 
despresuricen el gasto educativo que dirige 95 de 
cada 100 pesos hacia el pago de nómina, para 
dedicar un porcentaje mayor a la dignificación de 
los planteles escolares, generando mejores 
condiciones para incrementar la inversión en el 
bienestar y en la vivencia plena de derechos para 
las niñas, niños y jóvenes. 

El dispendio que se realiza en el aparato de 
comunicación social y en actos suntuarios es de 
destacarse, porque la entrega de certificados de 
obra educativa no es sino un paso innecesario, ya 
que lo que requieren las comunidades es la 

entrega de las obras concluidas, no más actos 
protocolarios que consumen muchos recursos, 
como traslados desde el interior del estado, horas-
hombre de cientos de personas, llenado de 
formularios engorrosos, la impresión de 
mamparas, propaganda, boletines, formatos y 
muchos más aspectos cuantificables que, si se 
sumaran, seguro podrían hacer la diferencia en 
más de algún plantel, máxime que el promedio de 
inversión estatal, como se calculó párrafos arriba, 
es de apenas 49 mil pesos por escuela. 

Más aún, se sabe que Michoacán es el segundo 
lugar nacional en percepción sobre la corrupción, 
de acuerdo con los hallazgos manifestados en el 
reporte de la Encuesta Nacional de Calidad e 
Impacto Gubernamental 2023 (ENCIG), realizada 
por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI), difundida el pasado 9 de diciembre, en 
el marco del Día Internacional contra la 
Corrupción, donde se precisó que el 88 por 
ciento de la población, es decir, ocho de cada 
nueve michoacanos,  percibió que los actos de 
corrupción son muy frecuentes o frecuentes. 

En ese tenor, a la fecha no se reflejan acciones 
para evitar la simulación en las compras, ni la 
realización de obras. Siguen los comités de 
padres de familia a merced de la coerción que 
puedan ejercer actores políticos, funcionarios, 
gestores y directivos para que avalen facturas a 
sobreprecio, que señalen que las obras están 
concluidas, que se simulen asambleas para decidir 
el destino de los recursos de programas como La 
Escuela Es Nuestra, en donde ya hay actos de 
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desvío de recursos que están plenamente 
documentados y de los cuales obran denuncias 
públicas. 

Es sumamente importante que tomen en cuenta 
todos estos rubros los diputados locales, quienes, 
ante el escenario de aprobación del presupuesto 
federal, tienen la inmensa responsabilidad 
histórica de reconvertir el Paquete Económico 
estatal para 2025 en uno que realmente dignifique 
las escuelas michoacanas y posibilite que más 
niñas, niños y jóvenes estén, aprendan y 

participen en el sistema educativo estatal, en las 
mejores condiciones posibles. 

Gobernar es presupuestar y destinar recursos a la 
educación con inclusión y equidad es administrar 
visionariamente, pensando en las próximas 
generaciones, más allá de congraciarse con la 
corte política. Las niñas, niños y jóvenes merecen 
condiciones dignas para ejercer sus derechos 
educativos. Estamos a tiempo de construir un 
mejor escenario para 2025 en el sistema 
educativo michoacano. 
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19.12.2024 

Urgen Trayectorias Educativas Completas 
	

	

	

Lograr trayectorias educativas completas son una 
altísima misión que debe alcanzar el sistema 
educativo estatal.  En ello estriba en buena medida 
el futuro de nuestra nación y la sostenibilidad de 
nuestra sociedad. 

Nos referimos a trayectorias educativas completas 
cuando las niñas y niños logran cursar todos los 
grados escolares a que tienen derecho en el 
sistema educativo nacional: es decir, recibir 
educación inicial, cursar el preescolar, la primaria, 
la secundaria, el bachillerato o carrera técnica 
bivalente, así como una carrera universitaria. Por 
supuesto, lo idóneo es que todo esto se logre sin 
perder años, sin salir jamás del sistema educativo, 
porque está demostrado que, quienes lo 
abandonan, difícilmente regresan. 

A pesar de que es tan importante este alto 
objetivo, el lopezobradorato acumuló una gran 
deuda con las niñas, niños y jóvenes de México, al 
no acertar ni a diseñar, ni a ejecutar medidas que 
realmente garantizasen sus derechos a estar, a 
aprender y a participar en las escuelas. La 
permanencia en el sistema educativo nacional no 
fue una prioridad y las estadísticas ahora así lo 
ratifican. 

Es de hacer notar que, durante el sexenio anterior 
no se incrementaron los casos de egreso de 
licenciatura significativamente, pues de cada 100 
estudiantes que ingresan a primero de primaria, la 
tasa de egresos de educación superior se mantuvo 
apenas entre 27 en el primer año del sexenio 
pasado y 28 al finalizar, de acuerdo con las 
propias cifras de la Secretaría de Educación 
Pública (SEP), 

Es decir, el incremento de 27 a 28 estudiantes 
egresados de licenciatura es marginal, 
prácticamente inercial, ni siquiera puede 
calificarse como resultado de esfuerzo 
gubernamental alguno, porque simplemente no 
hubo una política pública destinada para tales 
efectos. Esta es una situación crítica, ya que las 
políticas públicas federales y estatales no están 
apuntando hacia la eficiencia terminal de nivel 
educativo alguno; mucho menos, hacia lograr 
trayectorias educativas completas, desde 
educación inicial hasta educación superior. Aquí 
mismo en Michoacán, no contamos con una meta 
específica al respecto en el Plan Estatal de 
Desarrollo Integral 2021-2027, por lo que 
tampoco está reflejada la meta en el presupuesto 
basado en resultados de ninguno de los ejercicios 
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anuales ya transcurridos, ni tampoco en el 
recientemente aprobado presupuesto de egresos 
para el 2025. 

Particularmente, se debe atender a la juventud 
para evitar que trunquen sus trayectorias 
educativas. Las cifras revelan que es necesario 
blindar a los jóvenes egresados de secundaria, 
para que logren ingresar al bachillerato, concluirlo 
e inscribirse a una carrera universitaria, ya que es 
en esta parte de las trayectorias donde se 
presentan los peores indicadores de abandono y 
falta de absorción. Urgen políticas públicas que 
arropen a las juventudes mexicanas en el ejercicio 
de sus derechos educativos. 

Cuando se revisa la tasa de egreso nos 
encontramos con que una vez más se trata de las 
mismas entidades federativas históricamente 
abandonadas por las políticas públicas de 
desarrollo humano, donde muy poco o nada se 
hace para la reversión de la situación de pobreza 
y marginación. Análogamente, no es casualidad 
que los estados que obtienen mejores resultados 
tienen más presupuesto, más recaudación, más 
riqueza o más transferencia de recursos federales 
para sus sistemas educativos. 

No es casualidad la coincidencia: es sabido que, 
de acuerdo con estudios nacionales e 
internacionales, las principales causas de la 
ruptura de trayectorias educativas están 
correlacionadas con las circunstancias 
socioeconómicas. Ahí es en donde se tiene que 
romper la inercia y establecer medidas 
contracíclicas que reviertan el daño que la 

inequidad, la pobreza y la marginación generan 
en quienes ven sus derechos educativos 
violentarse. 

Es de subrayarse que, el impacto de programas 
de apoyos sociales, becas y demás transferencias 
directas no manifiestan la incidencia que se 
esperaría, a partir del discurso oficial. Al no estar 
imbricadas estas dádivas con la permanencia en el 
sector educativo, ni etiquetadas para generar 
condiciones de sostenerse dentro de las escuelas, 
el dinero no contribuyó mayormente a salir 
adelante en estos indicadores educativos. 

Es momento de repensar la transferencia de 
apoyos sociales para ahora sí conectarlos con la 
política social y la educativa. 

Así también, está la ventana de oportunidad de 
generar políticas públicas, metas e indicadores 
respecto a la permanencia en el sistema 
educativo, mejorando la tasa de absorción de los 
niveles educativos superiores y abatiendo el 
abandono escolar. 

El caso de Michoacán sigue siendo emblemático, 
por encontrarse entre los estados tanto con 
mayores índices de pobreza y violencia, como a la 
vez con los menores índices de egreso de una 
carrera universitaria, con apenas 20 de cada 100 
estudiantes que inician primer grado de primaria. 

Al respecto, es importante señalar que los peores 
resultados al respecto los generan los estados 
como Chiapas, donde de cada 100 estudiantes 
apenas 12 concluyen una carrera universitaria; 
seguidos por Oaxaca con escasos 13 egresados; 
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después Guerrero, con apenas 16; el estado de 
Veracruz, con 17; y Michoacán, con los 20 
mencionados.  Ante este reto de semejante 
magnitud, se ve muy complicado que, mediante la 
entrega de tenis en secundaria, la repartición de 
libros en bibliotecas o la construcción de 
teleféricos como medidas que se convirtieron en 
la impronta del actual sexenio en materia 
educativa se pueda revertir el flagelo del 
abandono escolar que sitúa a Michoacán en los 
últimos lugares en el rubro, en educación 
secundaria, media superior y superior. Lo 
anterior, principalmente por no contarse con 
estudios diagnósticos que demuestren con 
evidencias basadas en el método científico la 
relación causal entre invertir en las tres medidas 
anteriormente citadas y lograr mayor permanencia 
escolar y tasa de egreso de los estudiantes.  Es 
necesario contar con esta clase de estudios para 
poder culminar exitosamente la etapa de diseño 
de toda política pública, para que sea efectiva y 
de alto impacto, evitando que se catalogue como 
un acto de autoridad que dispendie recursos 
públicos y esperanza, afectando los destinos de 
más de un millón 260 mil estudiantes, sus 
maestros y sus familias. 

El costo de oportunidad de no lograr que nuestras 
niñas, niños y jóvenes cuenten con una carrera 
universitaria es altísimo, inconmensurable y 
trágico:  Aquellos quienes no cuentan con 
elementos suficientes como para poder ganarse el 
pan con el sudor de su frente están condenados 
vitaliciamente a mendigarlo o a arrebatarlo. La 
primera falsa salida los sitúa en el oportunismo, en 

la comodidad de vivir de dádivas 
gubernamentales o privadas y en la desesperación 
que genera la incertidumbre. El segundo camino 
es aún peor: porque los encamina por el sendero 
que la delincuencia organizada ha trazado para 
ellos, en donde prácticamente toda la perversa 
cadena de negocios se alimenta o incluso se 
combate con salud, sangre y vida de jóvenes. Es 
decir, tanto los muertos del sicariato como de las 
fuerzas armadas del orden público son 
indefectiblemente jóvenes, así como todos los que 
participan en la distribución y consumo de drogas. 

Seguir pensando que el sector educativo está 
desvinculado de los fenómenos delincuenciales es 
simplón, parcelario y reduccionista: es necesario 
abarcar la situación desde una perspectiva 
integral, en la cual la formación de las niñas, niños 
y jóvenes alcance el primer nivel de prioridades 
en materia de políticas públicas. No hacerlo nos 
significará seguir sumidos no solamente en la 
pobreza, la desigualdad, el estancamiento en 
materia de desarrollo y la falta de competitividad, 
sino en un estado de violencia delincuencial, 
ingobernabilidad y estado fallido inaceptables. 

Lograr centrar las políticas públicas en la 
educación, comprendida como la columna 
vertebral del porvenir de las generaciones en 
formación debe ser la impronta de un régimen de 
izquierda, que asume su sexenio como “el de la 
educación” y cuya titular del poder ejecutivo 
federal desea ser recordada como “la presidenta 
de la educación” cuando concluya su mandato. 
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Claudicar a forjar trayectorias completas en cada 
niña, niño y joven equivale a entregar la rectoría 
del estado mexicano al acaso, a las fuerzas 
oscuras que pugnan por parasitar nuestro destino 
y emplear la vida, sueños, esfuerzo y salud de 
nuestros hijos para enriquecerse sin importarles 
consecuencia alguna. 

El gobierno del estado, a través de sus 
funcionarios deben de asumir su altísima 
responsabilidad de liderazgo para que los 
discursos e intenciones, nuevos planes y 
programas se transformen en realidades concretas 
que revolucionen las condiciones de vida de los 
estudiantes, los maestros y sus familias. 

La historia del sistema educativo michoacano está 
llena de lecciones respecto a que perderse en 
ocurrencias, en simulaciones, en acumular, 
perpetuarse y transmitir el poder, en enriquecerse, 
en actos de corrupción, en la vanagloria, en 
comprar voluntades, en soñar con ser candidatos 
la próxima elección, en repartir cuotas de poder 
para generar gobiernos de composición, en 
discursos autorreferidos, en aplausos solipsistas y 
egotistas no lleva a absolutamente puerto alguno. 

Es el camino de garantizar los derechos 
constitucionales a estar, aprender y participar de 

todas las niñas, niños y jóvenes michoacanos el 
que logra echar raíces profundas, tejidas 
comunitariamente, forjar instituciones y 
entramados de gobernanza sólidos para brindar 
frutos generosos mensurables en historias de vida 
e indicadores de prosperidad con largo aliento. 

Por ello, antes de cerrar este 2024, es momento 
de elevar la ética del equipo de trabajo, 
esperemos que estos tiempos de reencuentro 
sirvan para la reflexión sobre el camino andado a 
quienes tienen responsabilidades educativas 
públicas y puedan resignificar y valorar la inmensa 
oportunidad que tienen de servir como nunca 
antes alguien lo ha hecho a un aspecto tan 
olvidado y abandonado, pero tan trascendente y 
estratégico como es el sistema educativo 
michoacano, especialmente el de sostenimiento 
público y ubicado en comunidades marginadas. 

Particularmente, sería una extraordinaria y grata 
sorpresa para el sistema educativo michoacano 
contar con políticas públicas que se lanzaran al 
inicio de 2025 mediante las cuales se impulse 
lograr trayectorias educativas completas para todas 
las niñas, niños y jóvenes en la entidad federativa. 

Estamos a tiempo. Que así sea. 
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29.12.2024 

En educación persisten emergencias 
 

 

Hoy estamos cerrando el 2024 en este espacio, 
por lo que es importante reflexionar qué se está 
haciendo fortalecer el sistema educativo y 
blindarlo de la inseguridad en nuestro país, así 
como en Michoacán de Ocampo en particular. 

Basados en cifras demográficas, son muchos 
estudiantes que están abandonando las escuelas y 
tomarán el camino de la delincuencia, orillados 
por la falta de oportunidades de desarrollo 
integral, así como por las presiones propias de los 
grupos criminales. 

De acuerdo con estimaciones más de un centenar 
de adolescentes son reclutados diariamente por el 
crimen organizado, con una esperanza de vida de 
apenas unos cuantos meses, ya que la cadena de 
negocios delincuencial se sostiene de devorar las 
existencias de los jóvenes de múltiples maneras. 

A pesar de los esfuerzos institucionales, realmente 
se ha avanzado muy poco en materia de 
contención de la inseguridad, más porque las 
cifras indican que se diversifica el fenómeno 
delincuencial y que, los delitos de impacto, en 
lugar de disminuir solamente se reclasifican. 

No puede hablarse de que existe estado de 
derecho con un gobierno inefectivo y hasta 

descomprometido en proteger los derechos 
humanos de todos. 

Imaginemos: si el derecho a la vida no se cuida, 
hablar del derecho a la salud, a la educación o al 
libre tránsito ya es incluso circunstancial, por lo 
que, la autoridad tiene mucho por hacer al 
respecto para revertir la situación imperante. 

Menos aún, conocemos si las actuales acciones 
del gobierno estatal están impactando a favor de 
escolarizar a las niñas, niños y jóvenes y de 
protegerlos de las garras de la delincuencia. 

Aunado a lo anterior, las políticas de combate al 
crimen son eminentemente reactivas, debería ser 
momento de reflexionar si las políticas públicas en 
pro de la seguridad han sido efectivas, pero 
también si las que intentan garantizar los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes, para 
asegurarles un mejor porvenir. 

Los jóvenes, mientras tanto, siguen siendo 
reclutados por el crimen organizado. Pero 
también, son jóvenes a quienes contratan las 
fuerzas del orden público para combatir a la 
delincuencia; es momento de romper el círculo 
vicioso mediante acciones que regeneren el tejido 
social y construyan un portafolio de senderos 
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honestos de vida para las generaciones en 
formación. 

Mientras eso sucede a nivel nacional, en nuestra 
entidad, el gobierno estatal se ha dado a la tarea 
de felicitarse por sus logros en materia educativa. 
Empero, los avances difundidos son, por lo 
menos, polémicos. Veamos: 

Felizmente, se dice que “vamos por el tercer ciclo 
escolar completo”. Sí, hubo avance respecto a 
impedir paros indefinidos que duraban meses y 
eso se reconoce. Pero, si se le coloca el atributo 
“completo” a un ciclo escolar, esperaríamos que 
todas las aulas de todas las escuelas estuvieron 
trabajando durante todo el ciclo escolar, con todos 
los estudiantes y maestros presentes, en 
comunidad y con las condiciones mínimas 
indispensables para tales efectos. Por ello, no hay 
evidencia de que se haya dado siquiera un solo 
ciclo completo. Ni están todas las niñas, los niños 
ni los jóvenes, ni los trabajadores de la educación, 
ni todas las escuelas trabajan, ni hay condiciones 
dignas en miles de aulas michoacanas. 

Continuando, se afirma que ha habido “justicia 
laboral a más de 14 mil docentes”, pero como 
decía Benito Juárez “para mis amigos, justicia y 
gracia; para mis enemigos, la ley”. Las redes 
sociales están inundadas de reclamos señalando 
que esta justicia ha sido selectiva. Se ha 
mantenido un manto de opacidad en torno a la 
labor de la UESICAMM, órgano que en Michoacán 
incluso tiene un consejo de funcionarios, sin la 
presencia de un comité de transparencia externo, 
ni de ciudadanos investigadores autónomos para 

conocer de los asuntos públicos, bajo el principio 
de máxima difusión, ni a nivel directivo ni en esos 
procesos específicos. 

Paralelamente, se afirma que ha habido “pagos 
puntuales y completos”. Se debe reconocer un 
gran avance, pero los pagos puntuales y 
completos no son universales, sino en la gran 
mayoría de las ocasiones, pero hay muchas 
excepciones, como es el caso del Telebachillerato. 
Además, a qué precio ha sucedido esto: al de 
recibir dinero opaco mediante el programa 
presupuestario U-080, sujeto a voluntad política 
cada mes, sin que se hayan hecho mayores 
economías ni depuración de la nómina 
magisterial. 

Especialmente, se difunde que se entregaron 
“tenis de Jalo a Estudiar para los más de 200 mil 
estudiantes de secundaria”, lo cual no es un 
hecho que se haya verificado, toda vez que se 
sabe no han llegado a toda la entidad federativa, 
de acuerdo con información que se cuenta al 
respecto. Los usuarios que sí los han recibido 
mencionan que los tenis tienen temas en su 
calidad, por lo que se desgastan muy 
prontamente. Además, no están vinculados a meta 
alguna del Plan de Desarrollo Integral del Estado 
de Michoacán, ni impactan a indicador alguno del 
Programa Sectorial de Educación, ni se ha 
difundido diagnóstico alguno que demostrara la 
pertinencia de su compra, máxime porque se 
aduce que, recibir un par de tenis desincentiva el 
abandono escolar. 
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Finalmente, se dice que “más de 400 libros de 
literatura entregados con En Michoacán se Lee”. 
Es sabido que la Secretaría de Cultura del Estado, 
así como muchas dependencias públicas editan 
libros, así como también existen muchos 
ejemplares en almacén, que lamentablemente no 
se distribuyen. Es favorable que los libros se 
repartan a través del sistema educativo estatal, 
porque es una manera efectiva de que estos 
materiales salgan de las bodegas, donde se solían 
añejar hasta quedar inservibles. Sin embargo, 
tener libros en la mano no necesariamente 
promueve el hábito de la lectura, especialmente 
cuando, salvo los docentes rurales, casi no hay 
gestores en la materia en las comunidades más 
marginadas. La figura del maestro, para la 
promoción de la lectura es insustituible, por lo 
que, los hábitos de lectura no se adquieren por 
acumulación de libros en los estantes. 

Es proverbial ingresar a las oficinas de políticos y 
funcionarios, donde encontramos muy 
comúnmente metros lineales de libros aún con su 
celofán, nuevos, jamás tocados. Sólo para adornar 
o hacer fondo en las fotografías institucionales. 
Nuestros funcionarios, en muchas ocasiones 
constituyen ejemplo de analfabetismo funcional y 
desinterés por la lectura, porque si leyeran su 
marco normativo que ciñe sus funciones, 
atribuciones y responsabilidades, muy 
probablemente actuarían de otra manera.  
Entonces, si con regalar libros se aprendiese a 
leer y se desarrollase el hábito de la lectura, sin 
que medie un experto, equivale a creer que habrá 
más médicos regalando bisturís o habrá expertos 

en sistemas computacionales y programación tan 
solo por regalar computadoras. 

En contraste, se quedan a deber las metas 
vinculadas al aprendizaje de las niñas, niños y 
jóvenes en la entidad, ya que no se conoce al 
respecto cuáles fueron los logros en la materia en 
Michoacán, no solo en 2024, sino en el periodo 
gubernamental entero. Así también, es necesario 
conocer los avances en materia de indicadores 
socioeducativos: tasa bruta de escolarización, 
cobertura, años de escolaridad promedio, 
absorción, abandono escolar, analfabetismo, entre 
otras cifras. 

Contrasta ampliamente el monto destinado a los 
teleféricos: 4 mil millones de pesos, mientras que 
para dignificar escuelas apenas se dedicaron 590 
millones de pesos para obra y equipamiento. 

Más allá de la crítica o de la vanagloria, es preciso 
que las políticas públicas se enfoquen en 
cuestiones que realmente impacten 
favorablemente en el desarrollo integral de las 
niñas, niños y jóvenes en Michoacán. Que 
cambien vidas y logren resultados tangibles en la 
educación estatal. 

	

Como se dice líneas arriba, persisten grandes 
preocupaciones que deben ser atendidas a la 
brevedad, como el que la delincuencia 
organizada siga medrando del sistema educativo 
estatal, a costa de los estudiantes. Llama la 
atención el caso de las carreras de pilotaje de 
drones. 
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En fechas recientes, se ha revisado a escala 
estatal, nacional e internacional el uso perverso 
que hacen los delincuentes de los drones, los 
cuales usan para espiar, bombardear y sembrar 
terror. Al verificar por medios propios, nos 
encontramos con que, en los estados que 
enfrentan mayor violencia por parte de 
organizaciones criminales por el empleo de 
drones, como Michoacán, Jalisco, Guanajuato, 
Sonora y Sinaloa, los planteles del Conalep tienen 
entre su oferta educativa la carrera técnica de 
pilotaje de drones, que no cuenta con el suficiente 
arropamiento, ni con una oferta laboral suficiente, 
ni mecanismos de vinculación con el sector 
productivo. 

Algunas materias que se imparten para ser 
Profesional Técnico Bachiller en Pilotaje de drones 
son “Manejo de sistemas de alimentación de 
energía del dron”, “Ensamblaje del dron”, 
“Operaciones de vuelo del dron”, “Programación 
técnica de misiones”, “Vuelos de largo alcance” y 
“Gestión de soluciones con tecnología de 
drones”, entre otras. Sin duda es una carrera útil y 
pertinente, acorde a la contemporaneidad, pero 
hay riesgos. Por ejemplo, no evidencias en el 
portal electrónico del subsistema que se les arrope 

tanto a estudiantes como a egresados para evitar 
que reciban presiones de la delincuencia 
organizada. Tampoco dan a conocer una bolsa de 
trabajo ni mecanismos de vinculación con el 
sector productivo en empresas legalmente 
constituidas donde sí se usen drones y que tengan 
la capacidad de absorber la matrícula, tanto para 
que realicen su servicio social, sus prácticas 
profesionales o se queden a trabajar a su egreso 

Es imperativo realizar una labor más profunda de 
supervisión, arropamiento y seguimiento a esta 
sensible carrera técnica. Son necesarias políticas 
públicas de acompañamiento, becas e inserción 
laboral para blindar a los jóvenes de ser 
cooptados por el crimen organizado. 

Amable lector, al cierre del 2024, ¿considera 
usted tienen hoy más posibilidades de ejercer sus 
derechos educativos los estudiantes que los de 
hace tres años y cuentan con mejores condiciones 
en los planteles educativos que antes? Que el 
2025 sea un año consagrado a la educación y las 
emergencias de este año sean el árbol de 
soluciones que emergen para el próximo. ¡ 

Así sea! 






